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Preliminares 


| compendio se integra con todas las publicaciones realizadas por la unidad 

académica de investigaciones jurídicas, Mentes penales, Pensamientos de 

derecho civil y procesal civil, Memoria jurídica y Gaceta del Poder judicial del 
estado de Guanajuato desde sus inicios el 12 de septiembre de 2017 a la fecha. 


Contiene dos diferentes formas de localizar la información, acorde al autor y 
por ejes temáticos. 


Se reitera que los escritos son responsabilidad de sus autores y no 
necesariamente representan el punto de vista del poder judicial del estado de 
Guanajuato, el que se desliga de cualquier responsabilidad que se pudiera causar. 
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Art. (arts.) 
Cfr. 

DF 

Dr. 

ed. 

exp- 

Lic. 

LGV 

MJA 

Mtro. (a) 

No. N?. Num. 
passim. 

p (pp.) 

ss. 

(sic) 

Vid. (vid in extenso) 
vol. 

TS 


Artículo (artículos) 
Confrontar 

Distrito federal 

Doctor 

edición 

expediente 

Licenciado (Licenciada) 
Ley general de víctimas 
Maestro en justicia administrativa 
Maestro (Maestra) 
Número 

en varias partes 

página (páginas) 
siguientes 

cita textual 

Ver (ver ampliamente) 
volumen 

Tribunal superior 
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Comentarios a los juicios críticos sobre la pena de 
prisión! 


Lic. Eugenio Trueba Olivares 


n el libro primer libro, título segundo, ley V del Fuero de Juzgo se dice: “Esta fue 

la razón porque fue hecha la ley, que la maldad de los hombres fuese refrenada, 

por miedo de ella, y que los buenos viviesen seguramente entre los malos; y que 
los malos fuesen penados por la ley y dejasen de hacer mal por miedo a la pena” 


Concepción tan sencilla y maniquea no deja de tener significados que hasta 
la fecha siguen siendo válidos. Expresa la convivencia de la sanción como elemento 
operativo que reprime y refrena. Se pone el acento en la finalidad íntimamente mejor 
que en la reparatoria, pues en tan corto texto dos veces se alude al miedo. 


Suponemos que el legislador visigodo no usó la palabra pena en un 
sentido especificamente criminal, puesto que la nota coercible no tenía entonces 
compartimientos matices, aunque el amplio catálogo de sanciones que contiene la 
complicación es de tan rigor que bien pueden considerarse penas en su más estrecha 
y conservadora acepción. 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 17. Agosto-Septiembre 1982; pp. 332-344. 
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El miedo de que hablamos es una de las caras de la pena. Aparte su carácter 
retributivo, expiatorio, correctivo, etc., se pretende también amedrentar a malhechores 
futuros, probables y posibles. Sin embargo, parece que el miedo está perdiendo 
importancia, juntamente con el descredito general de la prisión. A tal consideración nos 
conduce un estudio que sobre el tema elaboró el distinguido penalista e investigador 
doctor Luis Marco Del Pont, de la Universidad Autónoma Metropolitana, publicado 
en el número 29 de la Revista Jurídica Veracruzana correspondiente a los meses de 
marzo, abril y mayo de 1982. 


La privación de la libertad todavía impera como la pena más usual en los 
Códigos. La prisión, dice el doctor Marco Del Pont, apareció como la gran esperanza 
de los juristas como sustituto de la pena de muerte porque permitía la conservación 
de la vida y evitaba la irreparable. Por otra parte, es una pena elástica, lo cual se 
estimó como un gran adelanto. No obstante estas características, la pena de prisión 
hace tiempo que pasa por una seria crisis. El examen detenido sobre sus numerosos 
inconvenientes lleva a muchos autores a considerarla ineficaz y odiosa, según el 
estudio que comentamos. 


Los tratadistas dicen que la privación de la libertad lesiona gravemente los 
intereses de quienes la sufren. Frente al fenómeno tan obvio e innegable, el escándalo 
del crítico termina, naturalmente, en franco sentimiento de repulsión. No podemos 
reprochárselo. En nuestro país la enorme mayoría de las cárceles no significan solo 
prisión, sino el padecimiento de otras muchas penalidades no prevista en el delito 
como el ocio, la mugre, la subalimentación, etc. imposible no dolerse ante estos 
espectáculos carcelarios donde el proceso sufre castigos que no obran en la sentencia. 
Son realidades, más que las doctas objeciones, las que a veces nos llevan a renegar 
del derecho penal mismo. 
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Pero cabe detenernos un poco en los juicios críticos sobre la pena de prisión 
sentada hace tiempo en el banquillo de los acusados, según la exposición del doctor 
de Pont. 


1.- Se dice que no se obtienen los fines de rehabilitación y readaptación que 
los tratadistas primero y los legisladores después le adjudicaron, en justo rechazo de 
los meramente vindicatorios. 


Bajo el supuesto de que así sea, evidentemente la pena de prisión no es culpable 
de este cargo porque en todo caso el mismo que ahora la censuran fueron quienes 
vieron en ella una propiedad que no se desprende su naturaleza. Por otra parte, la 
aseveración es tan general que no permanece plena adhesión. Tal vez no rehabilita 
ni readapta a todos los criminales, pero muchos delincuentes que han estado en la 
cárcel y que viven, aunque sea por poco tiempo todo su rigor escarmientan y tratan 
de no volver a presidio. Si el escarmiento es o no una vía rehabilitadora es algo que 
no vale la pena dilucidar pero en todo caso el resultado es satisfactorio. 


En el prólogo a la segunda parte de Don Quijote, Cervantes, gran conocedor de 
corazón humano narra la historia de un pobre loco que tenía por costumbre descargar 
una losa sobre cualquier perro que encontraba a su paso, dejándolo mal herido, hasta 
que una vez lo soltó sobre un podenco, cuya dueña vapuleó al loco hasta no dejar 
hueso sano. En adelante cada vez que topaba con un perro se abstenía de descargar 
el canto alegando que era podenco, así se tratase de un gozque o alano. 
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No todos los delincuentes son recalcitrantes y sombríos. La enorme mayoría 
son primerizos y circunstanciales. Se procura para ellos prisión mínima. De todas 
maneras su paso por la cárcel, el verse en aquel clima detestable, físico y humano, 
aunque sea por unos meses o por unos días, determina en ellos una voluntad de 
conducta más positiva. 


Nuestra experiencia de cerca de quince años en la defensoría de oficio, tanto 
en lo común como en lo federal, confirma lo anterior. Muchos responsables de delitos 
de poca, mediana y alta gravedad abandonaban la prisión y, salvo unos cuantos casos, 
no recordamos que hayan vuelto a delinquir. Es probable que mucho haya tenido que 
ver su encarcelamiento y que ante la tentación de arrojar de nuevo el canto, hayan 
recordado sus nefastos días de presidiarios y parado su acción. 


2.- Sin embargo, se dice en el estudio que comentamos que la prisión no 
disminuye la reincidencia, para lo cual se invocan investigaciones realizadas en 
Estados Unidos y en particular la opinión de Ramsey Clark, exprocurador de ese 
país. Asegura que más de la mitad de los excarcelados vuelven al crimen y que la 
reincidencia en delitos “serios” es hasta de un ochenta por ciento. A nuestro modo de 
ver tales apreciaciones son exageradas y el propio doctor Del Pont advierte que las 
investigaciones son insuficientes, aunque agrega que según datos obtenidos en las 
cárceles de Santa Martha Acatitla y en Almoloya de Juárez, el 43 por ciento de los 
reos son reincidentes. 


A reserva de completar nuestra propia investigación en el Estado, conviene 
consignar aquí las siguientes muestras altamente indicadoras: 
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En las resoluciones dictadas en el Juzgado Tercero Penal de León, Gto., 
seleccionado al azar, entre el 19 de enero de 1980 y el 31 de junio de 1981 no 
encontramos un solo caso de reincidencia. Las causas consignadas a dicho 
Juzgado en tal periodo representan un promedio cercano a 23 por mes. En las 347 
resoluciones dictadas por la Primera Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado en asuntos provenientes de diversos municipios, durante el año de 1981 solo 
encontramos 11 casos de reincidencia, apenas un poco más del 3 por ciento. En la 
Segunda Sala y por igual periodo, se detectaron solo 12 reincidentes. Es claro que las 
circunstancias sociales de nuestro Estado no son iguales a las del Distrito Federal ni 
a las del extranjero, pero las diferencias son tan grandes que necesariamente llaman 
la atención. Si cada cien personas procesadas y condenadas la mitad o el 43 por 
ciento reincidiesen, según nos dice el doctor Del Pont, el incremento de la criminalidad 
adquiriría en poco tiempo proporciones semigeométricas catastróficas. En nuestro 
Estado las principales causas del aumento de criminalidad se localizan en el aumento 
de la población y concentración urbana, no en la reincidencia. 


3.- Otro juicio crítico se hace consistir en que las personas privadas de su 
libertad no solo están aisladas de la sociedad, sino que a veces también lo están 
dentro de la misma cárcel. Se considera que esto está muy mal porque el delincuente 
debe prepararse para su mayor sociabilidad y no debe ser aislado de la comunidad 
ni geográfica ni psicológicamente. Tal fenómeno no se ha corregido ni con el trabajo 
penitenciario ni con ayuda clínica. Siempre habrá un abismo entre la sociedad 
carcelaria y la libre. 


¿Quién puede negar que, efectivamente, la cárcel aísla? Justamente de eso 
se trata, de aislar. A este argumento parece que le falta, pues, lo principal, a saber: 
¿debe o no aislarse al delincuente? Si la respuesta es afirmativa, la crítica carece de 
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toda razón. Si la respuesta es negativa, es decir, si no debe aislarse al delincuente, 
el problema, de tan grande, desborda el tema concreto de la prisión, Llegara a todos 
los confines de la problemática criminal. Habrá necesidad de una nueva gnoseología 
penal, pues se cuestionaría el concepto mismo del derecho punitivo. Es deseable que 
desaparezca el Derecho Penal, es deseable que desaparezcan todas las cárceles del 
mundo, todos los campos de trabajos forzados, todos los separos, todo lo que aflija 
a la persona, pero es evidente que no tiene sentido bordar sobre hipótesis utópicas. 


Para suprimir las penas, sanciones necesariamente aflictivas (aunque en 
variado grado), y elemento distintivo del ilícito civil, habrá que esperar que cambien 
radicalmente los hombres. Se ha dicho que las soluciones utópicas son más perniciosas 
que las simplemente injustas. Estas llaman la atención y se corrigen. Aquellas son 
engañosas, ejercen cierta fascinación y perduran. En su perduración inoperante 
muestran su mayor debilidad. Lo malo no está en soñar con instituciones perfectas, 
sino con hombres perfectos. 


La crítica a la pena de prisión tiene un trasfondo piadoso. Los tratadistas piensan 
en la suerte de esos desdichados delincuentes que pueblan nuestras cárceles y que 
pertenecen en su inmensa mayoría a las clases sociales más desvalidas económica 
y culturalmente hablando. Pero no son los únicos infractores ni los más peligrosos. 
Nuestros peores criminales gozan de impunidad, de bienestar y hasta de prestigio. Si 
sobre ellos cayera todo el peso de la ley como cae sobre los indigentes -no por culpa 
de las instituciones, sino de quienes las aplican- ¿formularíamos las mismas críticas 
piadosas? Podemos lamentar el aislamiento carcelario del analfabeta desocupado 
que roba, pero ¿lloraremos el aislamiento del hambreado, del traficante millonario de 
heroína, del que usa el poder para enriquecerse pronto y en forma insultante? Esta 
parte del cuadro casi siempre queda fuera del marco y ello puede viciar nuestro juicio. 
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Antes de promulgarse el nuevo Código Penal del Estado de Guanajuato 
tuvimos oportunidad de analizar el proyecto detenidamente en unión de los principales 
integrantes de la comisión redactora. En todo momento expresamos nuestra 
conformidad por una penalización benigna en cuanto a la privación de la libertad. 
Después promovimos reformas tendientes a facilitar la libertad condicional y la 
anticipada, suprimiendo el inútil requisito de la fianza. Lo hicimos pensando en nuestra 
realidad aplicativa de la ley y, naturalmente, en la sordidez de nuestras cárceles. De 
ella no podrá desprenderse, empero, una objeción de fondo a la pena que se comenta 
y a la cual escapan, quizás, los más terribles depredadores del orden social, aquellos a 
los que todo el mundo quisiera ver aislados geográfica y psicológicamente. 


4.- En otro punto se dice que la prisión es una institución anormal, poco 
agradable, hostil y por lo menos diferente. El interno se convierte en un número, 
lleva una vida reglamentada, sujeta a horarios, hasta para los momentos íntimos. Al 
individuo se le arranca bruscamente de la sociedad y se le introduce a otro mundo, 
entre extravíos, con frecuencia los internos son objeto de exacciones y abusos, por 
parte de autoridades y líderes. 


Todo lo anterior es cierto. La cárcel es, efectivamente, desagradable y hostil. 
Nunca se ha pretendido lo contrario ni es bueno que goce de buena fama. 


5.- Se dice en el artículo que comentamos que la cárcel es un factor criminógeno, 
como lo prueba el alto índice de reincidencia y los numerosos delitos que se cometen 
dentro de la misma, sin excluir a que los que incurren son funcionarios. El caso más 
frecuente es el del tráfico de drogas, que a veces se dirige desde la prisión. 


Por lo que ve al alto índice de reincidencia ya dejamos probado lo contrario. 
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No negamos la existencia de malas influencias y mafiosos contactos 
penitenciarios, capaces de acelerar inclinaciones antisociales o de acentuar rencores. 
Pero pensamos más bien que la cárcel actúa en los internos en forma sumamente 
variable y que si bien es cierto que existen grandes riesgos de contaminación, no 
podemos negar que sus muchos inconvenientes tienen aptitud natural para inducir a 
la corrección por la vía del miedo; esto sin tomar en cuenta todavía los efectos de ese 
temor en los delincuentes potenciales, que es tal vez lo más importante. 


Por lo que ve a la conducta de los malos funcionarios de las penitenciarias, se 
trata de algo que no es directamente imputable al instituto. La cárcel figura aquí como 
una víctima más de la corrupción. Si en nuestro País se suprimieran todas aquellas 
instituciones que constituyen ocasión de mala conducta, ¿qué quedaría? 


6.- Se dice también que la cárcel provoca enfermedades físicas y psíquicas, 
depresiones, angustias, ansiedad, crisis emotivas. 


Es cierto, la privación de libertad puede afectar de muy diversas maneras al 
interno. Si no hay manera de evitarlo. ¿Debería entonces desaparecer? ¿Estamos 
realmente decididos a ahorrarle las crisis emotivas al homicida, al violador, al 
asaltante, al terrorista? 


7.- "¿Qué hacer con la pena de prisión? ”, Se preguntan los penalistas. El 
doctor Luis Marco Del Pont propone que debe quedar reducida “a aquellos sujetos 
de muy alta peligrosidad”. La proposición es demasiado imprecisa y los elementos de 
juicio sobre peligrosidad no pueden obtenerse sin la instauración del proceso. Podría 
pensarse en aparejar la peligrosidad con la gravedad del hecho, sirviendo de referencia 
el tamaño de la pena. A mayor prisión mayor peligrosidad. Aparte lo erróneo de este 
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recurso, quedaría por averiguar a partir de qué nivel habremos de despenalizar los 
delitos. ¿Sería quizás pertinente suprimir la prisión para todos aquellos que conforme 
a la legislación actual tienen promedio máximo de tres años? Del Código Penal de 
Guanajuato quitaríamos 62 tipos. 


Tal vez hemos empleado la palabra despenalizar indebidamente, pues solo 
se propone suprimir la pena de prisión, no otras. En su lugar se sugieren “prisiones 
abiertas”, arresto nocturno o de fin de semana, es decir, reducir las horas efectivas 
de encarcelamiento, aparte los beneficios de la condena condicional y dela libertad 
anticipada. Como quiera que sea, la tendencia es reducir al máximo el tiempo de la 
prisión o suprimirlo del todo. También se habla de imponer al culpable la obligación 
de desempeñar ciertos servicios de interés público, como una especie de gravamen 


laboral, en vez de la internación. 


Desaparecida de la mayoría de los códigos la pena de muerte y las infamantes, 
el Derecho Penal tiene todavía su expresión, casi total y definitoria en la pena 
privativa de libertad. Entonces no resulta tan erróneo hablar simple y sencillamente 
de una tendencia a la despenalización en general. Los sucedáneos se parecerán cada 
vez más a las sanciones civiles. (Ya la reparación del daño tiene en realidad ese 
carácter, aunque no formalmente). Quizás se resuciten prácticas olvidadas y se tase 
una cuchillada para que el culpable la pague, como quien cubre un crédito, en vez de 
ira la cárcel a sufrir aislamientos y crisis emotivas. 
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Todos queremos que la ejecución de la pena privativa de libertad se lleve a 
cabo teniendo siempre en cuenta la dignidad de la persona, en instalaciones modernas, 
higiénicas, dentro de los mejores marcos educativos y reeducativos, facilitando al 
interno su actividad productiva. Lo que se avance en este sentido y puede avanzarse 
mucho es plausible. 


Mejor todavía si se multiplican las vertientes individualizadoras de la pena, así 
como sus modalidades. De todas suertes, no parece que este proceso pueda concluir 
en su próxima desaparición, la razón fundamental de esta opinión realista es la misma 
que destaca el Fuero Juzgo. Debe mantenerse como algo indeseable, temido. 


Se hace necesario colocar al lado de todos los inconvenientes de la prisión, 
aquello que podría considerarse como una cualidad. Cualidad de tal importancia que 
puede inclinar a su favor el platillo de la balanza y mantener por tiempo indefinido su 
supervivencia. Mientras la cárcel intimide, como ciertamente intimida, puede ser que 
tenga que subsistir. No es fácil hallarle sustituto, desgraciadamente. Seguirá siendo 
algo tan lamentable como lo es la persistencia de las conductas criminales. 


Nunca hemos confiado en aquellas opiniones que nieguen a la pena de prisión 
su valor preventivo. En el estudio que comentamos, el autor se muestra partidario 
de su ineficiencia ejemplificante. Argumenta que siendo un mito que todo mundo 
conozca las leyes y sus sanciones, el valor preventivo que se le asigna cae por su 
base. El argumento no puede ser más débil, pues si bien es cierto que la gente no 
conoce en detalle los mandatos penales, una extensa conciencia del acto criminal 
es algo absolutamente cierto y comprobable. Esta gran ventaja tiene el penal sobre 
otras ramas del derecho. Goza de verdadera promulgación en cuanto que la noción 
del suceso seriamente antisocial es extensa y popular, sin desconocer que puede 
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haber figuras delictivas -de hecho las hay- tan sofisticadas que deberían suprimirse. 
El catálogo de los delitos se ha reducido a medida que ha evolucionado el Derecho 
Penal, aunque no en todos los países debido a la dañada intención de mantener la 
ambigiledad más que nada por razones políticas. 


El autor reconoce que en una investigación realizada en la cárcel de Santa 
Martha Acatitla para saber si los internos habían modificado su comportamiento, 
muchos manifestaron que una vez libres no querían volver a la prisión por miedo a 
la misma, por considerarla algo terrible. Es decir, su enmienda se presentó como una 
contrapartida de la dura experiencia carcelaria. 


Para la sociedad este temor del que ha sufrido la prisión y de muchísimos que 
no la han sufrido pero que saben muy bien lo que es, resulta bastante. Cuanto mejor 
sería encontrar en todo mundo una adhesión sincera a la norma, pero que grave seria 
que ni siquiera el temor nos frenara. Los moralistas antiguos decían que el “miedo 
servil” a la sanción quita buena parte de su mérito al acto recto. El jurista piensa lo 
mismo, pero se conforma con los resultados externos. 


El análisis unilateral de la problemática de la pena privativa de libertad no 
arroja buenos resultados. No basta ponerse de parte del infractor para calificarla. Las 
víctimas de los delitos también cuentan, tanto las que concretamente han resultado 
dañadas en una determinada acción, como el grupo. Es doloroso contemplar la vida de 
los internos, pero lo es más contemplar los estragos muchas veces irreparables en lo 
material y en lo moral que el delito genera en una determinada persona, en una familia, 
en un país. Mucho se ha dicho que la “colectividad” tiene parte de culpa en cualquier 
acontecimiento criminal, pero la tesis de que ella obliga al perdón automático en un 
alarde suicida de solidaridad, no es digna de considerarse. El término “colectividad” 
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es sumamente vago y las condiciones sociales injustas que generan al criminal no 
son creadas por la mayoría, sino por la minoría. A la larga la mayoría resultaría 
doblemente víctima, como clase explotada y como ofendida, en sus miembros, por el 
acto concreto delictuoso. 


El problema de la prisión exige una observación bilateral, desde dentro y desde 
fuera de la prisión. Es necesario primero mejorar la sociedad. 


Por ahora el pronóstico tiene que ser pesimista, nunca el hombre ha sido tan 
perseguido y vejado fuera de las cárceles. Nunca ha habido tantas simulaciones. 
Se suprime de los códigos la pena de muerte, las de infamia, las trascendentes, los 
tormentos, pero nunca antes se ha matado tanto sin defensa y sin juicio; nunca 
antes se ha torturado tanto ni se ha despojado tanto a la persona de sus cosas y 
de sus derechos fundamentales y nunca antes ha habido tanta trascendencia en las 
represiones. Faltarían cárceles para castigar a los responsables de tanta iniquidad. 
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De la nueva condena al estado mexicano, por el nefasto 
arraigo y la ilegal prisión preventiva oficiosa 


José Carlos Guerra Aguilera 


“Pero cuando un Estado ha ratificado (...) la Convención Americana, sus 

Jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que 
les obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no Se 
vean mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fín, y que desde 
un inicio carecen de efectos jurídicos.” 


arte del párrafo 124 de la sentencia del Caso Almonacid Arellano vs Chile. 


1.- En el año de 1981, México, país soberano, en el período de José López 

Portillo, se adhirió a la convención americana sobre derechos humanos. Este 
es un tribunal internacional cuya sede está en San José, Costa Rica. Al hacerlo, 
sus sentencias condenatorias obligan al estado mexicano a acatarlas. muchos países 
del continente americano reconocen ello al haberse sometido a esa jurisdicción 
internacional. Los Estados Unidos de Norteamérica no están vinculados. 
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2.- En el año 2001, Chile recibió una sentencia muy especial, ya que la 
aludida convención americana sobre derechos humanos, la condenó a modificar su 
constitución, en lo que se llamó el caso Olmedo Bustos y otros contra Chile, por 
“La última tentación de Cristo”, que es una película de producción estadounidense- 
canadiense, dirigida por Martin Scorsese y escrita por Paul Schrader. 


3.- Son varios los casos que ha conocido la corte interamericana de derechos 
humanos de San José, Costa Rica, contra México. Quizás los más notables son: 


3.1.- El caso Castañeda Gutman vs. México. El caso se refirió a la 
responsabilidad internacional del estado mexicano, por la inexistencia de un recurso 
adecuado y efectivo, en relación con el impedimento de Jorge Castañeda Gutman, 
para inscribir su candidatura independiente a la presidencia de México.' 


3.2.- El caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México.? El caso 
se refirió a la responsabilidad del Estado Mexicano, por la falta de diligencia en su 
actuar, y la desaparición de tres personas del sexo femenino. En realidad, fueron más 
de tres mujeres, las llamadas “Muertas de Juárez”, precisamente en Ciudad Juárez en 
el estado de Chihuahua, pero el caso se llevó por familiares de sólo tres mujeres. En el 
párrafo 295 de la sentencia, es notable lo siguiente: 


1 Corte Interamericana de Derechos Humanos: Ficha Técnica: Castañeda 
Gutman Vs. México. Recurso digital disponible en https://www.corteidh.or.cr/cf/ 
jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nld_Ficha=298 consultado el 9 de marzo de 
2023. 


2 Corte Interamericana de Derechos Humanos: Ficha técnica: González y otras 
(Campo Algodonero”) Vs. México. Recurso digital disponible en https://www. 
corteidh.or.cr/cf/Jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nld_Ficha=3478lang 
consultado el 9 de marzo de 2023 
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“(...) El Tribunal analizará la controversia entre las partes sobre alegadas 
irregularidades relacionadas con 1) la custodia de la escena del crimen, 
recolección y manejo de evidencias, elaboración de las autopsias y en 
la identificación y entrega de los restos de las víctimas; 2) actuación 
seguida contra presuntos responsables y legada de fabricación culpables; 
3) demora injustificada e inexistencia de avances sustanciales en las 
investigaciones; 4) fragmentación de las investigaciones; 5) falta de 
sanción a los funcionarios públicos involucrados con irregularidades, y 
6) negación de acceso al expediente y demoras o negación de copias 
del mismo. (...)” 


La indebida parálisis, y la lenta inercia de los agentes del ministerio público, la 
falta de sensibilidad, y la abulia burocrática, común, aun hoy. 


3.3.- El famoso —y poco conocido— caso Rosendo Radilla Pacheco vs. México. 
Hay este texto elocuente que copio: 


“(...) Rosendo Radilla Pacheco nació el 1 de marzo de 1914 en Las 
Clavellinas, un pequeño rancho a tres kilómetros de Atoyac de Álvarez, 
Guerrero. Cuando tenía 28 años se casó con Victoria Martínez Neri, 
con quien tuvo once hijas y un hijo. Fue campesino, pero sobre todo fue 
un líder social ejemplar. Gran parte de su vida la dedicó al cafetal, al 
cultivo y venta del café cereza. Hombre de congruencia con cada acto 
apuntaló ideales y acciones solidarias. Cantautor, sus corridos —sobre 
la realidad de México, Lucio Cabañas, Genaro Vázquez o el Partido 
de los Pobres, entre más— comenzaron a pasar de boca en boca, de 
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guitarrero a guitarrero, de casa en casa: las personas encontraban en 
su palabra hecha canto y ritmo ecos de su realidad, motivos para su 
luchar, su organizarse para la defensa de sus derechos humanos. 


A Rosendo, el cantar la cabal memoria histórica, los abusos, la 
indignación ante la injusticia, y las condiciones de su pueblo lo llevó 
a la presidencia municipal de Atoyac, ocupó esa función entre 1955 
y 1956. Durante su gestión construyó los primeros cuatro puestos 
del mercado municipal, adquirió el primer recolector de basura e 
irónicamente construyó el primer cuartel militar en Atoyac. Cuentan 
que ha sido el único presidente municipal que ha salido más pobre de 
cómo entró, pues en muchas ocasiones tuvo que poner de su dinero 
para terminar las obras que se había propuesto. También participó en 
la organización del Congreso Campesino en Atoyac, con la Liga Agraria 
del Sur “Emiliano Zapata”, promoviendo la autonomía colectiva y 
cuestionando la tenencia y repartición de la tierra. 


Sus acciones y cuestionamientos lo colocaron en la mira del Gobierno, 
y el 25 de agosto de 1974 fue desaparecido por los militares. Eran 
los tiempos de la Guerra Sucia. Rosendo viajaba en autobús con su 
hijo, desde Chilpancingo hacia Atoyac. Entre Cacalutla y Alcholoa, un 
retén militar de la Secretaría de la Defensa Nacional (SEDENA) detuvo 
al camión. Uno de los militares lo reconoció y no le permitió continuar su 
viaje. Cuando Rosendo les preguntó de qué se le acusaba, los militares 
le respondieron “De componer corridos a Lucio Cabañas”. Se lo llevaron 
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preso al ex Cuartel Militar de Atoyac de Álvarez... donde fue visto por 
última vez. Víctima de desaparición forzada, nada se sabe aún de su 
paradero (...).”* 


3.3.1.- Cuando lo detuvieron cerca de un campo militar, le expresó a su pequeño 
hijo, que les dijera a sus hermanas dónde estaba. Sus hijas peregrinaron para tratar de 
encontrarlo, y por supuesto, las autoridades callaron. Por fortuna, sus hijas pudieron 
acudieron a la corte de Costa Rica, la que dictó la sentencia del caso “Radilla Pacheco 
vs. México”* por la responsabilidad del estado mexicano, por la desaparición forzada 
de Rosendo Radilla Pacheco por parte de las fuerzas armadas mexicanas, así como 
por la falta de investigación y sanción de los responsables. 


3.3.2.- Por ser parte del Estado, la suprema corte de justicia de México, 
ejemplarmente, históricamente, creó el expediente “Varios 912/2010”*, cuando era 
presidente de dicho tribunal el ministro Juan N. Silva, en donde estableció las medidas 
a adoptar por el poder judicial federal de México, para el debido cumplimiento de 


3 Comisión nacional de derechos humanos: Rosendo Radilla Pacheco- 
Desaparición forzada. Recurso digital disponible en https://www.cndh.org.mx/ 
noticia/rosendo-radilla-pacheco-desaparicion-forzada consultado el 9 de marzo 
de 2023. 


4 Comisión nacional de derechos humanos: Rosendo Radilla Pacheco- 
Desaparición forzada. Recurso digital disponible en https://www.cndh.org.mx/ 
noticia/rosendo-radilla-pacheco-desaparicion-forzada consultado el 9 de marzo 
de 2023. 


5 Suprema Corte de Justicia de la Nación: Seguimiento de Asuntos Resueltos 
por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Varios 912/2010. 
“Caso Rosendo Radilla Pacheco”. Recurso digital disponible en https://www2. 
scin.gob.mx/AsuntosRelevantes/pagina/SeguimientoAsuntosRelevantesPub. 
aspx?ID=1215898.SeguimientolD=225 consultado el 9 de marzo de 2023. 
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la sentencia contra el estado mexicano, que posteriormente fue justipreciada muy 
positivamente por la corte interamericana, señalándola como de gran trascendencia 
para la región, y como un buen precedente para otras resoluciones. 


3.3.3.- Varios tratadistas abordaron el tema, y me llama poderosamente 
la atención lo escrito por Javier Dondé, en su ensayo “Comentarios al expediente 
912/2010”, en donde resalto el epigrate de este trabajo: 


“(...) Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional 
como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato 
del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar 
porque los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean 
mermados por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, que 
desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder 
Judicial debe ejercer un “control de convencionalidad” ex officio entre 
las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el 
marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales 
correspondientes. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta 
no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo 
ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana. 
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Este párrafo -así lo refirió- fue determinante para entender la importancia 
del expediente Varios porque provocó que el entonces presidente de la 
SCJN se preguntara cuál era el alcance de la sentencia del tribunal 
regional con relación al Poder Judicial de la Federación (...).”* 


3.3.4.- Es decir, la corte mexicana, empezó a utilizar el, ahora famoso, párrafo 
que hace nacer el control de la convencionalidad, que se atribuye a Don Sergio Garcia 
Ramírez, en la sentencia del caso Almonacid Arellano vs. Chile. Ver Cuadernillo de la 
Corte de Costa Rica al respecto.” 


3.4.- Y el caso Digna Ochoa y familiares contra México.* Por sentencia de 
25 de noviembre de 2021, en el tristemente célebre caso “Digna Ochoa y familiares 
vs. México”, la corte interamericana de derechos humanos, con sede en Costa Rica, 
ordenó entre otras cosas, que: 


6 Cfr. Dondé, Javier: Comentarios al expediente Varios 912/2010, en Salazar 
Ugarte, Pedro, Niembro Ortega, Roberto y Alonso Beltrán, Carlos Ernesto: Diez 
sentencias emblemáticas de la suprema corte. Universidad Nacional Autónoma 
de México. Instituto de Investigaciones Jurídicas. México, 2019. pp. 52-53. 
Recurso digital disponible en https://archivos.juridicas. unam.mx/www/bjv/ 
libros/12/5539/5.pdf consultado el 9 de marzo de 2023. 


7 Vid. in extenso Corte Interamericana de Derechos Humanos: Cuademillo de 
Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos No. 7: Control 
de Convencionalidad. Corte Interamericana de Derechos Humanos. San José, 
Costa Rica. 2021. Recurso digital disponible en https: //www.corteidh.or.cr/sitios/ 
libros/todos/docs/cuadernillo7_2021.paf. 


8 Vid in extenso Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso Digna Ochoa 
y familiares vs. México. Sentencia de 25 de noviembre de 2021. Recurso digital 
disponible en https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_447_esp. 
pdf. 
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e El estado mexicano, deberá, en un plazo razonable, promover y continuar 
las investigaciones que sean necesarias para determinar las circunstancias 
de la muerte de la señora Digna Ochoa y Plácido, y en su caso juzgar, y 
eventualmente sancionar, a la persona o personas responsables de su muerte, 
en los términos del párrafo 159 de la sentencia. 

e El estado mexicano, realizará un acto público de reconocimiento de 
responsabilidad internacional, en los términos del párrafo 170 de la Sentencia. 
e El estado mexicano creará un reconocimiento en materia de defensa de 
derechos humanos, que llevará el nombre “Digna Ochoa y Plácido”, en los 
términos del párrafo 177.1 de la Sentencia. 

e El estado mexicano, diseñará e implementará una campaña para reconocer 
la labor de los defensores de derechos humanos, en los términos del párrafo 
177.2 de la Sentencia. 

e El estado mexicano, elaborará un plan de fortalecimiento calendarizado del 
“Mecanismo de Protección para Personas Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas”, en los términos del párrafo 177.4 de la Sentencia. 

e El estado creará e implementará un “Mecanismo de Protección de Testigos 
que intervengan en el Procedimiento Penal”, en los términos del párrafo 177.5 
de la sentencia. 

e El estado mexicano, elaborará, presentará e impulsará una iniciativa de 
reforma constitucional, para dotar de autonomía e independencia a los 
Servicios Periciales, en los términos del párrafo 177.6 de la sentencia. 

e El estado mexicano, elaborará, presentará e impulsará una iniciativa de 
reforma a la “Ley Federal Para la Protección a Personas que intervienen 
en el Procedimiento Penal” para que “incluya los parámetros y estándares 
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internacionales sobre la materia para la creación y operación efectiva de un 
Mecanismo de Protección a Testigos”, en los términos del párrato 177.7 de 
la sentencia. 

e El estado mexicano, creará e implementará a nivel federal, un protocolo 
específico y especializado, para la investigación de ataques contra los 
defensores de derechos humanos, en los términos del párrafo 178 de la 
sentencia. 

e El Estado mexicano, dentro del plazo de un año contado a partir de la 
notificación de la sentencia, rendirá al tribunal un informe sobre las medidas 
adoptadas para cumplir con la misma. 


3.4.1.- *(...) El caso de Digna es emblemático por varias razones, no sólo 
porque su crimen fue cometido contra una defensora y mujer, sino por el papel de las 
autoridades. Tenemos una investigación plagada de estereotipos de género, que no es 
objetiva, es una “sobre investigación” de 40 mil hojas no útiles que hizo la procuraduría 
para fortalecer un perfil de Digna (...).”* Ello lo refirió Karla Michel Salas, abogada 
defensora en el caso de Digna Ochoa y Placido. 


3.4.2.- La abogada Digna Ochoa y Plácido, fue encontrada sin vida en su 
despacho ubicado en colonia Roma, el 19 de octubre de 2001 por la tarde, en la 
ahora ciudad de México. Digna Ochoa fue una sobresaliente abogada defensora 
de los derechos humanos, galardonada con numerosos premios internacionales en 
reconocimiento por su trabajo. Durante varios años, trabajó en casos en los que 


9 El financiero: Digna Ochoa: A 21 años del asesinato de la abogada y defensora 
de derechos humanos, recurso digital disponible en https://www. elfinanciero. 
com.mx/nacional/2022/10/19/digna-ochoa-a-21-anos-del-asesinato-de-la- 
abogada-y-defensora-de-derechos-humanos/ consultado el 9 de marzo de 2023 
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funcionarios públicos, entre ellos, miembros de la procuraduría general del D.F. y 
de las fuerzas armadas, estaban involucrados en graves violaciones de derechos 
humanos. 


3.4.3.- Después de casi dos años, la Corte interamericana de derechos 
humanos, dio por concluidas las medidas provisionales otorgadas a Digna Ochoa y 
demás integrantes del Centro PRODH. ”(...) El papel de las autoridades del entonces 
Distrito Federal, se dice que fue una investigación plagada de estereotipos de género, 
una “investigación” de 40 mil hojas no útiles (...)”, según su defensora. 


4..- El Estado Mexicano debe verificar reformas legales necesarísimas. Á veces, 
esas muertes y esos casos dan fruto: el caso Rosendo Radilla Pacheco es un ejemplo. 
Otros casos graves como este, se archivan a pesar de la vergiienza internacional por 
desacato. 


5.- Para el suscrito, el precedente más memorable, es el caso Almonacid 
Arellano vs Chile. Pero de muy particular importancia, también es que tres jueces 
mexicanos; el Doctor Héctor Fix-Zamudio, el Doctor Sergio García Ramírez, y el 
Doctor Eduardo Ferrer Mac-Gregor, han sido los tres, presidentes de la Corte de San 
Jose, Costa Rica. ¡Como hubiera deseado que los dos últimos fueren sido ministros 
de la Corte Mexicana! 


6.- Pues hace poco la Corte de San José, Costa Rica, resolvió el caso 
“Tzompaxtle Tecpile y otros vs. México”, donde se estableció que 


“(...) El presente caso se refiere a la detención ilegal y arbitraria en enero 
de 2006 de Jorge Marcial Tzompaxtle Tecpile, Gerardo Tzompaxtle 
Tecpile y Gustavo Robles López por parte de agentes policiales en una 
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carretera entre las ciudades de Veracruz y Ciudad de México, así como 
la aplicación de la figura del arraigo y la falta de garantías judiciales en 
el proceso penal que se siguió en su contra. En su Informe de Fondo la 
Comisión concluyó que las víctimas fueron retenidas y requisadas por 
agentes policiales sin orden judicial y que tampoco se evidenció que fuera 
posible percibir una situación de flagrancia. Asimismo, consideró que la 
retención resultó ilegal y arbitraria. Agregó que la posterior requisa del 
vehículo constituyó una afectación al derecho a la vida privada, así 
como que las víctimas no fueron informadas sobre las razones de su 
detención ni que fueron llevadas sin demora ante una autoridad judicial. 
Por otra parte, analizó la figura del arraigo y su aplicación al presente 
caso, estableciendo que la aplicación de la figura del arraigo constituyó 
una medida de carácter punitivo y no cautelar, señalando que la dicha 
figura resulta contraria a la Convención Americana y, en el presente 
caso, constituyó una detención arbitraria. Finalmente, consideró que el 
Estado violó el derecho a la notificación previa y detallada de los cargos 
a la defensa técnica en los primeros días posteriores a la detención, 
puesto que durante ese tiempo tuvieron lugar diligencias relevantes en 
donde se recabo prueba en su contra y se dispuso de su arraigo (...).”*% 


7.- Conocimos por los medios periodísticos, el año pasado, que Daniel García, 
de 56 años y Reyes Alpizar, de 54, pisaron la prisión, y jamás imaginaron que pasarían 
casi veinte años encerrados, ya que estuvieron 17 años con el castigo preventivo, 


10 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso Tzompaxtle Tecpile y 
otros vs. México. Información del caso. Recurso digital disponible en https:// 
www.corteidh.or.cr/docs/tramite/tzompaxtle_tecpile_y_otros.pdf. 


41 


Iva 


mio t 


Isi0on preven 


Pr 


Iva 


» t 


Isi0n preven 


Pr 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


llamado jurídicamente prisión preventiva. Ambos, recluidos por el probable homicidio 
de la regidora María de los Ángeles Tamés, ocurrido en el año de 2001. Ya fueron 
liberados, en agosto de 2019.*' 


7.1.- Es posible la condena a México por su prisión preventiva. Y leo y copio el 
ensayo de Simón Hernández León, abogado de los citados. 


*(...) México está en la antesala de una condena internacional con 
implicaciones estructurales para el sistema de justicia penal y el 
derecho constitucional. El caso de Daniel García y Reyes Alpizar, 
quienes permanecieron 17 años y medio en prisión preventiva sin una 
sentencia, será analizado en la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos el 26 de agosto y es altamente probable que se ordene 
eliminar de la Constitución la prisión preventiva de carácter oficioso, 
para que subsista únicamente en una modalidad justificada. 


El caso revela las peores prácticas de las instituciones de investigación 
del delito: detenciones arbitrarias, tortura, fabricación de pruebas, 
sustracción de evidencia, el uso de arraigo y del aparato de Estado, 
incluyendo a la policía, fiscales y jueces para favorecer los intereses 
de los actores políticos sobre el legítimo reclamo de verdad y justicia. 


De todo esto, lo que llama la atención de la Corte Interamericana 
es que México —un país supuestamente democrático-, mantenga 
figuras consideradas violatorias de derechos humanos como la prisión 


11 Ver en revista Lex del mes de agosto de 2022, ensayo de mi autoría Del 
vergonzoso castigo preventivo, la medida cautelar de la prisión preventiva, 
pagina 35 y siguientes. 
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preventiva oficiosa y el arraigo. Detener sin elementos para intentar 
conseguir pruebas y posteriormente solicitar una investigación o ser 
detenido únicamente bajo el criterio del delito sin ninguna alternativa 
a la prisión, nulificando la presunción de inocencia y el control judicial 
sobre el riesgo para la víctima, las pruebas o el desarrollo del juicio, 
constituyen prácticas profundamente autoritarias. 


Resulta más grave que estas figuras fueron constitucionalizadas 
para garantizar su aplicación y brindarles eficacia jurídica. Cuando 
en 2005 la Suprema Corte señaló que el arraigo local carecía de base 
constitucional, indirectamente generó un efecto pedagógico perverso 
para los poderes públicos: en 2008 el arraigo y la prisión preventiva 
oficiosa se constitucionalizaron y en 2019 se amplió el catálogo de 
delitos en la Constitución. 


Los tres Poderes de la Unión son responsables de esta condena 
inminente: El Legislativo por constitucionalizar la prisión preventiva 
oficiosa y ampliarla en 2019 —en contra de los llamados de Naciones 
Unidas a través de varios órganos de tratado, el Alto Comisionado de 
Derechos Humanos y la Comisión Interamericana—, administraciones 
federales de distintos partidos que desde el Ejecutivo han impulsado un 
política de populismo punitivo y la propia Suprema Corte de Justicia de 
la Nación que estableció que las restricciones constitucionales expresas 
de derechos prevalecen sobre los tratados internacionales (...).”?? 
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12 Hernández León, Simón: Prisión preventiva oficiosa: La condena internacional 
inevitable, en “El Universal” 20 de agosto de 2022. Recurso digital disponible 
en  https://www. — eluniversal.com.mx/opinion/simon-hernandez-leon/prision- 
preventiva-oficiosa-la-condena-internacional-inevitable consultado el 9 de 
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7.2.- Realmente, es vergonzoso que el sumiso poder legislativo federal, 
obedezca iniciativas contra los derechos humanos, y legisle, aparentemente 
“constitucionalizando”, el arraigo y la inconvencional prisión preventiva. Es necesaria 
la anulación del artículo 167 del código nacional de procedimientos penales, que prevé 
un catálogo de 45 delitos que también ameritan prisión preventiva. 


7.3.- El segundo párrafo del artículo 165 del código nacional de procedimientos 
penales establecía: 


“(...) La prisión preventiva no podrá exceder de un año, salvo que su 
prolongación se deba al ejercicio del derecho de defensa del imputado. 
Si cumplido este término no se ha dictado sentencia, el imputado será 
puesto en libertad de inmediato mientras se sigue el proceso, sin que 
ello obste para imponer otras medidas cautelares (...).” 


7.4.- Ahora establece: 


“(...) La prisión preventiva no podrá exceder del tiempo que como 
máximo de pena fije la ley al delito que motivare el proceso y en ningún 
caso será superior a dos años, salvo que su prolongación se deba al 
ejercicio del derecho de defensa del imputado. Si cumplido este término 
no se ha pronunciado sentencia, el imputado será puesto en libertad de 
inmediato mientras se sigue el proceso, sin que ello obste para imponer 
otras medidas cautelares (...).” 


7.5.- El artículo 112, fracción X, del código nacional de procedimientos penales, 
establece -y no se cumple- como derecho del inculpado: 


marzo de 2023 
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“(...) A ser juzgado en audiencia por un Tribunal de enjuiciamiento, antes 
de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxima no exceda 
de dos años de prisión, y antes de un año si la pena excediere de ese 
tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa (...).” 


8.- Evidentemente, eso no liberaría la muy probable condena internacional, 
prevista para resolverse este viernes 26 de agosto, en el caso “Daniel García Rodríguez 
y otro contra México”, en donde la Corte de San Jose Costa Rica, informa: 


“(...) El caso se relaciona con la responsabilidad internacional de México 
por las torturas, violaciones al debido proceso y a la libertad personal 
en contra de Daniel García Rodríguez y Reyes Alpizar Ortíz, quienes 
permanecieron detenidos en prisión preventiva por más de 17 años. En su 
Informe de Fondo la Comisión observó que las víctimas fueron detenidas 
sin que se les presentara una orden judicial expedida con anterioridad a 
su detención y sin cumplir con las condiciones establecidas en el Código 
de Procedimientos Penales. Al respecto, la Comisión concluyó que los 
señores Daniel García y Reyes Alpizar solo conocieron formalmente las 
razones de la detención y los cargos formulados cuando fueron puestos 
a disposición de un juez, 45 y 34 días luego de su privación de libertad, 
lapso que estuvieron detenidos bajo arraigo. En el presente caso, la 
Comisión estableció que la aplicación de la figura del arraigo constituyó 
una medida de carácter punitivo y no cautelar, y por lo tanto una 
privación de la libertad arbitraria y violatoria del principio de presunción 
de inocencia. Asimismo, concluyó que la prisión preventiva posterior 
al arraigo, la cual se extendió por diecisiete años, resultó arbitraria. 
Concluyó, además, que se violó el derecho de defensa dado que, entre 
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otros, las víctimas en el proceso penal no lograron presentar las pruebas 
de descargo ofrecidas como esenciales y el juez de la causa no tomó 
medidas para asegurar el envío de información (...).”* 


9.- Por otra parte, sería una ocasión magnifica, para que el poder judicial 
estableciera que los derechos humanos sí se respetan en México. La corte mexicana 
crecería en su prestigio, hoy por algunos, dubitado. Necesitamos que la corte nacional 
crezca. Necesitamos, como escribiera el jurista Diego Valadez Ríos, a la corte de 
justicia más que nunca; Necesitamos, en el camino de las libertades, ir cuesta arriba 
siempre, sin freno, no hacia atrás.** 


10.- Es interesante lo escrito sobre el tema por Arturo Zaldívar, ministro de la 
corte mexicana en el periódico Milenio, el 2 de agosto de 2022. 


“(....) El arraigo y la prisión preventiva oficiosa son medidas que, aunque 
están previstas en nuestra Constitución, resultan indudablemente 
contrarias a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues 


13 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso García Rodríguez y 
otros vs. México. Información del caso. Recurso digital disponible en https:// 
www.corteidh.or.cr/docs/tramite/garcia_rodriguez_y_otro.pdf consultado el 9 de 
marzo de 2023. 


14 Chorny, Vladimir: Una amenaza y otra defensa a los derechos humanos, en 
Animal Político. 10 de enero de 2013. Recurso digital disponible en https://www. 
animalpolitico.com/blog-invitado/una-amenaza-y-otra-defensa-a-los-derechos- 
humanos/ consultado el 22 de mayo de 2021. 
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restringen desproporcionadamente la libertad personal sin que exista 
una sentencia condenatoria y desconocen la presunción de inocencia 


haora 
11.- Don Sergio García Ramírez indica al respecto: 


“(...) Hace unos días, la Corte Interamericana acaba de resolver que el 
arraigo y la preventiva oficiosa violan derechos humanos. Esta decisión 
se tomó dentro de una línea bien conocida de la jurisprudencia de aquel 
tribunal (por eso digo que fue una condena esperada). México está 
obligado a cumplir la sentencia, que es inapelable. Pero el cumplimiento 
implica reformas constitucionales, legales e institucionales de gran 
fondo. En otros casos, diferentes países también condenados por la 
Corte a raíz de distintas violaciones, han reformado sus leyes, incluso 
preceptos constitucionales. 


La resistencia de algunos opinantes frente a las decisiones de la 
Corte Interamericana deriva probablemente (quiero entenderlo así) de 
que ignoran cómo se creó la Corte (con participación de México), qué 
competencia se le confirió (con aprobación de México) y cómo se ha 
sostenido el carácter vinculante de sus sentencias (con apoyo en la 
jurisprudencia de México) (...).”** 


15 Zaldívar, Arturo: Arraigo y prisión preventiva oficiosa son inconvencionales, en 
Milenio. 2 de agosto de 2022. Recurso digital disponible en: https://www.milenio. 
com/opinion/arturo-zaldivar/los-derechos-hoy/arraigo-y-prision-preventiva- 
oficiosa-son-inconvencionales consultado el 9 de marzo de 2023. 


16 García Ramírez, Sergio: Una condena anunciada (y merecida), en El Universal. 
11 de febrero de 2023. Recurso digital disponible en https://www.eluniversal. 
com.mx/opinion/sergio-garcia-ramirez/una-condena-anunciada-y-merecida 
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12.- Es importante conocer parte de la sentencia: 


“(...) Sobre la figura del arraigo. Con respecto a esta figura, la Corte indicó 
que por tratarse de una medida restrictiva a la libertad de naturaleza pre- 
procesal con fines investigativos, resultaba contraria al contenido de la 
Convención, en particular vulneraba per se los derechos a la libertad 
personal y la presunción de inocencia de la persona arraigada. Sobre 
el artículo 12 de la Ley Federal contra la Delincuencia de 1996 así 
como en el artículo 133 bis al Código Federal Procesal Penal de 1999 
indicó que: a) no permitían que la persona arraigada fuera oída por una 
autoridad judicial antes de que fuese decretada la medida; b) restringían 
la libertad de una persona sin contar con elementos suficientes para 
vincularla formalmente a un delito concreto; c) no se referían a los 
supuestos materiales que se debían cumplir para aplicar esa medida; d) 
establecían una finalidad para la medida restrictiva a la libertad que no 
resultaba compatible con las finalidades legítimas para la restricción a 
la libertad personal, y e) afectaban el derecho a no declarar contra sí 
mismo de la persona arraigada. En ese sentido, la concluyó que el Estado 
vulneró su obligación de adoptar disposiciones de derecho interno 
contenida en el artículo 2 de la Convención Americana en relación con 
el derecho a no ser privado de la libertad arbitrariamente (art. 7.3), al 
control judicial de la privación de la libertad y la razonabilidad del plazo 
de la prisión preventiva (art. 7.5), a ser oído (art. 8.1), a la presunción 


consultado el 9 de marzo de 2023 
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de inocencia (art. 8.2) y a no declarar contra sí mismo (art.8.2.g), en 
perjuicio de Jorge Marcial y Gerardo Tzompaxtle Tecpile, y Gustavo 
Robles López. 


Sobre la prisión preventiva. La Corte encontró que el artículo 161 del 
Código Federal Procesal Penal de 1999, el cual establece la prisión 
preventiva, y que fue aplicado en el caso, no hace referencia a las 
finalidades de la prisión preventiva, ni a los peligros procesales que 
buscaría precaver, ni tampoco a la exigencia de hacer un análisis de la 
necesidad de la medida frente a otras menos lesivas para los derechos 
de la persona procesada, como lo serían las medidas alternativas 
a la privación a la libertad. Además, el referido artículo establece 
preceptivamente la aplicación de la prisión preventiva para los delitos 
que revisten cierta gravedad una vez establecidos los presupuestos 
materiales, sin que se lleva a cabo un análisis de la necesidad de la 
cautela frente a las circunstancias particulares del caso. En esa 
medida, la Corte concluye que el Estado vulneró su obligación de 
adoptar disposiciones de derecho interno contenida en el artículo 2 de 
la Convención en relación con los derechos el derecho a no ser privado 
de la libertad arbitrariamente (art. 7.3), al control judicial de la privación 
de la libertad (art. 7.5), y a la presunción de inocencia (art. 8.2) en 
perjuicio de las víctimas (...).” 
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jueces mexicanos, la condena? 
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14.- Siempre hemos sostenido que el nefasto arraigo es inconstitucional; 
ahora, ésta sentencia considera que el arraigo y la prisión preventiva son contrarios a 
la convención americana sobre derechos humanos. La que en su artículo 1, indica con 
toda claridad conceptual: 


*(...) Parte | - Deberes de los estados y derechos protegidos. 
Capítulo |. Enumeración de deberes. 
Artículo 1. Obligación de respetar los derechos 


1.Los estados partes en esta convención se comprometen a respetar 
los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre 
y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin 
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. (...)" 


15.- Y el repetido párrafo 124 de la sentencia del caso Almonacid Arellano 
contra Chile, es también harto elocuente: 


“(...) La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están 
sujetos al imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las 
disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un 
Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención 
Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también 
están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las 
disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la aplicación 
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de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen 
de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer 
una especie de “control de convencionalidad” entre las normas jurídicas 
internas que aplican en los casos concretos y la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. En esta tarea, el Poder Judicial debe tener 
en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que 
del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la 
Convención Americana (...).” 


16.- Ojalá se cumpla la sentencia de condena a México, por todos los que 
están obligados. ¿Podría haber condenado la Corte de Costa Rica a México, para 
que modifique la Constitución en donde “constitucionaliza” el arraigo y la prisión 
preventiva? 
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5 días de contrarréplica 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


| derecho a la contrarréplica, se encuentra reconocido en el artículo 873-c de la 
ley federal del trabajo. En el referido numeral se concede un plazo al demandado 
de 5 cinco días hábiles para su ejercicio. 


Este derecho, tal y como se refirió previamente, no se encontraba reconocido 
como tal previo a la reforma a la ley federal del trabajo del 1 uno de mayo de 2019 
dos mil diecinueve. 


Y aún y cuando ya se hicieron precisiones al respecto en los párrafos tocantes 
al derecho de réplica, resulta importante puntualizar que, en caso de que el demandado 
ofrezca pruebas en su escrito de contrarréplica, se concederá un plazo de 3 tres días 
al actor para que manifieste lo que a su interés convenga. 


La contrarréplica es un derecho que en la práctica no es muy común que 
sea ejercitado. No obstante, es importante que el secretario instructor al que le 
corresponda, certifique su ejercicio u omisión dentro del plazo concedido y, de ser al 
caso, al concluir la tramitación escrita e instrucción del asunto, fijar fecha y hora para 
la celebración de la audiencia preliminar. 
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5 días de emplazamiento 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


| legislador, en una lucha por combatir el rezago de asuntos, así como los largos 

juicios que se daban en material laboral, adicionó a la ley federal del trabajo, 

entre diversos artículos, el numeral 873-a, en el cual se estableció que se 
concede un plazo de 5 cinco días posteriores al auto admisorio, para emplazar al 
demandado. 


Este plazo pretende cristalizar uno de los principios contenidos en el artículo 
685 de la ley federal del trabajo, consistente en la celeridad. 


En ese sentido, cabe señalar que previo al decreto publicado en el diario oficial 
de la federación el 1 uno de marzo de 2019 dos mil diecinueve,' únicamente se 
encontraba contemplado el numeral 873, en el cual se establecía, cuando menos en la 


1 Secretaría de Gobernación: Diario Oficial de la Federación. DECRETO por el 
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal 
del Trabajo, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, de la Ley 
Federal de la Defensoría Pública, de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de 
la Vivienda para los Trabajadores y de la Ley del Seguro Social, en materia de 
Justicia Laboral, Libertad Sindical y Negociación Colectiva, disponible en https:// 
www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=55591308fecha=01/05/2019%gsc. 
tab=0 


59 


Proceso laboral 


Proceso laboral 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


norma, un término similar al de los actuales numerales respecto de la “notificación” al 
demandado? se hace la aclaración que la ley no denominaba como emplazamiento a la 
notificación de la demanda que se hacía al patrón. 


Por su parte, la suprema corte de justicia de la nación, si bien no ha tenido 
un pronunciamiento particular respecto de los días que median o puedan mediar 
entre las prácticas de los emplazamientos laborales, sí ha fijado criterios respecto a 
dilaciones genéricas, haciendo alusión a un “plazo razonable” que no se traduzca en 
una auténtica paralización al procedimiento, y fije un estándar mínimo objetivo que 
dote de seguridad jurídica a las partes.? 


Tal “plazo razonable”, debe entenderse como el tiempo ligeramente superior al 
de la práctica de la ejecución de la sentencia o bien, aplicándolo por mayoría de razón 
al emplazamiento en un juicio laboral. 


2 Artículo 873. La Junta, dentro de las veinticuatro horas siguientes, contadas a 
partir del momento en que reciba el escrito de demanda, dictará acuerdo, en 
el que señalará día y hora para la celebración de la audiencia de conciliación, 
demanda y excepciones, que deberá efectuarse dentro de los quince días 
siguientes a aquél en que se haya recibido el escrito de demanda. Dicho 
acuerdo se notificará personalmente a las partes, con diez días de anticipación 
a la audiencia cuando menos, entregando al demandado copia cotejada de la 
demanda y del acuerdo admisorio, apercibiéndolas de lo dispuesto en el artículo 
879 de esta Ley. 


3 Undécima Época. Jurisprudencia 2a./J. 12/2022 (11a.), con número de registro 
digital 2024318, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, visible en la de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 11, Marzo de 2022, Tomo lll, página 1927, de materia laboral, rubro 
“DILACIÓN EXCESIVA EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA EN 
MATERIALABORAL. PARADETERMINAR LA PROCEDENCIADE UNAMPARO 
INDIRECTO EN SU CONTRA, NO ES APLICABLE LA JURISPRUDENCIA 
2a./J. 33/2019 (10a.), EMITIDA POR LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN” 
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Ahora bien, en la práctica, existen en ocasiones situaciones que impiden o 
dificultan que los emplazamientos pueden llevarse a cabo dentro de los 5 cinco días 
que establece el artículo 873-a aludido. 


Tal es el caso cuando, por las distancias y recursos humanos con los que cuenta 
un tribunal, éste se debe auxiliar de algún otro órgano jurisdiccional para la práctica 
de los emplazamientos. En ese sentido, el tribunal laboral ya no dependerá únicamente 
de sí mismo, sino de los diversos órganos que lo auxilien para el cumplimento de sus 
funciones, lo que implica en muchas ocasiones, el retraso en la práctica de diligencias. 


Máxime que el emplazamiento al demandado debe ser en el domicilio o datos 
de ubicación proporcionados por la parte actora según lo dispuesto por la fracción !1l, 
del apartado a del artículo 872 de la ley federal del trabajo. 


De ahí que, dada la imposibilidad material de los tribunales laborales para 
emplazar a todos quienes obren como parte de demandas en los juicios de su 
conocimiento, por conducto de los actuarios adscritos a su propio órgano debiendo 
auxiliarse de distintos órganos, los emplazamientos puedan dilatarse a más de los 5 
cinco días establecido en la ya citado artículo. 
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8 días de réplica 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


a réplica es un derecho que tiene la parte actora para realizar manifestaciones y 

planteamientos relacionados con la contestación de la demanda, así como para 

objetar las pruebas ofrecidas por el demandado y, en su caso, ofrecer pruebas 
relacionadas con las manifestaciones o bien respecto de las objeciones de prueba 
planteadas. 


Este derecho se encuentra reconocido en el artículo 873-b de la ley federal del 
trabajo, el cual prevé un plazo de 8 ocho días hábiles? una vez contestada la demanda, 
para ejercitarlo. 


Cabe señalar que, tratándose del supuesto en el cual el demandado haga 
ofrecimiento de trabajo, el citado artículo prevé que la réplica es el momento procesal 
oportuno para que el trabajador se pronuncie al respecto. 


1 De conformidad con la fracción V del Artículo 3o Ter de la Ley Federal del 
Trabajo. 
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En este sentido, resulta menester señalar que en el decreto publicado en el 
diario oficial de la federación el 1 uno de marzo de 2019 dos mil diecinueve las figuras 
tanto de la réplica como de la contrarréplica, se plasmaron por primera vez como un 
derecho real de manifestaciones y objeciones, para controvertir lo expuesto por el 
demandado en su contestación de demanda, y lo manifestado en la réplica. 


Ello, pues si bien, antes de la reforma a la ley federal del trabajo contenida en 
el citado decreto, existía el derecho de réplica y contrarréplica, tal derecho se limitaba 
a meros alegatos, donde incluso la propia ley las acotaba a que tales manifestaciones 
se plantearan “brevemente”? 


En este sentido, el derecho de réplica cobró mayor relevancia y sentido a raíz 
de la reforma, reconociendo un derecho real a la contención. 


Por su parte, la jurisprudencia no ha explorado el alcance de este nuevo 
derecho. No obstante, sí es factible que de forma analógica se apliquen los límites que 
estableció la suprema corte de justicia de la nación,* respecto a que tanto la réplica 
como la contrarréplica no pueden modificar la materia del juicio, sino únicamente acotar 


2 Artículo 878.- La etapa de demanda y excepciones, se desarrollará conforme a 


las normas siguientes: 


VI. Las partes podrán por una sola vez, replicar y contrarreplicar brevemente, 
asen-tándose en actas sus alegaciones si lo solicitaren; 


3 Quien en la Décima época, por conducto de su Segunda Sala, emitió la 
jurisprudencia laboral 2a./J. 69/2019 (10a.), con registro digital 2019924, 
visible del Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 66, Mayo de 
2019, Tomo ll, página 1488, de rubro “RÉPLICA Y CONTRARRÉPLICA EN EL 
PROCEDIMIENTO LABORAL. A TRAVÉS DE ESAS FIGURAS NO PUEDE 
VARIARSE EL CONTENIDO DE LA DEMANDA, SUS MODIFICACIONES O 
ADICIONES Y LA CONTESTACIÓN A ÉSTAS.” 
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la litis, pues, por su parte, la réplica se debe ceñir a lo plasmado en la contestación a la 
demanda, mientras que la contrarréplica se deberá ceñir a lo manifestado en el escrito 
de réplica, sin que puedan variar la contención del juicio. 


En la práctica, sí ha sido ejercido este derecho a mayor cabalidad, pues es 
recurrente que la parte actora objete realmente las pruebas ofrecidas por la parte 
demandada, ofreciendo en muchos casos, pruebas que sí se llegan a traducir en el 
desechamiento o la nula valoración de las pruebas ofrecidas en la contestación a la 
demanda. 


No obstante, también es habitual que el actor no ejerza su derecho de réplica, 
lo que acota las actuaciones para efecto de la fijación de la litis en el escrito de 
demanda y su contestación respectiva, puesto que en caso de no haber réplica, resulta 
ocioso conceder el plazo para la contrarréplica, pues esta segunda está encaminada 
únicamente a controvertir lo planteado en la réplica. 


65 


Proceso laboral 


Proceso laboral 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


66 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


10 días para programación de audiencia preliminar 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


ranscurridos los plazos a que se refieren los preceptos que prevén la réplica, 

contrarréplica y vista respecto de las pruebas ofrecidas vía contrarréplica, el 

tribunal debe citar a las partes para la celebración a audiencia preliminar, la 
cual se verificará dentro de los 10 días, pues así lo establece el último párrafo del 
artículo 873-c de la ley federal del trabajo. 


Cabe recordar que, de acuerdo al artículo 873-e.- la audiencia preliminar tiene 
por objeto: 


1. Depurar el procedimiento y resolver las excepciones dilatorias planteadas 
por las partes; 

2. Establecer los hechos no controvertidos; 

3. Admitir o desechar las pruebas ofrecidas por las partes, según sea el caso; 
4. Citar para audiencia de juicio; 

5. Resolver el recurso de reconsideración contra los actos u omisiones del 
secretario instructor. 


67 


Proceso laboral 


Proceso laboral 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


En ese tenor, también establece la ley federal del trabajo, en su artículo 873-f, 
que todas las partes deberán contar con asesoría jurídica, por lo que el tribunal les 
debe hacer de su conocimiento que es indispensable de que, si acuden en lo individual, 
cuenten con la asistencia que asegure su defensa. 


La jurisprudencia no ha aunado en el tema de la fijación de la fecha para la 
celebración de la audiencia preliminar, de ahí que por ahora el criterio generalizado 
haya sido la citación una vez que se encuentre debidamente integrado el juicio, 
sin embargo, ya integrado, sí se ha venido celebrando dentro de los 10 diez días 
establecidos en la ley. 


En la práctica, suele suceder que, aún y cuando hayan trascurrido los plazos 
concernientes a la réplica y contrarréplica, no sea posible citar para la celebración de 
la audiencia preliminar, ello toda vez que en ocasiones falta información necesaria 
para la integración de la etapa escrita de instrucción, como pueden ser, informes 
respecto de estados de cuenta de la administradora de fondos para el retiro,' o bien, 
que se encuentre el juicio en proceso de llamamiento a terceros interesados, que se 
hayan llamado con posterioridad a la admisión de la contestación de la demanda, 
en cuyo caso, será menester que se encuentre debidamente integrado por todas las 
partes, y que estas hayan tenido oportunidad de ejercer sus derechos de réplica y 
contrarréplica correspondientes, para estar en aptitud de fijar fecha y hora para la 
celebración de la audiencia preliminar. 


1 En los casos donde se demande su devolución aunado a prestaciones ordinarias. 
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15 días para la contestación/reconvención 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


egún lo dispuesto por la ley federal del trabajo, en su artículo 873-a, en el 

acto del emplazamiento; se informa al demandado que cuenta con un plazo de 

15 quince días siguientes a la fecha del emplazamiento para que este pueda 
válidamente contestar la demanda, ofrecer pruebas y objetar las presentadas por 
la parte contraria, si a su interés conviene pero, en caso de omitir dar contestación 
dentro del plazo referido, la consecuencia para el demandado es tener por admitidas 
las peticiones de la parte actora, salvo aquéllas que sean contrarias a lo dispuesto 
por la ley, así como por perdido su derecho a ofrecer pruebas y en su caso a formular 
reconvención. 


Se puntualiza que, se hizo referencia a que la contestación tenga validez, 
en virtud de que el mismo artículo apercibe a la parte demandada de que si omite 
contestar la demanda en el término referido, la consecuencia es que se tengan por 
admitidas las peticiones de la parte actora, salvo aquellas que sean contrarias a la 
ley, así como por perdido su derecho a ofrecer pruebas, a objetar las de la contraria. 
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También existe la posibilidad de que el demandado se allane? a la demanda y 
pretensiones del actor. 


En caso de que la demandada conteste la demanda deberá, como se refirió 
con antelación, ofrecer todas las pruebas con las que cuente el demandado. No se 
recibirán pruebas adicionales, a menos que: 


1. Se refieran a hechos relacionados con la contrarréplica (siempre que se trate de 
aquellos que el demandado no haya conocido al contestar la demanda). 

2. Las que se ofrezcan para sustentar objeciones. 

3. Objeción de testigos. 

4. Las que se refieren a hechos supervenientes.? 


1 “Acto procesal mediante el cual, el demandado admite expresamente la 
procedencia de la acción intentada en su contra, reconociendo los hechos y 
derecho en que se fundó la petición el actor.” 

“Artículo 774 Bis. En cualquier estado del procedimiento, las partes podrán, 
mediante la conciliación, celebrar un convenio que ponga fin al juicio; asimismo, 
el demandado podrá allanarse en todo o en parte a lo reclamado. En el primer 
supuesto, se dará por terminado el juicio; en el segundo, se continuará el 
procedimiento por lo pendiente.” 

“Artículo 873-A. 

lo) 

En caso de que el demandado se allane a la demanda el Tribunal citará a las 
partes a la audiencia de juicio, que tendrá verificativo en un plazo no mayor de 
diez días, en la que se dictará la sentencia respectiva.” 


2 Siendo aplicable la tesis aislada de la Quinta época, con registro digital 366013, 
emitida por la otrora Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
visible en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo CXXXII, página 234, de 
rubro “HECHOS SUPERVENIENTES, CONCEPTO DE.” 
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Cabe precisar que, dentro del escrito de contestación a la demanda, la parte 
demandada está obligada a señalar domicilio para oír y recibir notificaciones dentro 
del lugar de residencia del tribunal respectivo, puesto que en caso contrario, las 
posteriores notificaciones y aún las de carácter personal se le harán por boletín o 
estrados, según sea el caso. Lo anterior conforme a lo dispuesto por el artículo 739 
primer párrafo de la ley federal del trabajo. 


Asimismo, en el multicitado artículo 873-a, la ley federal del trabajo establece 
la figura de la reconvención, misma que se trata de un medio por el cual el demandado 
deduce en contra del actor una acción propia, misma que puede ser independiente o 
conexa con la principal que es materia de la demanda. 


En ese sentido, el octavo tribunal colegiado en materia civil del primer circuito? 
ha sostenido que la acción reconvencional es autónoma e independiente de la principal; 
es decir, tiene vida jurídica propia independiente a la acción. 


Bajo tal tenor, la reconvención tiene sus requisitos y procedimiento, pues se 
debe formular dentro del término para contestar demanda ya sea en el mismo escrito 
0 por separado. 


Formulada la reconvención, se da vista a la parte actora principal para 
que conteste en 15 quince días, en donde deberá ofrecer pruebas y objetar las 
de su contraria; sin embargo aquí la ley hizo una distinción a la omisión de no dar 


3 Emitió la tesis jurisprudencial de la Novena Época 1.80.C. J/23, con registro 
digital 171937 del octavo tribunal colegiado en materia civil del primer circuito 
visible en del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, 

Julio de 2007, página 2386, de rubro “RECONVENCIÓN. NATURALEZA DE 

LA” 
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contestación a la demanda, en virtud de que, las consecuencias de no dar contestación 
a la reconvención, es tener por contestada negando los hechos aducidos en la 
reconvención y por perdido el derecho para ofrecer pruebas. 


En la práctica, es poco usual que se presenten reconvenciones. Sin embargo, 
dado que se trata de un procedimiento “derivado” de uno previo, existe mayor facilidad 
respecto de los domicilios y emplazamientos, pues, salvo que en la demanda inicial se 
hayan señalado estrados o buzón electrónico como medio de notificación, el domicilio 
físico será uno dentro del lugar de residencia del órgano que se trate, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 739 de la ley federal del trabajo, lo que facilita los 
emplazamientos y diligencias que se deriven dentro del proceso. 
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20 días para verificación de audiencia de juicio 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


n la celebración de la audiencia preliminar, se deberá fijar fecha y hora para la 

celebración de la audiencia de juicio, misma que deberá tener verificativo dentro 

del plazo de 20 veinte días posteriores, pues así lo establece la fracción v del 
artículo 873-f de la ley federal del trabajo. 


Siguiendo tal tenor, la ley federal del trabajo ha establecido que, si se admiten 
pruebas que deban desahogarse fuera de las instalaciones del tribunal, éste señalará 
la fecha y hora en que se desarrollarán las diligencias, proveyendo en relación a las 
mismas. 


De igual forma, la ley obliga al tribunal laboral a que la preparación de las 
pruebas será ordenada por el tribunal, salvo aquellas que queden a cargo de las 
partes, por lo que la audiencia de juicio no se diferirá por falta de preparación, salvo 
caso fortuito o fuerza mayor. 
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De igual forma, se faculta y obliga al tribunal para girar los oficios y exhortos 
necesarios para recabar los informes o copias que deba expedir alguna autoridad, o 
exhibir terceros ajenos al juicio, que haya solicitado el oferente, con los apercibimientos 
señalados en la ley; asimismo dictará las medidas necesarias a fin de que el día de la 
audiencia se desahoguen las pruebas admitidas. 


Al respecto, se debe señalar que, en la práctica suelen diferirse audiencias por 
falta de preparación de pruebas, desahogando así las posibles en la primera audiencia 
de juicio, y postergando las demás. 


Ello es comúnmente derivado de informes que se solicitan a autoridades que 
tardan en contestar o bien, contestan de forma incompleta, obligando al tribunal a 
requerir de diversa o diversas ocasiones, situación que deriva en el diferimiento de las 
audiencias de juicio. 


Sin embargo, también es preciso apuntar que tales diferimientos no son el 
común denominador en los juicios laborales, pues en su amplia mayoría, es factible 
celebrar a plenitud y cabalidad la audiencia de juicio dentro de los 20 veinte días que 
establece el artículo 873-f de la ley federal del trabajo. 
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Admisión 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Jue-Ley de este compendio 
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Asunto conciliable y asunto de excepción del artículo 685 
ter 


Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Jue-Ley de este compendio 
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Cumplimiento e incumplimiento de convenio 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


os convenios en material laboral pueden celebrarse en cualquier estado del 
procedimiento, incluso una vez emitida la sentencia, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 774 bis* y 873-k?, ambos de la ley federal del trabajo. 


Artículo 774 Bis. En cualquier estado del procedimiento, las partes podrán, 
mediante la conciliación, celebrar un convenio que ponga fin al juicio; asimismo, 
el demandado podrá allanarse en todo o en parte a lo reclamado. En el primer 
supuesto, se dará por terminado el juicio; en el segundo, se continuará el 
procedimiento por lo pendiente. 


Artículo 873-K.- Contra las resoluciones pronunciadas en el procedimiento 
ordinario laboral, no procederá recurso alguno, salvo el recurso de 
reconsideración contra los actos del secretario instructor establecido en el 
artículo 871, de esta Ley. No obstante, ya sea de oficio o a petición de parte, el 
juez podrá subsanar las omisiones o errores en que hubiere incurrido, o bien 
podrá precisar algún punto, hasta antes de dictar sentencia; asimismo, podrá 
aclarar ésta una vez que se haya emitido. 

Atendiendo a la naturaleza y fines del derecho laboral, el juez deberá asumir un 
desempeño proactivo, en el que impulse permanentemente el procedimiento, 
evitando que las deficiencias o inconsistencias formales cometidas durante su 
desarrollo trasciendan en perjuicio de las partes provocando su dilación a futuro, 
por lo que de advertirlas podrá subsanarlas. En todo momento se fomentará la 
conciliación como la vía privilegiada para la solución del conflicto. 
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El convenio al que lleguen las partes, debe ser sancionado por el juez, en 
términos del artículo 33 de la ley federal del trabajo, quien deberá analizar que se 
encuentren satisfechas las formalidades y exigencias requeridas por dicho dispositivo, 
es decir, que sea plasmado por escrito, aceptado y ratificado por la parte actora, quien 
deberá estar debidamente asistido o asistida por su apoderado legal, quien explicará al 
trabajador el alcance y consecuencias del arreglo conciliatorio; de igual forma deberá 
estar presente y de acuerdo con el convenio el apoderado legal de la demandada, y en 
este convenio, deberán ambas partes expresar su voluntad de concluir el respectivo 
juicio de manera autocompositiva. 


Deberá también analizar el tribunal que las cantidades convenidas no contengan 
renuncia de derechos, estableciendo su monto a partir del salario convenido, y las 
sumas de los montos proporcionales de las prestaciones pactadas. Al respecto, existen 
tribunales que consideran que en los convenios los derechos “irrenunciables” serían 
aquellos que el trabajador ya devengó, sin que pueda incluirse los demás respecto de 
los que hace su reclamo en juicio, pues éstos son meras expectativas de derecho, en 
tanto no exista una sentencia que los reconozca como tal. 


Cabe señalar que, en los convenios laborales, también es factible establecer 
una cláusula penal en términos de lo dispuesto en el último párrafo del artículo 684-e, 
de la ley de la materia, es decir, una sanción económica en caso de incumplimiento 
o retraso en pagos, para lo cual, la cantidad que debe servir de parámetro no debe 
ser menor al salario diario del trabajador por cada día que transcurra sin que se dé 
cumplimiento al convenio. 
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Una vez celebrado el convenio, éste adquiere el rango de sentencia ejecutoriada 
y, por tanto, si tal convenio no llegase a cumplimentarse, se da inicio al procedimiento 
de ejecución al que refiere el título quince de la ley de laboral. 
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La sentencia en el nuevo sistema de justicia laboral 
Juez Lic. Herlinda Escamilla Orozco 
Introducción 


ara entender el nuevo paradigma de la emisión de una sentencia por los tribunales 

del poder judicial federal o locales, es importante consultar la exposición de 

motivos que dio la pauta a la reforma constitucional publicada en el diario 
oficial de la federación el 24 de febrero de 2017", con la que se dotó de jurisdicción a 
los mencionados tribunales en materia de justicia laboral, la cual antes era impartida 
por órganos de formación tripartita, con una naturaleza distinta a la que actualmente 
impera por mandato constitucional, dispuesta en la división de los poderes ejecutivo, 
legislativo y judicial. 


1 Vid. Secretaría de Gobernación: Diario Oficial de la Federación de fecha 24 de 
febrero de 2017; consultable en http://www.dof.gob.mx/nota_detalle. php?codi- 
go=54729658fecha=24/02/2017+tgsc.tab=0; consultado: 02 de junio de 2022. 
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En dicha exposición de motivos? se estableció que se requerían 
transformaciones cualitativas para que la justicia laboral cumpliera su propósito, esto 
es, que desde finales de la década de 1920, prácticamente la estructura y procesos 
de las instituciones de impartición de justicia laboral, se habían mantenido intactas 
frente al cambio abismal de la realidad económica y laboral del país. 


En el caso que nos ocupa, no escapa la emisión de una sentencia, -que ya 
no laudo— que era emitido por los mencionados órganos tripartitos que, a decir de 
Ovalle Favela, en el caso de las juntas locales de conciliación y arbitraje, además 
de los representantes de los patrones y trabajadores, el ejecutivo local era el que 
designaba a los representantes gubernamentales y establecía una o más juntas en 
la entidad de que se tratara (artículos 621-623 de la ley federal del trabajo antes de 
la reforma del 1? de mayo de 2019); lo que era motivo de continuo cuestionamiento 
sobre la aplicación de los principios de inmediación, imparcialidad e independencia de 
sus resoluciones. 


Tema anterior que en el desarrollo del presente documento se abordará, con 
la finalidad de reflexionar sobre la epistemología que exige actualmente el dictado de 
las sentencias en materia de justicia laboral, así como sus consecuencias jurídicas. 


2 Vid. Poder Judicial de la Federación: El poder judicial de la federación en el deve- 
nir constitucional en México; consultable en: https://www.constitucion1917-2017. 
pjf.gob.mx/sites/default/files/CPEUM_1917_CC/procLeg/231%20-%2024%20 
FEB%202017.paf; consultado el 02 de junio de 2022. 


3 Cfr. Ovalle Favela, José: Teoría General del Proceso. 7*. Ed. México. 2015; pp. 
255 y 256. 
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|. ¿Qué es una sentencia? 


decir de Ovalle Favela, las resoluciones judiciales, como actos procedimentales 

por medio de los cuales el órgano jurisdiccional toma las decisiones atinentes 

a las peticiones y las actuaciones de las partes intervinientes en el proceso. 
Dichas decisiones, en las que encontramos, entre otras, la más importante, esto es, 
la sentencia, en la que las personas juzgadoras deciden sobre el conflicto sometido a 
su jurisdicción.* 


Etimológicamente, la palabra sentencia: del latín sententia, se encuentra 
compuesta por un sufijo: entia (cualidad de algo) y la raíz: sent (tomar una dirección 
tras haberse orientado). 


Concepto y definición que permite reflexionar sobre lo que conlleva la labor 
jurisdiccional al dictar una resolución de esta índole, en la que, de acuerdo a su 
etimología, desde mi opinión, efectivamente el dictado de una sentencia se corresponde 
con la decisión de la dirección decantada por una persona juzgadora. 


Claro está que no se asume dicha decisión, sino hasta el momento en que 
concluyó su deliberación a razón del desahogo del cúmulo probatorio existente en el 
proceso, lo que en el caso de la materia laboral, no es únicamente con el caudal de 
pruebas aportado por las partes, sino también, en ocasiones, con las que para mejor 
proveer y bajo las facultades indagatorias de la persona juzgadora, se ha allegado 
para dictar una sentencia lo más apegada a la realidad e igualdad social, siempre y 
cuando se respete el principio de paridad procesal. 


4 Cfr. Ovalle Favela, José: Teoría General del... p. 314. 
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II. Partes de una sentencia. 


s claro que toda resolución judicial, como acto de autoridad, debe satisfacer 

los requisitos de motivación y fundamentación establecidos en los artículos 

14 y 16 de la constitución política de los estados unidos mexicanos; deben 
ser documentados por la autoridad competente de forma escrita, justificando su 
contenido de forma fáctica, en atención a las consideraciones de hechos y los medios 
probatorios con que se llegó a su conocimiento (motivación); además, es preciso 
exponer los preceptos de derecho (fundamentación) en que se sostiene la decisión 
jurisdiccional.? 


Asimismo, se cuenta con la obligación legal de dictar las sentencias cumpliendo 
los requisitos establecidos en el artículo 840 de la ley federal del trabajo y que son 
los siguientes: 


|. Lugar, fecha y tribunal que lo pronuncie; 

II. Nombres y domicilios de las partes y de sus representantes; 

III. Extracto de la demanda y su contestación; réplica y contrarréplica y, en su 
caso, de la reconvención y contestación a la misma, que deberá contener con 
claridad y concisión las peticiones de las partes y los hechos controvertidos; 
IV. Enumeración de las pruebas admitidas y desahogadas y su apreciación en 
conciencia, señalando los hechos que deban considerarse probados; 

V. Extracto de los alegatos; 

VI. Las razones legales o de equidad, la jurisprudencia y doctrina que les sirva 
de fundamento; y 

VII. Los puntos resolutivos. 


5 Cfr. Ovalle Favela, José: Teoría General del... p. 315. 
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Es evidente que esta emisión formal de la sentencia se debe cumplir en atención 
al principio de legalidad, establecido dentro de la debida actuación de los jueces y 
juezas; sin embargo, existen dispensas que, por interpretación jurisprudencial, se 
han establecido a efecto de que el dictado de dichas resoluciones, no conlleve una 
transcripción innecesaria de contenido que ya obra en el expediente, y que de hacer 
un cumplimiento estricto de la disposición antes aludida, resultaría en un atraso 
innecesario en su emisión, derivado de la inversión de tiempo valioso que pudiese ser 
ocupado precisamente en el cumplimiento de la función judicial; siempre y cuando 
no sea en trasgresión al debido proceso, en su vertiente de exhaustividad en las 
decisiones jurisdiccionales. 
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111. Epistemología en la realización y dictado de una sentencia 


a legislación laboral, establece diversos parámetros de actuación de los 

funcionarios judiciales, mismos que soportan o sirven de base propiamente 

de las reglas o disposiciones legales e incluso constitucionales; los que son 
denominados principios y que, para limitarnos a la materia laboral, se encuentran en 
los artículos 604 y 685 de la ley federal del trabajo. 


“artículo 604.- corresponden a los tribunales del poder judicial 
de la federación o de los tribunales de las entidades federativas, el 
conocimiento y la resolución de los conflictos de trabajo que se susciten 
entre trabajadores y patrones, sólo entre aquellos o sólo entre éstos, 
derivado de las relaciones de trabajo o de hechos relacionados con ellas. 


En su actuación, los jueces y secretarios instructores deberán observar 
los principios de legalidad, imparcialidad, transparencia, autonomía e 
independencia.” 


“artículo 685.- el proceso del derecho del trabajo se rige bajo los 
principios de inmediación, inmediatez, continuidad, celeridad, veracidad, 
concentración, economía y sencillez procesal. Asimismo, será público, 
gratuito, predominantemente oral y conciliatorio. 


Los tribunales deben garantizar el cumplimiento de los principios y 
condiciones citados. El juez deberá atender al principio de realidad sobre 
los elementos formales que lo contradigan. Asimismo, se privilegiará 
la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales, sin 
afectar el debido proceso y los fines del derecho del trabajo. [...]” 
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Para no abundar en lo que conlleva cada uno de estos principios, por no ser 
el tema de estudio, resulta importante destacar que las sentencias deben emitirse 
en observancia de cada uno ellos, al ser los que rigen la función jurisdiccional y, por 
ende, los que deben privilegiarse en el dictado de la actuación más importante de una 
persona juzgadora, pues es propiamente la decisión que va a impactar en la esfera 
jurídica y en la mayoría de las ocasiones, en la esfera patrimonial de los justiciables. 


Además, se destaca la epistemología que establece la legislación laboral para 
el dictado de las sentencias, misma que se encuentra en el artículo 841 de la ley 
de la materia, que dispone: “las sentencias se dictarán a verdad sabida y buena fe 
guardada, y apreciando los hechos en conciencia, sin necesidad de sujetarse a reglas 
o formulismos sobre estimación de las pruebas, pero los tribunales están obligados 
a estudiar pormenorizadamente las rendidas, haciendo la valoración de las mismas. 
Asimismo, expresarán los motivos y fundamentos legales en que se apoyan”. 


Enunciado anterior que merece profundizar respecto a lo que significa la primera 
parte de su contenido, pues cabe resaltar que por técnica y método y al ya haber 
abordado anteriormente lo que significa, -de fin a inicio, esto es, fundamentación 
y motivación- así como las partes formales de dicha sentencia que, entre otros, 
dispone la obligación legal de la persona juzgadora en cuanto a enumerar las pruebas 
admitidas y desahogadas, y su apreciación en conciencia, señalando los hechos que 
deban considerarse probados. 


Y, además, lo que por mandato constitucional en su artículo 17 que dispone: 
“siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros 
derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades 
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deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales”; 
lo que conlleva al soporte constitucional de aquella disposición legal, que abona lo que 
es el principio de la primacía de la realidad, que igualmente rige el sistema laboral. 


Empero, ¿a qué se debe el dictar las sentencias a verdad sabida y buena fe 
guardada, y apreciando los hechos en conciencia? pues bien, tomo como referencia 
lo abordado por González Lagier?, con quien coincido en esta crítica, pues aborda la 
perspectiva de cuestionar a la teoría del conocimiento que se encuentra en la doctrina 
de la íntima convicción —como suele llamarse también a la apreciación en conciencia; 
puntualizando que, cuando las sentencias eran dictadas incluso por jueces legos, se 
aceptaba la íntima convicción, bastando ese fuero interno del juzgador para emitir 
sus sentencias. Actualmente, considero que se trata de libre convicción, pues como 
adelanté, las sentencias deben estar debidamente fundadas y motivadas. 


Con la precisión propia anterior, explica González Lagier, explica que la íntima 
convicción estaría justificada cuando se base en una teoría cognoscitiva de la verdad; 
lo que difiere mucho de lo que encontramos en los procesos judiciales, ya que se 
ha dicho en diversas críticas a esta doctrina, que lo que realmente acontece en un 
proceso judicial es la llamada racionalidad epistemológica, pues en nuestro sistema se 
busca dictar una sentencia justa -entendida como una sentencia correcta; que cumpla 
con “las reglas del juego” o debido proceso, alejadas en la mayoría de ocasiones en la 
actividad de búsqueda de la verdad. 


6 Cfr. González Lagier, Daniel: Argumentación y Prueba Judicial, en: Estudios 
sobre la prueba. 3*. Ed. México. 2016; pp. 125 a 127. 
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Corolario a lo anterior, asumo que esta disposición legal, tiene su génesis en 
la concepción de que las personas juzgadoras deben realizar libremente -en íntima 
convicción- o con la acepción considerada por la suscrita como más acoplada, libre 
convicción, una valoración del material probatorio aportado y desahogado, para el 
convencimiento de que en la materia laboral, existe la prevalencia de la probabilidad 
de alguna de las hipótesis fácticas de las partes, o bien, con la omisión de dicho aporte 
pertinente; su consecuencia jurídica; por tanto, la sentencia es la interpretación legal 
de lo que, bajo el principio de probabilidad prevaleciente, sucedió, y que respalda la 
petición de la parte que logró el convencimiento de la persona juzgadora en cuanto a 
sus pretensiones o defensas. 
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IV. Consecuencias jurídicas 


inalmente, toda sentencia conlleva una dicotomía, esto es, debe ser absolutoria 

o condenatoria. Si se absuelve a la parte demandada, evidente es que en su 

esfera jurídica no acontece mayor impacto, pues en su órbita ya nada conlleva 
esta decisión. Sin embargo, al dictarse una sentencia condenatoria, debe aplicarse lo 
que se denomina la ejecución de sentencia, siempre y cuando, de manera voluntaria, 
la parte perdidosa no haya cumplido voluntariamente los términos de la misma. 


Corolario a lo anterior, la ley federal del trabajo dispuso un título dedicado a 
las consecuencias jurídicas de tan trascendente decisión jurisdiccional, mismo que 
se encuentra dividido en capítulos, y que orienta a la parte que logró una sentencia 
favorable sobre la obtención de las condenas que fueron dictadas en la sentencia. 


Disposiciones legales que se encuentran en los numerales 939 hasta el 981 de 
la mencionada legislación, que permiten ir pasando desde las disposiciones generales 
para instar al órgano jurisdiccional a que dicte el auto de requerimiento y pago de las 
condenas, así como, en su caso, el embargo y aseguramiento de bienes de la parte 
perdidosa y, finalmente, el remate de los mismos; todo lo anterior, que permite la 
materialización en la esfera de las partes, no nada más jurídica, sino en la mayoría de 
los casos patrimonial. 
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Conclusiones 


fectivamente, después de la reflexión anterior, concuerdo en que la actividad 

jurisdiccional más trascendente en el campo del proceso laboral, es el dictado 

de una sentencia, que conlleva el estudio concienzudo por parte de las personas 
juzgadoras, sobre la actuación jurídica de las partes dentro del conflicto sometido a la 
decisión del estado, por conducto de quien -idealmente-imparte justicia. 
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Procedimiento de ejecución y cumplimiento voluntario 
Lic. Floscello Gabriel Granados Martínez 


e encuentra contenido en el título quince de la ley federal del trabajo. 

Dicho procedimiento inicia una vez concluido el plazo de quince días para el 

cumplimiento voluntario que se establece en el artículo 945 de la ley de la 
materia, termino que, una vez trascurrido, y en caso de no haber sido combatida a 
través de un juicio de amparo, se declara ejecutoriada la sentencia. 


Cabe puntualizar que, si bien el procedimiento laboral se sigue de oficio, el 
procedimiento previsto para la ejecución, relativo al auto de requerimiento de pago y 
embargo, requiere que sea instado por las partes, pues así lo dispone el artículo 950 
de la ley federal del trabajo. La ley prevé un término prescriptivo para la ejecución de 
las sentencias, el cual es de dos años, de conformidad con los artículos 519 y 945, 
tercer párrafo, de la ley laboral. 
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Entonces, las partes tienen dos años para solicitar la ejecución de una sentencia, 
ya que, en caso contrario, como se adelantó, podría operar la prescripción. Sin que 
escape que, al igual que el inicio de la ejecución de las sentencias, la prescripción no 
opera de oficio, es decir, esta debe plantarse por alguna de las partes para que sea 
posible su estudio por parte del tribunal.* 


Sin embargo, una vez iniciado el procedimiento de ejecución, corresponde a los 
tribunales su continuación, para cuyo fin dictarán las medidas necesarias para que la 
ejecución sea pronta y expedita, tal y como dispone el artículo 940 de la ley federal 
del trabajo. 


También se debe puntualizar que el juez se encuentra facultado para, en caso 
de considerar que existe riesgo de no ejecutar la sentencia, o si el patrón realiza actos 
tendientes al incumplimiento de esta, tomar las medidas necesarias a fin de lograr el 
cumplimiento eficaz de la sentencia. Para este propósito, puede decretar el embargo 
de cuentas bancarias ylo bienes inmuebles, según establece el numeral 945 de la ley 
de la materia. 


En ese tenor, se puede solicitar como medio de preparación de la ejecución, 
solicitar la información de las cuentas bancarias de la parte perdedora del juicio a la 
comisión nacional bancaria y de valores, de conformidad con lo dispuesto en el diverso 
artículo 958 de la ley federal del trabajo. 


1 Lo que ya ha sido reiterado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
jurisprudencia 2a./J. 16/2011 (10a.), visible en la Décima Época del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro l!l, Diciembre de 2011, Tomo 4, 
página 2772, con registro digital 2000025, de rubro “PROCEDIMIENTO DE 
EJECUCIÓN 
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Derivado del apoyo que brinda a los tribunales laborales la comisión nacional 
bancaria y de valores a través del sistema de atención a requerimientos de información 
de autoridad (siara), de conformidad con lo dispuesto en el artículo 966 bis de la ley 
federal del trabajo, las resoluciones judiciales han tenido una mayor agilidad en su 
cumplimiento, cuando se trata de condena, ya que es una herramienta sumamente 
veloz y eficaz que, a solicitud del titular del tribunal puede congelar cuentas bancarias 
para garantizar la ejecución de la sentencia. Dicha herramienta, al menos en mi 
experiencia, ha incentivado a que una vez firme la sentencia, ésta se cumpla dentro 
del plazo voluntario que establece la ley, en la mayor parte de los casos. 
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Una postura para el juez de ejecución en México 
Juez Mtro. Efraín Frausto Pérez 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Del-Dom de este 
compendio. 
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El control negativo de la acusación en el proceso penal 
mexicano 


Juez Mtro. Mauricio Wilfrido Cruz Navarrete 


Para la consulta de esta voz, remitase al tomo de las letras Ac de este compendio. 


103 


Proceso penal en México 


Proceso penal en México 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


104 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


La minuta penal 
Lic. Cecilia Cervantes 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Bi-Cla de este compendio. 


105 


Proceso penal en México 


Proceso penal en México 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


106 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Plazos del sistema penal acusatorio mexicano. Los 
márgenes temporales de la actividad procesal 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñon Cano 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Paz-Prin de este 
compendio. 
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El aparente conflicto entre el Código Penal del Estado 
de Guanajuato y el Código Nacional de Procedimientos 
Penales 


Mtro. Israel González Ramírez 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Conf-Dañ de este 
compendio. 
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La importancia de la invitación en los mecanismos 
alternativos de solución de controversias 


Lic. Guillermo Solorio Bracamonte 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Ley-Nu de este 
compendio. 
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El sistema de enjuiciamiento criminal propio de un Estado 
de Derecho 


Mtro. Jorge Arturo Gutiérrez Muñoz 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Conf-Dañ de este 
compendio. 
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Comentarios al art. 322, del CNPP. La solicitud 
de prórroga del plazo de cierre de investigación 
complementaria 


Juez Mtra. Ma. de los Ángeles Camacho Trejo Luna 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Imp-Inv de este 
compendio. 
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De la Protección al Consumidor Legislación y Prácticas” 
Lic. Eugenio Trueba Olivares 


s muy probable que se hayan producido ya algunos competentes estudios sobre 

la Ley Federal de Protección al Consumidor, así como sobre el funcionamiento 

del Instituto y la Procuraduría del Consumidor. De todas maneras haremos aquí 
algunos comentarios que tal vez resulten de interés. 


La política y las leyes 


1.- Es sabido que en determinados momentos de crisis el estado suele 
intensificar su función legislativa tratando de atajar procesos más o menos generales 
de descomposición social y, sobre todo, para mostrar su preocupación por un bienestar 
colectivo dañado en cuyo afán las medidas adoptadas adquieren un matiz político que 
no cala a fondo en los problemas y que a la larga se traduce en deformaciones del 
poder. 


2.- No aseguramos que este sea el caso de la Ley Federal de Protección al 
Consumidor, pero debe tomarse en cuenta que se emite a fines de 1975, es decir, 
cuando la inflación ya era galopante y la devaluación de nuestra moneda un hecho 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 9. Abril-Mayo 1981; pp. 165-197. 
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grave en el seno de la economía nacional. El alza de precios en los últimos tres años 
que precedieron a la ley que nos ocupa había registrado un índice según el Banco de 
México de 15.5 por ciento. El déficit acumulado de los últimos seis años se elevaba 
a quinientos cinco mil millones y, por lo que ve a la balanza de pagos, el déficit había 
dado un brinco mortal de mil ciento setenta y cinco millones de dólares en 1973 a 
tres mil seiscientos cuarenta y tres en 1975. Nuestra deuda externa había subido a 
ciento treinta y siete mil millones de pesos, la cual aumentó en 58.4 por ciento con la 
devaluación (Banco de México). 


Todo mundo puede recordar momentos de inseguridad vividos entonces y la 
baja de producción de bienes, particularmente en el renglón agrícola, de la cual el país 
no se ha recuperado del todo a pesar de las medidas de que ha tenido que echar mano 
el actual régimen, como el Sistema Alimentario Mexicano y la Ley Agropecuaria. 


El control oficial de precios 


3.- Haciendo uso de las facultades que el Ejecutivo Federal tiene en materia de 
precios se habían venido fijando topes obligatorios a productos de primera necesidad 
y a otros muchos. En la época en que se origina la Ley de Protección al Consumidor 
el control no había dado los resultados que eran de esperarse. El tope provoca 
muchas veces el desaliento de la producción como se prueba con el hecho de que 
la Secretaría de Industria y Comercio, a pesar de sus sanos propósitos, tiene que 
revisar periódicamente los precios fijados y autorizar nuevas alzas. (En forma clara el 
ministro De la Vega Domínguez lo confirmó recientemente, en su comparecencia ante 
la Cámara de Diputados en diciembre de 1980). 
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4.- El control de precios es, pues, una acción gubernamental auxiliar, no 
fundamental. Tan es así que el gobierno de López Portillo adoptó como filosofía 
esencial de su régimen lo que llamó “alianza para la producción”. Centenares de veces 
ha repetido que si no se produce más nada se remediara. 


La Ley Pro-Consumidor 


5.- Dentro de aquel cuadro de baja productividad y gasto excesivo, dentro de 
aquel clima inflacionario, se recurrió a muchas leyes, planes y proyectos como posibles 
soluciones. Entre este abigarrado conjunto se halla la Ley Federal de Protección al 
Consumidor. El presidente Echeverría dijo en la exposición de motivos, entre otras 
cosas: “Esta ley es parte fundamental de una política destinada a la protección de 
las mayorías, pero también un instrumento para corregir vicios y deformaciones en el 
aparato distributivo e impulsar la actividad productiva por la ampliación del mercado 
interno”. Es obvio que esa modesta ley no ha contribuido a la obtención de niveles 
productivos dignos de tomarse en cuenta. 


6.- También se puede asegurar que en nada ha contribuido a “mejorar el 
aparato distributivo”, pues lejos de ello los productores y la CONASUPO se enfrentan 
a cada paso con el problema creciente del acaparamiento y de la multiplicación de 
intermediarios que ocultan, acumulan y encarecen. 


7.- Se agrega en la exposición de motivos que ”es indiscutible que el consumidor 
se encuentra desprotegido ante las practicas que le impone la relación comercial 
y que implican tanto la renuncia de derechos como la aceptación de condiciones 
inequitativas”. Se trata de una consideración que no concuerda con el hecho innegable 
de la vigencia de un conjunto de estatutos, códigos y normas muy anteriores a esta 
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ley. Se parte, por lo demás, de un dudoso supuesto: de que el que compra (llamado 
consumidor) es necesariamente víctima y parte débil de la relación. (El acaparador y 
los intermediarios son compradores y no son parte débil, sino fuerte y nefasta). Pero 
admitiendo que esto sea verdad, el texto de la ley, con todo y su buena intención, 
deja sin tocar multitud de sistemas que sería necesario revisar para corregir prácticas 
comerciales. Dado su gigantismo y arraigo, la ley que comentamos jamás podrá 
herirlos. La verdad es que dentro del panorama improductivo e inflacionario que se ha 
venido combatiendo el estatuto en cuestión no corresponde a la escala del problema. 


Esto no significa que menospreciemos aquellas actividades positivas que al 
amparo de esa ley se hayan llevado a la práctica. 


Aspectos Constitucionales 


8.- Dos cosas llaman la atención desde que se hace la primera lectura de la 
Ley de Protección al Consumidor: sus posibles aspectos inconstitucionales y su poco 
rigor técnico. 


La ley fue expedida por el Congreso de la Unión y su artículo primero dice que 
será aplicable en toda la República. 


Lo anterior será correcto si sus disposiciones se adecuan a la materia federal, 
puesto que el Congreso de la Unión no puede legislar en las reservadas a los Estados. 
Este principio está consagrado por el artículo 124 de la Constitución del país, que dice 
que las facultades que no están expresamente concedidas a los funcionarios federales 
se entienden concedidas a los Estados. 
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9.- En el artículo 2o de la ley se dice que están obligados a su cumplimiento 
“los comerciantes, industriales, prestadores de servicios, así como empresas de 
participación estatal, organismos descentralizados y órganos del Estado en cuanto 
desarrollen actividades de producción, distribución o comercialización de bienes o 
prestaciones de servicios a consumidores”. 


El artículo 73 de la Constitución Federal, en su fracción X faculta al Congreso 
de la Unión para legislar en toda la república sobre comercio, entre otras cosas; 
consecuentemente, en esta materia la ley es inobjetable. Lo mismo puede decirse en 
lo que respecta a industriales cuya actividad se estima mercantil de acuerdo con el 
artículo 75 del Código de Comercio. 


10.- Por lo que respecta a prestadores de servicios, empresas de participación 
estatal, organismos descentralizados y órganos del Estado, habría que distinguir: 


a).- Entre prestadores de servicios con carácter de comerciantes, como por 
ejemplo, los que pueden proporcionar las empresas turísticas (artículo 75 fracción VIII 
del Código de Comercio) y prestadores de servicio no comerciantes, como puede ser 
un carpintero, un plomero, un albañil, un pintor, un taxista. 


b).- Entre organismos descentralizados federales y organismos descentralizados 
no federales, sino locales. 


c).- Entre órganos del estado federal y órganos del estado miembro de la unión. 


Los prestadores y organismos mencionados en primer término en cada uno de 
los incisos caen dentro del campo de aplicación de la ley, no así los segundos. 
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11.- Sin embargo, no parece que el criterio anterior sea el del legislador, pues 
según el texto del artículo segundo, la ley es aplicable a todos, independientemente 
del carácter mercantil de los sujetos o de los actos. Por eso menciona en forma 
específica a los prestadores de servicio, al lado de los comerciantes. Si se hubiese 
querido referir solo a los que persiguen lucro, nota distintiva de lo mercantil, no tendría 
caso sustraerlos del concepto global. El artículo tercero crea un nuevo tipo mucho 
más amplio que el de comerciante, a saber: el proveedor. Cubre a los que no lo son ni 
habitual ni accidentalmente. En efecto, dice que son proveedores todas las personas 
enumeradas en el artículo segundo que ya hemos transcrito, para definir en seguida 
y en forma especial a los comerciantes, usando aproximadamente las viejas ideas del 
Código de Comercio, principalmente en sus artículos 3 fracción | y 75. 


Hay, pues, claros visos de inconstitucionalidad. En la práctica, las autoridades 
aplicadoras de la ley no paran mientes en cuestión tan importante y sujetan a sus 
funciones a toda clase de personas y de actos, comerciantes o no, organismos 
federales o locales. 


12.- En las últimas décadas se han multiplicado las leyes administrativas con 
imperdonables fallas de constitucionalidad. No parece que ello se deba a ignorancia 
ni incompetencia, sino más bien a un “criterio nuevo” sobre lo que es el federalismo 
y el cual viene a modificar una sólida tradición doctrinal. Acusa al mismo tiempo 
cierto desprecio por un orden fácil de alterar o destruir sin más razón que la mera 
prepotencia. Hay también un desajuste entre lo que se dice y lo que se hace. Muchos 
no le dan importancia al fenómeno arguyendo que al fin y al cabo el centralismo ha sido 
una fuerza más real, histórica y tangible que el federalismo; pero no darle importancia 
a la contumaz incongruencia es algo que viene a agravar el problema, pues contribuye 
en forma decisiva a la deformación del ciudadano, que suele generalizar y ver en los 
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actos de gobierno una mentira. El juego de las simulaciones y “los valores entendidos” 
se acentúa y el mexicano, de quien los filósofos han dicho que es inseguro, tardara 
más en ubicarse y en hallar la identidad que, según Octavio Paz, tanta falta le hace. 


13.- Otro aspecto inconstitucional aparece en el tercer párrafo del artículo 
primero, cuando se dice que serán órganos auxiliares de la Secretaría de Industria 
y Comercio para la vigilancia y cumplimiento de la ley toda clase de autoridades 
federales, estatales y municipales. No creemos que el Congreso de la Unión tenga 
facultades para señalarle obligaciones, así sean auxiliares, a los estados y a los 
Ayuntamientos, a menos que ello se desprenda directamente de la Constitución, lo 
cual no es el caso. 


14.- La ley del Consumidor no se aplica a relaciones laborales ni a servicios 
profesionales (artículo 3 parte final). 


Por lo que ve a servicios profesionales tal vez se pensó, con toda razón, que 
sería invadir las facultades legislativas de los Estados, pero no creemos que se haya 
tenido ese escrúpulo. Dentro del criterio general y dentro de la lógica empleada por la 
ley no deja de extrañar que una persona pueda ir a quejarse ante la Procuraduría del 
Consumidor de los malos servicios de un mecánico o de un plomero y en cambio no 
pueda hacerlo respecto de un médico, un ingeniero, o un abogado. 


15.- Hay otras materias respecto de las cuales no puede dudarse que la ley 
las abarca, habida cuenta de los términos del artículo 53 constitucional, como las 
relacionadas con la minería, educación, energía eléctrica, etc. 
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De la publicidad 


16.- El artículo 5 del capítulo segundo obliga a todo proveedor a informar veraz 
y suficientemente al consumidor, prohibiendo toda publicidad, indicaciones o leyendas 
que induzcan a error sobre las características del producto. El artículo 8 advierte que 
la falta de veracidad motiva responsabilidad civil (pago de daños y perjuicios). 


Cuando el proveedor así lo quiera podrá solicitar de la Secretaría de Industria 
y Comercio “opinión o dictamen sobre la publicidad que pretenda realizar”. Si obtiene 
opinión o dictamen favorable queda liberado de la responsabilidad señalada en el 
artículo 8. Pero si se proporcionan datos falsos, la aprobación otorgada se considerara 
como no emitida e inexistente (tercer párrafo del artículo 5). 


Consecuentemente lo único importante es que el proveedor sea veraz en 
su publicidad. La opción que se le da para solicitar su aprobación no tiene caso y 
suponemos que a nadie le interesa hacer uso de ella. Por otra parte, se puede ser 
veraz en el momento de pedir la autorización y después alterar el producto. En este 
caso tampoco opera la excepción a su responsabilidad a pesar de contar con un 
dictamen que en su momento fue correcto, según se desprende del artículo 19 del 
mismo capítulo, todo lo cual convierte en inútiles los trámites burocráticos del artículo 
y: 


El artículo 15 define la “promoción” como el ofrecimiento de un objeto o servicio 
adicional a los adquiridos directamente. El 17 dice que se requiere previo permiso 
de la autoridad para cualquier promoción. No encontramos razones justificativas de 
este requisito burocrático, pues basta vigilar que se cumplan las condiciones de la 
promoción. 
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Si bien es cierto que las transacciones mercantiles deben ser serías y que 
ameritan vigilancia estatal, todo aquello que innecesariamente las enerve o estorbe 
es conveniente evitarlo. 


Este punto, aunque de poca monta, nos puede servir de pretexto para hacer 
una observación de carácter general, en el sentido de que la ley acusa tendencias 
favorables a un proceso de burocratización que urge dosificar y no desbocar. Es un 
error suponer que el estado tiene que identificarse con burocracia. En su crítica a la 
filosofía del Derecho de Hegel, el propio Marx reprochaba tal suposición. El teórico 
Plejanov y Lenin siempre manifestaron gran temor por el hecho de que se pudiera 
confundir un sistema de dominación estatal con el llanamente burocrático. 


Este último se distingue por abandonar el servicio que debe a la sociedad 
invirtiendo los términos, es decir, poniendo la sociedad al servicio de la burocracia. 


17.- Se incluye en este capítulo sobre publicidad un artículo, el 19, relativo a 
los casos de error en los contratos de compraventa. El error puede ser de derecho o de 
hecho. La ley no hace distinción o podría interpretarse que hasta el error de derecho 
motiva la nulidad del contrato. También da a entender que aunque el error de hecho no 
haya sido determinante de la voluntad el contrato puede anularse. Dice: “en caso de 
que el consumidor o el proveedor incurran en error tratándose de la compraventa de 
un bien, uno y otro tendrán derecho dentro de los 3 días siguientes a la celebración del 
contrato, al cambio (sic) o a la bonificación del valor de la cosa por la compra de otra”. 


18.- Es difícil desentrañar el galimatías. ¿A cuál “cambio” se tiene derecho? 
¿A cuál bonificación puede aspirar el proveedor mencionado como uno de los dos 
titulares de las facultades consignadas en el dispositivo?. 
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También nos preguntamos cuales son las consecuencias que se siguen si no 
se hace uso del derecho dentro de los tres días siguientes al de la celebración del 
contrato. Si caduca la acción de las partes resulta que, por lo que al consumidor toca, 
la ley resulta menos protectora que la mercantil y que la civil en las cuales una acción 
de nulidad o de rescisión se extingue en plazos más grandes. 


Ventas al fiado 


19.- El capítulo tercero se refiere a las operaciones a crédito. Su artículo 20 
establece la obligación del proveedor de informar al consumidor sobre las condiciones 
del contrato, plazos, intereses, etc... Aquí la ley confunde obligación con supuesto 
jurídico y no tiene objeto que se meta a normar conductas que ya están ampliamente 
tratadas con más acierto y conocimiento en las leyes comunes. 


El supuesto jurídico llamado consentimiento puede estar viciado por dolo o por 
mala fe (inducción al error o simulación del mismo). Este vicio anula los contratos. 


Agrega la disposición que se comenta que los requisitos que exige se deberán 
“señalar” con toda claridad en los contratos respectivos. Esto hace pensar que el 
legislador supuso que todas las ventas al fiado se deben formular por escrito, lo cual 
no es exacto. 


20.-El artículo 22 constituye una negación delos sanos propósitos de la ley, pues 
permite que en las operaciones a crédito se estipulen “cargos máximos adiciónales” 
(aparte de las tasas de interés) en contra del consumidor por “gastos de investigación, 
cobranza, quebrantos derivados de cuentas incobrables y de administración de 
créditos”. Es decir, esta ley vino a sancionar costumbres notoriamente injustas, 
permitiendo adicionar a los precios gastos propios del comerciante. 
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Es tan injusto como la repercusión de los impuestos en forma individualizada 
y concreta. Por otra parte, el dispositivo en cuestión es incongruente, pues al mismo 
tiempo que autoriza los cargos adicionales, previene en su segundo párrafo que la 
Secretaría tomará las “medidas necesarias” para que dichos cargos y los intereses 
no repercutan en el precio de los bienes o servicios. ¿Le parecerá poca repercusión 
el cargarlos a la cuenta del consumidor independientemente del nombre que se les 
ponga?. 


21.- El artículo 29 comienza por considerar los derechos del vendedor cuando 
hay incumplimiento de las obligaciones del comprador; más en el caso de que este 
haya cubierto más de la mitad del precio, aquellos derechos desaparecen. Aunque 
el vendedor haya ejercitado acción de rescisión o de cumplimiento, el demandado 
incumplido es el que queda facultado para optar entre una cosa y otra. El espíritu 
proteccionista hacia el consumidor destruye toda técnica y se torna excesivo sin que 
lo informe un recto sentido de justicia. Más correcto sería prohibir simplemente la 
acción rescisoria al vendedor en toda la operación al fiado, como lo prohibía en su 
artículo 2858 el Código Civil de 1884. 


Responsabilidades por incumplimiento 


22.- El cuarto capítulo de la ley acusa en general buenos propósitos 
proteccionistas, pero no puede dejar de lamentarse su poca claridad y algunos graves 
errores. 


El artículo 31 concede un plazo de seis meses al consumidor para pedir rescisión 
o reducción de precio por defectos o vicios ocultos de la cosa objeto del contrato que 
la hagan impropia para los usos a que “habitualmente se destine” o que disminuyan 
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su calidad o “posibilidad de uso”. Parece que su texto alude a bienes no fungibles. El 
propio artículo previene que en los casos mencionados se podrá reclamar igualmente 
indemnización por daños y perjuicios. 


El artículo 32 que establece para el proveedor la obligación de reponer el 
producto, bonificación o devolución de parte del precio cuando la cosa no reúna las 
condiciones de cantidad por defectos de envase o medida (no se incluye peso), alude 
muy probablemente solo a bienes fungibles. 


El propio artículo 32 previene que la reclamación “deberá presentarse al 
proveedor dentro de los diez días siguientes a la fecha de haberse recibido el producto 
y que si el proveedor no satisface la reclamación en quince días incurrirá en mora”. 


23.- Reglamentar reclamaciones extrajudiciales carece de objeto si no se 
establecen como requisito de procedibilidad. En virtud de que el artículo 32 no nos 
dice cuáles pueden ser las consecuencias en caso de que el consumidor omita esa 
reclamación, deducimos que no las hay. Si las hubiese y esa falta de reclamación 
extinguiese el derecho subjetivo, es obvio que la ley más que un beneficio agregaría 
riesgos y cargas para el consumidor. 


24.- El artículo 34 previene que las reclamaciones a que se refiere el 33 por 
inobservancia de las leyes o de los contratos, se formularan ante el proveedor dentro 
de los dos meses siguientes a la fecha en que se haya recibido el producto. Cabe 
hacer aquí los mismos comentarios expresados sobre el 32, en el sentido de que 
es ocioso normar las acciones frente a particulares cuando al mismo tiempo no se 
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señalen las consecuencias. Por otra parte, siendo el contenido del artículo 33 análogo 
al del 32, no hay razón para que en un caso el plazo dentro del cual se puede formular 
la reclamación sea de diez días y en otro de dos meses. 


25.- El artículo 35 sujeta la comprobación de “calidad, especificaciones de 
las cosas sujetas a operación o cualquier otra característica” a las “normas oficiales 
mexicanas o a falta de estas, a las normas, métodos o procedimientos que determine 
la Secretaría de Industria y Comercio o la dependencia competente del Ejecutivo 
Federal, previa audiencia de los interesados”. 


La mayoría de los innumerables productos de mercado no están sujetos a 
normas oficiales. Es imposible que las dependencias del Ejecutivo suplan tal falta cada 
vez que alguien presente una reclamación, lo cual viene a cancelar en buena parte la 
operatividad de todo el capítulo. 


Nos preguntamos igualmente bajo que procedimiento y ante que autoridad han 
de ventilarse los conflictos que puedan dar lugar a la actualización de las normas de 
este capítulo cuarto. Podría contestarse que corresponde intervenir en todo caso 
a la Procuraduría del Consumidor, de la que se hablara más adelante, conforme al 
procedimiento conciliatorio o arbitral del cual también nos ocuparemos luego. De 
inmediato se advierte que no es posible aceptar esta respuesta porque la función 
conciliatoria o de arbitraje no puede sujetarse a reglas rígidas ni predeterminadas. 
Además debe considerarse que el proveedor puede lícitamente negarse a conciliar 
y también a someterse a un arbitraje. En este último supuesto el asunto pasará al 
conocimiento de los tribunales comunes, como lo previene el artículo 59. 


129 


Prórroga al plazo constitucional 


Prórroga al plazo constitucional 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


26.- Una vez radicado el conflicto en los tribunales judiciales es probable que 
éstos tengan que aplicar en los puntos conducentes la Ley del Consumidor siempre 
que se trate de conflictos mercantiles o de naturaleza netamente federal. En estos 
casos los interesados van a tropezar con serias dificultades de prueba. En efecto, el 
consumidor tendrá que basar sus reclamaciones en las normas oficiales de calidad. 
Pero si estas normas no están preestablecidas, tendrá que llevar a cabo gestiones 
previas por la vía administrativa, ante la Secretaría de Comercio o “dependencia 
competente del Ejecutivo”, oyéndose al futuro demandado, para que se fijen esas 
normas. Todo esto exige el artículo 35 del capítulo que se comenta y como puede 
verse más que proteger al consumidor preserva al proveedor. Y el burocratismo 
innecesario a que aludimos en el punto 16 aparece de nuevo. 


De los servicios 


27.- Ya antes hablamos de los posibles aspectos inconstitucionales de la ley 
en lo que respecta a servicios. El capítulo quinto se ocupa de precisar los derechos del 
consumidor frente a los prestadores de servicios y en él no se hace ninguna distinción 
entre servicios sujetos a legislación local y los sujetos a legislación federal. También 
se dijo que en la práctica las autoridades no discriminan. La amplitud de los textos de 
los artículos 39, 40, 41, 42, 43, 44 y 45 del capítulo quinto confirman los argumentos 
expresados en los números 8, 9 y 10 principalmente. 


Ventas a domicilio 
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28.- El capítulo sexto trata de las ventas a domicilio. Se aplica solo a las 
personas físicas (artículo 46). No es fácil imaginar las razones que hubo para excluir 
a las personas colectivas que, al igual que las físicas, suelen comprar cosas en su 
domicilio. 


29.- El artículo 47 exige que en general las ventas a domicilio se hagan por 
escrito, especificándose las partes, el registro federal de causantes del proveedor, el 
precio y los demás requisitos del artículo 20 (operaciones de crédito), las facultades 
del consumidor para revocar el contrato, las condiciones de ejecución del contrato, 
la designación precisa de la naturaleza y características de los bienes o servicios 
prestados, etc. 


Sorprende en este artículo la exigencia de una formalidad escrita para cualquier 
caso de venta o prestación de un servicio y que evidentemente en la práctica raras 
veces se observará. No está destinada a tener facticidad. 


30.- El artículo 48 da derecho al consumidor a revocar su consentimiento 
dentro de los cinco días hábiles siguientes a la firma del contrato. Por este motivo se 
dice que el contrato no se perfecciona hasta el transcurso de esos cinco días. El aviso 
de revocación puede entregarse personalmente, por correo certificado o por cualquier 
otro medio fehaciente, pero nada se dice sobre la devolución de la cosa y precio que 
en muchos casos se entregan en el momento de cerrarse la operación. Tal vez se 
omiten las consecuencias de la revocación por considerar que el contrato no existe 
en cuanto no se ha perfeccionado. En realidad se trata de un error más de carácter 
técnico. La revocación que autoriza la ley resuelve un contrato que ya es perfecto. De 
lo contrario, nada habría que rescindir. 
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Disposiciones generales 


El capítulo séptimo se denomina “Disposiciones Generales” y el artículo 50 
autoriza a la Secretaría de Industria y Comercio a sancionar a quien haciendo uso de 
los medios masivos de difusión pretenda cobrar alguna deuda a un consumidor. Nos 
preguntamos porque la Secretaría tiene que sancionar actos que no tienen naturaleza 
mercantil. Recordemos que conforme el artículo 1050 del Código de Comercio toda 
contienda o conflicto se considera civil cuando el deudor no es comerciante y el 
consumidor no lo es según la ley que lo protege. Asoma aquí otro ribete inconstitucional. 
Por lo demás, el cobro público y difamatorio es un delito del orden común según el 
artículo 258 de nuestro Código Penal. 


32.- El artículo 52 de este capítulo dice que todo proveedor está obligado a 
respetar y cumplir las condiciones, términos, etc., de los convenios o contratos que 
haya celebrado con un consumidor. Obviamente sale sobrando esta disposición, pero 
queda la duda de si el legislador no quiso excusar del cumplimiento de sus obligaciones 
al consumidor en cuanto ni siquiera lo menciona. 


33.- En la segunda parte el artículo 54 faculta a los proveedores a detener 
al consumidor sorprendido en flagrante delito y ponerlo luego a disposición de la 
autoridad. Si el proveedor se excede en esta acción, se dice que serán aplicables 
las sanciones del artículo 53 (multa, clausura, suspensión, etc.). Hace tiempo que el 
artículo 16 de la Constitución Federal previene cómo debe de obrarse en los casos 
de flagrante delito y en este sentido el artículo 54 de la ley carece de objeto. Lo 
que si es novedoso e inesperado es que se establezca que cuando se detiene a una 
persona sin estarse en los supuestos del 16 Constitucional se apliquen las sanciones 
mencionadas. Quien priva a otra persona indebidamente de su libertad comete un 
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delito (en el Código Penal de Guanajuato se encuentra previsto en artículo 236). 
En este caso la ley del consumidor vuelve a olvidar facultades legislativas locales y 
disposiciones ya existentes. 


La Procuraduría del Consumidor 


34.- El capítulo octavo de la ley se refiere a la Procuraduría Federal del 
Consumidor. Dice su artículo 57 que es un “organismo descentralizado de servicio 
social, con funciones de autoridad, con personalidad jurídica y patrimonio propio para 
promover y proteger los derechos e intereses de la población consumidora”. 


Es ardua tarea tratar de comprender el sentido y alcance de esta disposición 
legal. Siempre hemos pensado que los organismos descentralizados de servicio no 
pueden desempeñar ninguna función de autoridad. La Constitución del país divide el 
poder de la Federación en Legislativo, Ejecutivo y Judicial (artículo 49). Los estados 
miembros tienen como base de su organización política y administrativa al municipio 
libre (artículo 115). En el estado de Guanajuato esta forma de organización del 
poder se corrobora por los textos de los artículos 34, 35, 36, 45, 46,47, 48 y 49 
principalmente de la Constitución del Estado. 


No hay manera de ajustar ninguna descentralización de la autoridad a las 
bases constitucionales y doctrinales. Funcionan en el país muchos organismos 
descentralizados por servicio y entre ellos se pueden citar la Comisión Federal de 
Electricidad, Petróleos Mexicanos, la gran mayoría de las Universidades, etc., ninguno 
de los cuales desempeña funciones de autoridad como atribución de derecho público. 
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El artículo 57 de la Ley del Consumidor encierra, pues, una contradicción difícil 
de conciliar, pues una de dos: o la Procuraduría es un organismo descentralizado por 
servicio y entonces no tiene carácter de autoridad, o es autoridad con atribuciones de 
poder y entonces no es organismo descentralizado. 


35.- Hay otra contradicción entre el referido artículo 57 y el 1* de la propia ley. 
En efecto, este último ordena que la aplicación y vigilancia en la esfera administrativa 
de sus disposiciones corresponde a la Secretaría de Industria y Comercio “a falta 
de competencia específica de determinada dependencia del Ejecutivo Federal. Serán 
órganos auxiliares de la expresada Secretaría para la vigilancia del cumplimiento 
de esta Ley, en los términos que disponga el reglamento respectivo, toda clase de 
autoridades federales, estatales y municipales”. 


¿Cómo es entonces que el 57 concede a la Procuraduría del Consumidor 
“funciones de autoridad”?. 


Podría quizás contestarse que la Procuraduría del Consumidor es una 
dependencia del Ejecutivo Federal creada precisamente para ver por la aplicación de 
la ley; pero esta respuesta sería inaceptable ya que si se tratase de una dependencia 
del Ejecutivo no tendría objeto constituirla en organismo descentralizado. Recuérdese 
que una nota fundamental de la descentralización consiste en la desaparición formal 
de la relación jerárquica (Gabino Fraga) y tan es así que a tales organismos se les 
dota de personalidad y patrimonio propios. Tal vez debemos concluir de todo este 
embrollo que la Procuraduría del Consumidor no es autoridad en el sentido estricto 
del concepto. 
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36.- Como ya antes se hizo notar, el artículo 10. de la ley convierte a todas 
las autoridades en “órganos auxiliares” de la Secretaría de Industria y Comercio. Los 
gobernadores, los integrantes de los Poderes Judiciales de las Entidades Federativas 
y los Ayuntamientos, a más de ser depositarios de la republicana soberanía, en un 
momento dado son auxiliares de una secretaría federal en virtud de una ley secundaría. 


¿Quién duda que en efecto así es? el Centro está tan identificado con su fuerza 
y con las prácticas irregulares que parece que ya ni siquiera se advierte cuando las 
consagra en leyes viciosas. 


Y no es que no se quiera prestar auxilio a la noble labor de proteger a los 
consumidores (cuando les asiste la razón); no, lo que alarma es la demoledora facilidad 
con que se rompen los principios. 


37.- Por si lo anterior no fuese suficiente, el artículo 58 del capítulo octavo 
previene que “serán coadyuvantes de la Procuraduría (del consumidor) toda clase de 
autoridades federales, estatales y municipales...” 


Así pues, además de órganos auxiliares de una secretaría federal, todas las 
autoridades resultan ahora “coadyuvantes” de un organismo descentralizado, en 
pleno derroche legislativo. 


38.- Veamos ahora cuales son las facultades de la Procuraduría del Consumidor. 


La fracción | del artículo 59 le concede carácter de representante de la 
población consumidora ante toda clase de autoridades, mediante el ejercicio de las 
acciones, recursos, trámites o gestiones que procedan, encaminados a proteger sus 
intereses. 
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La fracción ll asigna a la Procuraduría la facultad de “representar 
colectivamente” a los consumidores en cuanto tales. Seguramente se quiso decir: 
representar a una colectividad de consumidores. 


La fracción lIl le concede también facultades representativas, “previo el 
mandato correspondiente” de los consumidores cuando el problema pueda trascender 
o afectar intereses colectivos. Suponemos que esa trascendencia queda a juicio de la 
misma Procuraduría. 


La función conciliadora y arbitral 


39.- La fracción VIIIl alude a una de las principales funciones de la Procuraduría, 
a saber la del papel de conciliador -como amigable componedor- entre consumidores 
y comerciantes, industriales, prestadores de servicios, empresas de participación 
estatal, organismos descentralizados y órganos del estado. 


Conviene aquí recordar nuestros comentarios al artículo 2 (números 8 y 9). 
Si queremos reconocer en el Congreso de la Unión una actitud respetuosa de la 
constitucionalidad de la que tanto hemos dudado a lo largo de estos comentarios, 
debemos aclarar que este papel conciliador de la Procuraduría se tendrá que reducir 
a aquellos casos en que los actos jurídicos motivo del conflicto caen bajo la esfera 
federal (como por ejemplo, actos de comercio). Quedarían excluidos una enorme gama 
de supuestos relativos a contratos, transacciones y servicios mantenidos hasta hoy 
en la esfera de las legislaciones locales. 


40.- Debemos admitir que no es esta la pauta que en la práctica ha seguido 
la Procuraduría y sus delegaciones, pues interviene en toda clase de asuntos sin 
importar su régimen legal. 
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411.- Hay que anotar que no resulta explicable encomendar la función conciliadora 
al procurador de una de las partes en conflicto. Si la Procuraduría tiene como misión 
proteger los derechos e intereses del consumidor (artículo 57) y es además su 
representante (fracciones l, Il, lIl, V, etc. del 59) no parece prudente encomendarle 
al mismo tiempo el papel conciliatorio. Este papel lo desempeña, según la fracción 
VIII que se analiza, en una diligencia en la que reúne a las partes en conflicto, si no 
fuere posible un arreglo se les exhortara a que nombren voluntariamente como árbitro 
a la propia Procuraduría. Suponemos que esa designación voluntaria de parte del 
proveedor no será fácil que se dé, pues nadie razonablemente designara arbitro al 
procurador de su contra parte y en caso de que tal cosa suceda podrá decirse con toda 
verdad que la Procuraduría del Consumidor se convierte en juez y parte. 


En la práctica la Procuraduría y sus delegaciones logran muchas conciliaciones 
y tal vez suele actuar como árbitro, pero dadas las razones expuestas no aceptamos 
que esas conciliaciones o esos arbitrajes se ajusten a la ley. 


En esta parte el legislador pecó de ingenuo. ¿Cómo pudo suponer que los 
proveedores iban a aceptar conciliaciones o arbitrajes encomendadas al consumidor 
con el cual entró en conflicto? esto es desconocer la naturaleza humana. Entonces 
¿Cómo ha sido posible lograr tantos arreglos y conciliaciones?. 


Debe echarse mano de otros medios, pues tampoco se puede creer que los 
encargados de la función tengan dotes persuasivas extraordinarias. 
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42.- En la misma fracción VIII se previene que cuando no haya sido posible 
la conciliación ni se haya designado árbitro a la Procuraduría, el interesado podrá 
hacer valer sus derechos ante los tribunales competentes, pero “estos exigirán como 
requisito para su intervención una constancia de que se agotó el procedimiento 
conciliatorio”. 


He aquí de nuevo al Congreso de la Unión poniéndole condiciones para el 
ejercicio de sus funciones a toda clase de tribunales, inclusive los comunes estatales. 
Es claro que estos últimos no tienen por qué hacerle ningún caso a esta exigencia, 
excepto cuando actúan con competencia concurrente con los tribunales federales. 


Los contratos de adhesión 


43.- Dentro del mismo capítulo es digno de comentario el artículo 63 
que se refiere a los contratos de adhesión y, en general, a aquellos que formula 
unilateralmente el proveedor, cuyo contenido tiende a proteger al consumidor de cuya 
buena fe o ignorancia suele abusarse. Se le encomienda a la Procuraduría gestionar 
ante el proveedor de que se trate o ante el Ejecutivo Federal la modificación de las 
clausulas inequitativas. 


Parece ser que corresponde a la misma Procuraduría valorar el clausulado y 
condiciones de los contratos y decidir si son o no aceptables y justos. 


Ya las leyes mercantiles y civiles anteriores a la del consumidor especifican 
los requisitos de validez de un contrato delimitando el campo de libertad de los 
particulares. Recordemos que cualquiera que sea el objeto de los contratos tiene 
que ser no solo posible, sino licito. Ninguna prestación es exigible si contradice las 
normas jurídicas vigentes. En otras palabras, no somos libres de fijar el contenido de 
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los contratos en forma absoluta. La lesión, por ejemplo, puede anularlos. En materia 
mercantil las causas que invalidan un contrato son en términos generales las mismas 
que rigen en materia civil (artículo 81 del Código de Comercio). 


No deja de extrañar que el requisito de equidad y de proporcionalidad quede a 
juicio de la Procuraduría por arriba de las bases legisladas y vigentes. 


44.- En la disposición 63 se dice que cuando los contratos hayan sido 
autorizados o aprobados por autoridad distinta a la Procuraduría, dicha autoridad 
previa audiencia del proveedor tomará las medidas pertinentes para la modificación 
de su clausulado si en ellos se faltase a la equidad. Probablemente la ley se refiere 
aquí a las “formas” o “machotes” que se usan para ciertas operaciones comerciales. 
No puede aludir a los contratos mismos, que solo los hay cuando el consentimiento 
de las partes ya se ha dado. En este último supuesto es obvio que ninguna autoridad 
puede “tomar medidas pertinentes” para modificarlos ni en todo ni en parte, a menos 
que mediante un juicio se alcance tal propósito. Además, es difícil de entender que la 
autoridad que ha aprobado un contrato lo pueda luego modificar. 


Agrega el mismo artículo que cuando los contratos que juzgue inequitativos 
no sean de aquellos que otra autoridad deba aprobar o autorizar, la Procuraduría en 
un plazo no mayor de 5 días gestionará la modificación de clausurado. Si esto no 
se obtiene en un término de 30 días, dará a conocer al público su opinión sobre el 
particular y podrá demandar judicialmente la nulidad de las clausulas poco equitativas. 


Resulta harto difícil entender este curioso mecanismo y nos resistimos a creer 
que el artículo hable de contratos ya celebrados y con efectos legales. Es probable, 
repetimos, que más bien se haya querido referir a los textos de machote. 
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Los medios de apremio 


45.- El artículo 66 expresa textualmente que “la Procuraduría para el 
desempeño de las funciones que le atribuye la ley podrá emplear los siguientes medio 
de apremio: |.- Multa hasta por veinte mil pesos; I1.- El auxilio de la fuerza pública. Si 
fuere insuficiente el apremio procederá contra el rebelde por el delito en contra de la 
autoridad”. 


Advertimos en este artículo, como en muchos otros, incongruencia con el 10. 
de la ley. Este encomienda su aplicación a la Secretaría de Industria y Comercio, “a 
falta de determinada dependencia del Ejecutivo Federal”. 


Como se ha visto, la Procuraduría del Consumidor es un organismo 
descentralizado de servicio (artículo 57), con personalidad jurídica propia, con 
“funciones de autoridad”. Estas características le vienen del Poder Legislativo y no 
se presenta como una dependencia del Ejecutivo. Entonces no vemos por qué motivo 
tiene facultades aplicativas hasta el extremo de poder imponer multas, contrariando 
lo dicho en el artículo primero. 


Por lo demás, es del todo inusitado que un organismo descentralizado pueda 
usar medios coercitivos, como lo es la multa y el uso de la fuerza pública. 


46.- El supuesto en que deben aplicarse los medios de apremio es poco claro: 
los usara la Procuraduría para el desempeño de sus funciones. Es evidente que la 
única que puede cumplir o no sus funciones es la propia Procuraduría, o mejor dicho 
el procurador y sus auxiliares. Entonces ¿los medios de apremio del artículo 66 los 
aplicará la Procuraduría contra sí misma y contra sus propios servidores?. 
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Ante esta imposible conclusión consideramos que el legislador quiso decir 
otra cosa: que los medios de apremio se aplicaran a los particulares que incumplan 
las determinaciones legales o acuerdos fundados de la Procuraduría o que de alguna 
manera impidan o estoven su recto funcionamiento. 


47.- Hecha la anterior consideración y tomando en cuenta las facultades 
que otorga el artículo 59 a la Procuraduría, vemos que estos medios de apremio 
prácticamente nunca tendrán ocasión de aplicarse en los casos de las fracciones | 
a VII y IX a XIIl, pues basta leerlas para comprender que las posibilidades de que 
algún particular obstaculice las funciones de la Procuraduría o desacate alguno de 
sus acuerdos, son nulas. 


Quedaría por analizar solo una fracción, la VIII. En esta se señala la función 
conciliadora de la Procuraduría. Para que esta misión se lleve a cabo, es necesario 
que los proveedores acudan a la junta a que se refiere el inciso b) de la fracción 
que comentamos, previa cita, y en la cual la Procuraduría trataría de desempeñar su 
función componedora. Si el proveedor no acude es posible que opere el artículo 66 y 
que se le imponga una multa hasta de veinte mil pesos o que se use la fuerza pública, 
o que se consigne al rebelde por delito de desobediencia. ¿Hasta veinte mil pesos de 
multa por no asistir a la junta de posible conciliación cuando además se puede usar 
la fuerza para hacer comparecer al negligente? Salta a la vista que se trata de una 
multa excesiva y que viola gravemente el artículo 22 de la Constitución Federal el cual 
ennumera entre las sanciones prohibidas precisamente las multas excesivas. 


En materia penal la multa como medio de apremio es de $200.00 y en caso 
necesario el auxilio de la fuerza pública (artículo 42 del Código de Procedimientos 
Penales). En materia civil la multa por igual concepto es cuando mucho de $1,000.00 
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y si se hace necesario se usará la fuerza pública. La experiencia muestra que 
estos medios de apremio son suficientes y eficaces y es raro que no se consiga la 
comparecencia de todas aquellas personas cuya declaración se requiere. 


48.- Fuera del caso que nos ocupa —desobediencia de un citatorio para acudir 
a la junta de posible conciliación— no encontramos ningún otro digno de mencionarse 
en el cual pueda emplearse el apremio. 


En efecto, el no aceptar las exhortaciones para una conciliación no puede 
estimarse como actitud obstaculizadora de las funciones de la Procuraduría. Mucho 
menos lo será el negarse a designarla como árbitro. Tan es así que cuando no se 
consigue la conciliación ni el arbitraje, las partes quedan en libertad de acudir a la 
jurisdicción ordinaría, según el inciso f) de la misma fracción. 


Competencia territorial 


49.- Por último, no es posible dejar de señalar en relación con este capítulo 
octavo la inseguridad en cuanto a las reglas de lo que podríamos llamar “competencia 
territorial” de la Procuraduría y de sus delegaciones. 


El artículo 58 señala como domicilio de la Procuraduría la ciudad de México 
y agrega que se establecerán delegaciones “en todos y cada uno de los estados, así 
como en los lugares en que se considere necesario”. Aparte de la mala redacción, 
cabe preguntarnos hasta donde llega el ámbito de competencia territorial de la oficina 
principal ubicada en la ciudad de México. ¿Podrá citar a un proveedor que reside en 
Mérida o en Tijuana para que acuda al Distrito Federal a un trámite conciliatorio?. Se 
contestara que no, que para eso están las delegaciones estatales, pero ciertamente 
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esta respuesta no se deriva del texto de la ley. También podríamos preguntarnos 
hasta dónde llega la jurisdicción de una delegación ubicada en un determinado Estado. 
La ley no da respuesta. 


Pero aceptando que cada delegación actúe dentro de los límites del estado 
en que se encuentra, las molestias inferidas a consumidores y proveedores que no 
residen en la ciudad o municipio donde se encuentre la delegación son evidentes y 
constituyen de suyo una sanción en pérdida de tiempo, traslado, alimentos, etc... 
No parece justo que el consumidor o proveedor de Acámbaro o de San Luis de la Paz 
tenga que ir a León a ventilar los asuntos de esta ley. Pensemos ahora en estados tan 
extensos como Chihuahua o Sonora. Posiblemente el día de mañana se multipliquen 
las delegaciones y se cree al mismo tiempo y necesariamente un monstruoso aparato 
burocrático para aplicar la ley. La verdad es que este panorama no se ofrece como 
muy atractivo. 


El Instituto del Consumidor 


50.- El capítulo noveno se refiere al Instituto Nacional del Consumidor, que al 
igual que la Procuraduría, se crea como organismo descentralizado con personalidad 
jurídica y patrimonio propio. Los fines de dicho Instituto, señalados en el artículo 68, 
pueden resumirse en una actividad orientadora y capacitadora del consumidor. Son 
encomiables. 


Los medios de que el Instituto puede valerse para lograr sus fines se señalan en 
el artículo 69 que tiene seis fracciones. Es claro que estos medios deben entenderse 
solo en sentido enunciativo y no limitativo. 
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El resto de este capítulo noveno se ocupa de detallar la organización y 
condiciones de trabajo del Instituto, sobre lo cual nada tenemos que comentar, a no 
ser que prueba una vez más la irrefrenable tendencia hacia el crecimiento burocrático. 


51.- El artículo 75 que se ocupa del patrimonio del Instituto, cuestión sin duda 
de importancia y que no se tomó en cuenta en el capítulo relativo a la Procuraduría. 
Es hasta el artículo 40. transitorio donde encontramos que la Secretaría de Hacienda 
ministrará directamente a la Procuraduría los fondos necesarios para su organización 
y actividades. 


El 75 dice que, el patrimonio del Instituto se integrara con “los bienes y 
recursos que otorguen el gobierno federal, lo gobiernos de las entidades federativas y 
demás organismos del sector público, así como particulares para el cumplimiento de 
sus fines...”. 


Constitucionalmente no es posible que una entidad federativa destine ni un 
peso de sus recursos a organismos descentralizados federales. El Congreso de la 
Unión vuelve a exhibir en este dispositivo su desaprensión. 


Situación jurídica del personal 


52.- El capítulo décimo habla de la situación jurídica del personal que trabaje en 
la Procuraduría del Consumidor y en el Instituto. El artículo 76 dice que las relaciones 
de trabajo se rigen por el apartado B del artículo 123 de la Constitución del país y que, 
por lo tanto, les es aplicable la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado. 
Pero es el caso que el apartado B solo cubre y reglamenta relaciones entre los Poderes 
de la Unión, el gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores. Hay muchos organismos 
descentralizados, de gran importancia, que regulan sus relaciones laborales por el 
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apartado A y no por el B del 123, como Petróleos Mexicanos, Comisión Federal de 
Electricidad, Ferrocarriles, etc. ¿Cuáles serán las razones de estas diferencias? Es 
imposible saberlo. 


Inspección y vigilancia 


53.- El capítulo décimo primero se refiere a los servicios de inspección y 
vigilancia, para lo cual las personas físicas y morales permitirán que se les practiquen 
visitas a sus establecimientos y proporcionaran a las autoridades toda clase de 
informes para que se puedan cumplir los fines de la ley. Los artículos 80 a 85 se 
ocupan de detallar la forma en que se practicaran las visitas de inspección. 


Todas estas disposiciones son abiertamente inconstitucionales, pues el 
Congreso olvidó que el artículo 16 de la Carta Magna prohíbe terminantemente a la 
autoridad administrativa practicar visitas, excepto cuando se trate de averiguar si se 
han cumplido los reglamentos sanitarios y policiacos o de examinar libros y papeles 
sobre cumplimiento de normas fiscales. Y aun en este caso deben observarse las 
reglas relativas al cateo, contenidas en la garantía del 16 mencionado y de las cuales 
también se olvida la Ley del Consumidor. 


Sanciones 


54..- El capitulo décimo segundo se ocupa de las sanciones por infracciones a la 
ley que comentamos. Consisten en multas de cien a cien mil pesos, clausura (al parecer 
del establecimiento industrial o comercial) hasta por 60 días, arresto administrativo 
hasta por 36 horas, más las que ya comentamos de los artículos 53 y 54. 
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El 87 dice que las sanciones serán impuestas con base en “las actas 
levantadas por la autoridad o con motivo de los datos que aporten las denuncias de 
los consumidores”. Agrega que en todo caso las sanciones deberán ser fundadas y 
motivadas. Cuando hay reincidencia en la falta, la sanción pecuniaria puede triplicarse. 


Lo que resulta sorprendente, es que la autoridad pueda imponer multas 
hasta de cien mil pesos “con motivo de los datos que aporten las denuncias de los 
consumidores”. ¿Sin que la veracidad de estos datos o denuncias se verifiquen? ¿Sin 
que la otra parte sea oída? El artículo 87 no lo aclara. 


55.- Nos preguntamos qué autoridad está facultada para imponer estas 
sanciones. El artículo 86 dice que será la competente. ¿Y cuál es la competente? 
Tenemos que volver al artículo 1* de la ley que dice que a falta de la “competencia 
específica de determinada dependencia del Ejecutivo Federal”, la aplicación de la ley 
corresponde a la Secretaria de Industria y Comercio. No podrá, pues, aplicar estas 
sanciones ni la Procuraduría del Consumidor ni el Instituto Nacional del Consumidor. 


Recursos 


56.- El capítulo décimo tercero y último habla de los recursos. El artículo 91 
dice que todo persona afectada por las resoluciones dictadas con fundamento en la 
Ley del Consumidor “podrán recurrirlas en revisión, por escrito que presentará ante la 
inmediata autoridad superior de la responsable dentro del término de 15 días hábiles 
siguientes a la fecha de notificación de la resolución”. 


La expresión “inmediata autoridad superior” es muy vaga y en el momento 
dado difícil de averiguar. Si la Secretaría se toma como una unidad, la única autoridad 
superior será la Presidencia de la Republica. 
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Los artículos 93 y 94 dan al inconforme la oportunidad de ofrecer toda clase de 
pruebas, excepto la confesional, para lo cual se le puede conceder un plazo de 8 a 30 
días. Es curioso que esta posibilidad de ofrecer pruebas y de disfrutar de un plazo para 
ello no se conceda antes de dictarse la resolución o de aplicar la sanción, sino hasta 
después, al ventilarse el recurso. Se invierte, pues, la lógica procesal más elemental y 
se establece la posibilidad de que la autoridad revisora examine la resolución recurrida 
utilizando elementos que nunca se presentaron ante el inferior. 


Las resoluciones de la Procuraduría no son recurribles conforme a este capítulo 
decimo, pues es el artículo 59 el que señala que son revocables las que dicte durante 
su función conciliadora. El laudo arbitral solo admite aclaración. Debe hacerse notar 
que en ninguno de estos casos la ley señala plazos y procedimientos para el trámite. 


De la aplicación de la ley 


57.- La que más se manifiesta al público entre las actividades que derivan de la 
Ley del Consumidor es la que lleva a cabo la Procuraduría del Consumidor. En el estado 
de Guanajuato existe una delegación en León, la cual ha venido desempeñando una 
intensa labor. Según una nota aparecida en el diario A.M. el 3 de enero del presente 
año, los asuntos atendidos en 1980 superaron en un 700 por ciento a los ventilados 
en 1976. Sumados hacen un total de 17,326 en cinco años. No son muy buenas 
noticias, pues lo deseable sería que la conducta ilícita motivadora de tantos conflictos 
se hubiese reducido, no incrementado. 
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Otra nota de “El Heraldo” de 3 de marzo de 1981 informa que en el mes de 
febrero del mismo año atendieron 330 quejas (más de 11 por día) y que después 
de celebrarse 621 audiencias de conciliación se resolvieron favorablemente a los 
consumidores 293 casos (casi el 89 por ciento). 


Atentas las consideraciones hechas al comentar el capítulo octavo y 
particularmente la fracción VIII del artículo 59, así como el 66, no es fácil comprender 
cómo se puede llegar a tan alto porcentaje. La Ley, según hemos visto, no da medios 
idóneos para ello. 


58.- La delegación de León se encuentra en manos competentes y honestas, 
pero no cabe duda que ha recibido instrucciones de la Procuraduría de México de 
arreglar los conflictos que se le plantean a toda cosa. Se advierte el prurito. 


¿Qué se hace en la práctica para que el proveedor reconozca sus faltas en el 
89 por ciento de los casos ante una ley llena de buenas intenciones pero ingenua en 
el aspecto que analizamos?. 


Ya vimos que si el proveedor no acude a la cita para la junta de conciliación 
se le puede imponer una multa hasta de veinte mil pesos. Tenemos a la vista un 
citatorio impreso que contiene el apercibimiento de la sanción hasta por esa suma. 
Bajo el supuesto de que el proveedor comparezca, una vez discutido el asunto puede 
suceder que se niegue a toda conciliación o que los términos de su proposición no sean 
aceptados por el consumidor. En este caso el paso siguiente e inmediato consistirá en 
exhortar a las partes para que nombren árbitro a la Procuraduría y como seguramente 
no será atendida tal exhortación, en ese momento tendrá que concluir su intervención. 
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59.- En la práctica no sucede eso. Tenemos a la vista copia de una acta de 
una junta de conciliación, expediente número 4308/980, en la que se dice que en 
virtud de que no fue posible de que las partes conciliaran sus intereses, se cita a otra 
reunión, apercibiéndose otra vez al proveedor de que en caso de que no acuda se le 
multara. Como en esta segunda junta tampoco hubo arreglo, se cita a una tercera. 
Y así sucesivamente. En el expediente mencionado se celebraron siete audiencias de 
conciliación y se le impuso al proveedor una multa de veinte mil pesos que luego fue 
rebajada a dos mil, más gastos de ejecución. 


60.- Es explicable que la Procuraduría y sus delegaciones tengan que obrar así, 
pues si se apegasen a la ley su actividad sería prácticamente nula. 


Pero es claro que la seguridad jurídica y quizás la justicia quedan con frecuencia 
mal paradas. La ineficacia de una ley no autoriza a ejercer presiones más o menos 
disimuladas mediante citatorios reiterados, repetición de diligencias, multas, etc. 


61.- Por lo que ve a la naturaleza de los asuntos se ha dicho antes que la 
Procuraduría conoce de todos, aunque los conflictos de que se trate no estén regidos 
por leyes propias de la esfera federal, únicos en los que podría válidamente intervenir. 
El particular parece que soporta esta práctica, tomando en cuenta que le resulta más 
caro y molesto combatirla. Ya se sabe que la incosteabilidad de la defensa en tiempo 
y dinero, origina la pasividad del afectado, como el menor de los males, ante leyes 
enrevesadas y ante ciertos actos de autoridad infundados. Todo esto, a la larga, 
creara mayores problemas. El comerciante -téngase por seguro- repercutirá en sus 
precios multas y demás. Los platos rotos a fin de cuentas los pagará el consumidor. 
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62.- En varias ocasiones habíamos aplaudido la exitosa labor de la Procuraduría 
del Consumidor, no obstante la gran división de opiniones que hay sobre el tema. No 
nos disgusta incluso la imagen del viejo juez salomónico que al tiempo que exhorta 
blande el garrote sobre los pleiteantes. Por eso, en el fondo, vemos con simpatía 
aspectos sustanciales de la ley y la actividad de la Procuraduría. 


Algo muy importante se desprende también de todo esto, a saber: que las 
formas lentas, tradicionales y complicadas de administrar justicia tienen que 
revisarse, pues aparte de todos esos defectos resultan muy onerosas. El pobre no 
puede litigar. La abogacía tendrá que modernizarse también y poner sus miras en 
acciones más expeditas, de más buena fe, menos técnicas y más justas. El desempeño 
de la Procuraduría del Consumidor es, a pesar de todo, una advertencia que no puede 
pasarse por alto. 


Procede corregir no solo la Ley del Consumidor, sino otras muchas, federales y 
locales, aunque más urgente es corregir hábitos de conducta. 
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Comentarios al artículo 259 del código nacional de 
procedimientos penales. Generalidades de la prueba en el 
sistema acusatorio mexicano 


Magistrado Mtro. Francisco Aguilera Troncoso (director) 
Lic. Christian Ramón Campuzano Mendoza 

(asistente de investigación) y 

Lic. Román Antonio Alejandro Vélez González 

(asistente de investigación) 


| artículo 259 está ubicado en el libro segundo del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, segmento que regula el procedimiento penal y, 

concretamente, al título IV, que normaliza los datos de prueba, medios de prueba 
y pruebas. 


En primer momento, es importante destacar que los preceptos jurídicos 
materia del presente estudio fueron temas que abordó en su momento la reforma 
constitucional del 18 de junio del 2008, que, si bien es cierto, previo a esta 
trascendente reestructuración adjetiva, si se regulaban las pruebas en la materia; 
no se tenían contemplados una serie de principios que al día de hoy son rectores de 
la prueba en sus diversos momentos procesales; dígase: obtención, investigación, 
ofrecimiento, admisión, preparación y desahogo de la prueba. 


En la reforma estructural de la que se habla, se fijó como objetivo pasar de un 
sistema inquisitivo, a un sistema acusatorio adversativo, sustentado en la reforma del 
artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;* en concreto, 


1 Publicada en el Diario Oficial de la Federación, del 18 de junio de 2008. 
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en la adición de los principios procesales de publicidad, inmediación, contradicción, 
continuidad y concentración, que además, tiene como base toral, el predominio de los 
derechos fundamentales tanto de las víctimas u ofendidos, así como de las personas 
que tienen el carácter de imputadas dentro del proceso penal. 


A partir de la reforma constitucional de dos mil ocho, y con el predominio de 
los derechos fundamentales durante las distintas etapas del procedimiento, además, 
ha traído consigo garantías para incorporar los elementos de prueba, por medio de los 
cuales, los distintos personajes involucrados en el procedimiento podrán aportar los 
medios idóneos para acreditar los hechos materia de la litis; un ejemplo claro de ello, 
es durante el desarrollo de la etapa de investigación, donde tanto el Ministerio Público, 
el imputado, su Defensor, la víctima y/u ofendido, así como su asesor jurídico? están 
facultados para realizar las diligencias para hacerse de las fuentes de prueba, mismas 
que una vez que sean debidamente admitidas durante la etapa intermedia, podrán ser 
desahogadas en la audiencia final de juicio; lo anterior tiene trascendencia dado que 
sienta las bases para el correcto desarrollo del procedimiento, así como del instante 
que guarda la prueba durante el mismo. 


Dado el momento histórico que guarda el procedimiento penal en la actualidad, 
no se vislumbra de manera correcta el alcance legal de la introducción de los 
derechos fundamentales a la incorporación de los medios de prueba. Para mayor 
abundamiento, previo a la reforma constitucional de 2008, las diligencias realizadas 
por el Ministerio Público (como autoridad administrativa) ya eran consideradas como 
medios probatorios, ello, sin necesidad de ratificar en una audiencia de juicio o ante 


2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Artículo 20, Apartados 
A,ByC. 
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una autoridad jurisdiccional*; de lo anterior se advierte una arbitrariedad y una seria 
contradicción a los principios regidores de la prueba, lo anterior, con base en los 
lineamientos que señala la Constitución Política Federal en su artículo 20, párrafo 
primero. 


Dada la importancia que tiene la prueba en cualquier procedimiento 
jurisdiccional, más aún en un proceso de naturaleza penal, como medio idóneo para 
acreditar o desvirtuar un ilícito, necesario resulta que su valoración se realice bajo los 
principios de la lógica y la sana crítica, con el objeto de traer mayor certeza jurídica 
en las resoluciones judiciales. 


Resultando necesario recordar, que la prueba es la esencia de todo 
procedimiento penal, con ella, se justifican todas las etapas del procedimiento, 
su inicio, investigación, ejercicio de la acción penal y el sustento de la misma, la 
acreditación de las afirmaciones y el contenido esencial de una sentencia, por ello, 
resultaría impensable concebir el procedimiento sin la prueba. 


Ahora bien, el Código Nacional de Procedimientos Penales estila en su artículo 
259, las generalidades bajo las cuales han de observarse los datos de prueba, los 
medios de prueba y las pruebas. 


En su párrafo primero, deja sentado la amplia gama de posibilidades y medios 
a los que las partes tienen acceso para acreditar un hecho; con la salvedad que debe 
guardar ese medio aportado a juicio, a saber, el que sea obtenido por medios ilícitos 
o contrarios a derecho; asimismo, es dable afirmar que a través de los distintas 


3 Cfr. Dagdug Kalife, A.: Manual de derecho procesal penal. Teoría y práctica. 1ra 
Edición. INACIPE Ubijus. México D.F. . 2016; p. 497. 
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probanzas que se hagan llegar al Juzgador, éste a través de un ejercicio lógico jurídico 
creará una reconstrucción mental de los hechos, mediante la comparación de los 
distintos elementos probatorios aportados por las partes durante el procedimiento. 


Por lo que respecta al párrafo segundo del presente numeral, este hace 
referencia a la valoración de los elementos probatorios por el órgano jurisdiccional del 
conocimiento; que hace alusión tanto al principio de inmediación, así como al principio 
universal de la prueba; en cuanto hace al principio de inmediación, este señala que 
todas las audiencias desahogadas durante un procedimiento judicial, se desarrollaran 
en presencia del órgano jurisdiccional del conocimiento, dejando cimentada la relación 
humana que entablaran las partes con el Juzgador, quien no sólo será la persona 
encargada de presidir esas diligencias, sino que tiene la obligación de explicar a las 
partes con palabras claras y concisas el objeto de cada una de las audiencias”. Por 
lo que hace al principio de universalidad de la prueba, este tendrá por objeto, que el 
Juzgador se pueda acercar a la verdad por medio de razonamientos lógico jurídicos, 
ello, en la medida de lo humanamente posible. 


En cuanto al tercer y cuarto párrafo del artículo 259, este hace hincapié en 
dejar de lado el efecto corruptor de la prueba. Explico, en el sistema tradicional de 
justicia penal, todo lo recabado en averiguación previa por el Ministerio Público como 
autoridad administrativa, a la postre tenía pleno valor probatorio; ahora por lo que 
hace al nuevo sistema de justicia penal, todas las pruebas que sean admitidas en 
la etapa intermedia, y desahogadas en audiencia final de juicio, tendrán pleno valor 
probatorio. 


4 Consultable en: https://www.gob.mx/segob/articulos/que-es-el-principio- 
constitucional-de-inmediacion-en-el-nuevo-sistema-de-justicia-penal. 
Consultada el 4 cuatro de enero del año 2019. 
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Con ello, no sólo se agilizan las diligencias de investigación para al Ministerio 


Público y las demás partes, sino que trae aparejada una garantía de seguridad a los 


intervinientes en el procedimiento. 


Para mayor entendimiento de lo anterior, resulta necesario esquematizar 


los momentos procesales y los estadios por los que atraviesa la prueba durante el 


desarrollo del éste: 


Etapa de investigación: Durante esta primera etapa, tanto el agente 
investigador, como las demás partes procesales, realizarán las diligencias 
necesarias para allegarse de las fuentes de prueba; una vez que se encuentren 
integradas en la carpeta de investigación, llevarán el nombre de datos de 
prueba. 

Etapa intermedia: Es la introducción al procedimiento de la fuente de prueba 
o dato de prueba; en este momento procesal se le nombrará como “medio de 
prueba. 

Etapa de juicio oral: Por lo que hace a los medios de prueba que hayan sido 
admitidos en la etapa previa, en esta tendrá lugar la develación o el desahogo 
de esos medios previamente admitidos; en este estadio procesal, se le conoce 
como “prueba”. 

Valoración de la prueba: Este no es como tal un momento procesal en el que 
tengan intervención las partes, sino que es el periodo en el cual el juzgador 
sabedor de las pruebas desahogadas en audiencia de juicio, se hará de la 
verdad por medio de la razón, emitiendo finalmente un fallo conforme a 
derecho. 
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Por lo que hace a las excepciones de prueba que señala en su último párrafo 
el artículo 259; este se refiere a las pruebas anticipada, irrepetible y preconstituida, 
mismas que encuentran su fundamento legal en el artículo 20, apartado A, fracción 
111, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 


La prueba anticipada puede desahogarse en audiencias previas a la de juicio 
oral, en los casos donde por su naturaleza, esta pueda ser destruida, degradada, que 
desaparezca, y en el caso de una testimonial, la muerte del deponente. En el caso en 
comento, el desahogo de dichas pruebas se hará en presencia del juez de control y en 
todo momento atendiendo a los principios rectores de la prueba.? 


La prueba irrepetible es aquella declaración o entrevista que se haya realizado 
a algún testigo, acusado o perito, en diligencia previa a la audiencia de juicio oral, 
inclusive durante la etapa de investigación, que consten o se tenga registro de ella 
por algún medio, y que por alguna razón se torne irrepetible su desahogo en audiencia 
de juicio oral, por muerte, trastorno mental transitorio o permanente, o pérdida de 


5 Código Nacional de Procedimientos Penales. Artículo 304. Prueba anticipada 
Hasta antes de la celebración de la audiencia de juicio se podrá desahogar 
anticipadamente cualquier medio de prueba pertinente, siempre que se 
satisfagan los siguientes requisitos: |. Que sea practicada ante el Juez de control; 
1, Que sea solicitada por alguna de las partes, quienes deberán expresar las 
razones por las cuales el acto se debe realizar con anticipación a la audiencia 
de juicio a la que se pretende desahogar y se torna indispensable en virtud de 
que se estime probable que algún testigo no podrá concurrir a la audiencia de 
juicio, por vivir en el extranjero, por existir motivo que hiciere temer su muerte, o 
por su estado de salud o incapacidad física o mental que le impidiese declarar; 
Il. Que sea por motivos fundados y de extrema necesidad y para evitar la 
pérdida o alteración del medio probatorio, y IV. Que se practique en audiencia y 
en cumplimiento de las reglas previstas para la práctica de pruebas en el juicio. 
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capacidad para poder declarar en juicio, ello, sin que se haya realizado previamente 
prueba anticipada. En ese supuesto, para su correcto desahogo, se podrá dar lectura 
al registro que contiene dicha diligencia, mismo que tendrá pleno valor probatorio.* 


Finalmente, se entiende por prueba preconstituida, como aquella que por razón 
de urgencia para ser practicada, se debe llevar a cabo de forma inmediata en presencia 
de la autoridad competente (policía, Ministerio Público, médico legista, etc.), pero sin 
la presencia de todos los que deben intervenir en el desahogo de una prueba. Por ello, 
es importante destacar que dichas diligencias deben ser desahogadas con el mayor 
rigor posible, ello, con la finalidad de garantizar el correcto ejercicio del derecho de 
defensa al inculpado.” 


6 Código Nacional de Procedimientos Penales. Artículo 386. Excepción para la 
incorporación por lectura de declaraciones anteriores Podrán incorporarse al 
juicio, previa lectura o reproducción, los registros en que consten anteriores 
declaraciones o informes de testigos, peritos o acusados, únicamente en los 
siguientes casos: l. El testigo o coomputado haya fallecido, presente un trastorno 
mental transitorio o permanente o haya perdido la capacidad para declarar en 
juicio y, por esa razón, no hubiese sido posible solicitar su desahogo anticipado, 
o ll. Cuando la incomparecencia de los testigos, peritos o coimputados, 
fuere atribuible al acusado. Cualquiera de estas circunstancias deberá ser 
debidamente acreditada. 


E Cfr. Dagdug Kalife, . A.: Manual de derecho..., pp. 517 y ss. 
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El derecho constitucional a la prueba en el proceso penal 
Mtro. Jorge Arturo Porras Gutiérrez 
Introducción 


n virtud de la reforma constitucional de junio de 2011, el proceso penal, y en 

particular la actividad probatoria, se redimensiona más allá de la sola persecución 

de la verdad. Así, el proceso penal, debe partir del artículo 1*. constitucional, con po 
el propósito de considerar que la actividad probatoria, tiene como principal finalidad == 


deticon cda > 
salvaguardar el derecho humano de acceso a la jurisdicción. [M 


De esta guisa, en el marco del compromiso por el respeto alos derechos humanos, 
en este trabajo se pretende proporcionar herramientas legales y hermenéuticas útiles 
a las personas juzgadoras, a fin de promover un enfoque garantista, que se signifique 
en primar el derecho a la prueba en la energía motriz del debido proceso; lo anterior, 
pues la adecuada impartición de justicia, perfila la necesidad de considerar a la 
“prueba” como un derecho que asegura la efectividad del proceso, y la protección de 
los derechos humanos de las personas intervinientes en el proceso penal; de suerte 
que el derecho a la prueba, permite erradicar el vicio consistente en que los conflictos 
penales se resuelvan al arbitrio de la autoridad judicial. 
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l. El derecho constitucional a la prueba. 


omo un aspecto de orden preferente, explicaremos los principios del derecho 
constitucional a la prueba?, que le dan validez y legitimación a la resolución 
definitiva de responsabilidad penal en un procedimiento penal acusatorio.? 


El derecho fundamental a la prueba, que opera en el juicio penal acusatorio, no 
comprende un hipotético derecho a llevar a cabo una actividad probatoria ilimitada, 
pues las partes no están facultadas para exigir cualesquiera pruebas que tengan a 
bien proponer”; ergo, este derecho se traduce en la recepción y práctica únicamente 
de las pruebas pertinentes. Entendiéndose la pertinencia probatoria, como la relación 
entre los hechos que se pretenden probar y el thema decidendi.* 


1 Sobre el particular, Lluch, Xabier Abel, Picó i¡ Junoy, Joan y González, Manuel 
Richard: La prueba judicial. Desafíos en las jurisdicciones civil, penal, laboral y 
contencioso-administrativa. 1?. edición. Madrid. 2011. Editorial La Ley, p. 325 a 
339. 


2 Alrespecto, recordemos que el artículo 12 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales contempla el principio de juicio previo y debido proceso. 


3 Recuérdese que el artículo 346 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
establece restrictivamente la metodología que ha de observar el juzgador, para 
excluir medios de prueba para la audiencia del debate. 


4 “(...)Si bien los hechos son el objeto de la prueba, no cualquiera de los múltiples 
hechos involucrados en la relación o situación jurídica debatida en la litis podrá 
constituirse en thema de la misma, y, por añadidura, en thema decidendum 
en el proceso, sino y por lo general sólo aquellos que hubiesen sido alegados 
O articulados por las partes (...)” Kielmanovich. Jorge L: Teoría de la prueba 
y los medios probatorios. 2*. edición actualizada. Argentina. 2001. Rubinzal- 
Culzoni Editores. p. 48. “(...) Ahora bien, el ordenamiento procesal exige que el 
hecho, a la par de controvertido, sea conducente para constituirse en objeto de 
prueba, pues en rigor de verdad el hecho inconducente no podría ni debería ser 
materia de la actividad probatoria (frustra probatur quod probatum non relevat), 
aun cuando —debemos reconocer- en la práctica ello no se observa, parte por 
inadvertencia de los litigantes, parte por el explicable temor de éstos de dejar 
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En el procedimiento probatorio del proceso penal acusatorio, corresponde 


al juez de control (véase nota 3), el examen sobre la pertinencia y legalidad de las 


pruebas que ofrecen las partes; de suerte, que su actividad debe ceñirse a lo siguiente: 


Deberán admitirse las pruebas que: 


Estén reconocidas por el código nacional de procedimientos penales — 
artículo 360 (prueba testimonial); artículo 368 (prueba pericial); artículo 
377 (declaración del acusado); artículo 380 (prueba documental y material); 
y artículo 388 (otras pruebas)-; ya que el artículo 356 del código nacional 
de procedimientos penales señala: ”(...) todos los hechos y circunstancias 
aportados para la adecuada solución del caso sometido a juicio, podrán 
ser probados por cualquier medio pertinente producido e incorporado de 
conformidad con este código.(...)”, 

Sean pertinentes —esto es, que resulten relevantes para la decisión final, 
al versar sobre los hechos litigiosos. Recuérdese que el primer párrafo del 
artículo 346 señala que ”(...) el juez de control ordenará fundadamente que se 
excluyan de ser rendidos en la audiencia de juicio, aquellos medios de prueba 
que no se refieran directa o indirectamente al objeto de la investigación y sean 
útiles para el esclarecimiento de los hechos (...)”; (lo subrayado es nuestro) y, 
Resulten lícitas y regulares, por haberse practicado conforme a las 
formalidades constitucionales y legales que para cada prueba establezca el 
ordenamiento aplicable. al respecto, considérese el artículo 357 del código 
nacional de procedimientos penales, que dice: “la prueba no tendrá valor si ha 


sin prueba hechos que deberían haberlo sido, parte por el cierto prejuzgamiento 
que para algunos magistrados esa desestimación podría implicar (...). 
Kielmanovich. Jorge L: Teoría de la prueba.... p. 51. 
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sido obtenida por medio de actos violatorios de derechos fundamentales, o si 
no fue incorporada al proceso conforme a las disposiciones de este código.” 
precepto que se correlaciona con las reglas de exclusión probatoria, previstas 
en las fracciones Il a IV del artículo 346 del propio código.? 


Es contrario al derecho al debido proceso y garantía de defensa, aquel 
procedimiento penal en el que, la falta de actividad probatoria se haya traducido en 
una auténtica indefensión del imputado, porque el juez de control le impidió a éste 
probar los hechos que quiso demostrar, o no aplicó las reglas de exclusión probatoria. 


5 Más adelante se estudiará lo concerniente a la prueba irregular y la prueba ilícita. 
Al respecto, conviene adelantar que un sector de la doctrina comparte la regla 
de exclusión de la prueba ilícita, como lo evidencia la siguiente reflexión: “(...) la 
prueba ilícita carece de toda eficacia probatoria inmediata y mediata, en tanto la 
exclusión aprehende también a cualesquiera otras fuentes (prueba 'derivada”), 
si se quiere intrínsecamente inobjetables, descubiertas a consecuencia de la 
producción de aquella, por aplicación de la máxima nullum est, nullum producit 
effectum (...)” Kielmanovich. Jorge L: Teoría de la prueba.... p. 144. 
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II. Obligaciones impuestas al juez de control, en virtud del derecho 
constitucional a la prueba, en la fase de admisión. 


ajo esta línea argumentativa, el juez de control debe atender las siguientes 
obligaciones en garantía del derecho constitucional a la prueba: 


1. Principio pro probatione o favor probationis. 


El principio pro probatione, o favor probationis, parte de la idea de que en casos 
de dudas o dificultades probatorias (af fcilioris probationes) se deberá estar, aunque 
no necesariamente sujeto a estándares excesivamente rígidos, en favor de que la 
prueba sea susceptible de ser admisible en el juicio, sobre su idoneidad para demostrar 
un hecho, es decir, su conducencia, y ajustando el criterio que rige la admisibilidad y 
eficacia de la prueba. 


Por tal motivo, debe advertirse que, si la prueba que se intenta incorporar 
al juicio no es notoriamente improcedente, en caso de duda, se debe recibir; 
evidentemente, sin soslayar la valoración que se haga de las pruebas aportadas al 
proceso, cuando se dicte sentencia. 


En esta tesitura, dado que el derecho a la prueba es un derecho humano (perdón 
la perogrullada), el juez de control debe interpretar la regulación al derecho a la prueba 
en el sentido más favorable a su efectividad (principio que se armoniza con el diverso 
pro homine). por ello, en el caso de duda, el juez de control deberá inclinar su decisión 
a admitir la prueba propuesta; recuérdese que los artículos 17 constitucional y 8.1.2. 
c) y f) de la convención americana sobre derechos humanos, consagran el derecho a 
la protección judicial o tutela judicial efectiva, conforme al cual, las autoridades que 
dirijan un juicio o un procedimiento en forma de juicio, deben hacerlo de modo tal, que 
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eviten dilaciones y entorpecimientos indebidos, esto es, deberán evitar las trampas 
procesales en perjuicio del imputado; y habrán de privilegiar la solución del conflicto 
sobre los formalismos judiciales. 


Luego, la admisión de pruebas deberá hacerse con arreglo en la simple 
pertinencia de las pruebas ofrecidas y no con base en un vaticinio de relevancia, porque 
de lo contrario, podrían eliminarse pruebas que a la postre serían relevantes. Además 
la inadmisión de pruebas podría significarse en una inadecuada predeterminación al 
thema decidendí, pues la prueba desechada podría haber estado orientada, justamente, 
a la definición y demostración de éste. 


En dicho sentido, es necesario destacar que el principio comentado no implica 
ignorar la regla de exclusión de la sobreabundancia (fracción l, inciso a, del artículo 
346 del código nacional de procedimientos penales); que se significa en que el juez 
de control, en caso de estar frente a un medio de prueba sobreabundante, dispondrá 


Prueba 


que la parte oferente de la prueba “reduzca el número de testigos o de documentos, 
cuando mediante ellos desee acreditar los mismos hechos o circunstancias con la 
materia que se someterá a juicio.” 


2. En materia de prueba, el juez de control debe actuar —dentro de los 
límites del debido proceso, el derecho de igualdad de armas y el equilibrio 
procesal-, bajo los principios de antiformalismo, razonabilidad y veda a la 

arbitrariedad. 


Los principios enunciados tienen su génesis en la tutela judicial efectiva; luego, 
lo que debe evitar el juez es: 


e La exigencia de la forma por la forma, prescindiendo de la finalidad; 
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e Realizar aseveraciones apodícticas denegatorias de pruebas, por estimarse 
dogmáticamente (sin motivación) que la práctica de la prueba es intrascendente 
e irrelevante; y, 

e Emitir una decisión desestimatoria de la defensa del imputado, porque no 
acreditó su defensa; cuando precisamente ello obedeció, a un desechamiento 
apriorístico e injustificado de las pruebas ofrecidas. 


A. En la fase práctica, el juez está obligado a velar por el respeto del principio 
de igualdad de las partes y de contradicción. 


La igualdad impone al juez evitar que la fiscalía tenga privilegios frente al 
imputado; mientras que, para respetar el principio de contradicción, no basta con la 
posibilidad de proponer prueba frente a la ofrecida por la autoridad investigadora, sino 
que es menester asegurar el derecho a intervenir contradictoriamente en la prueba de 
la autoridad investigadora. 


“(...) El principio de contradicción de la prueba, de raigambre 
eminentemente constitucional... implica que la misma, para ser válida 
o por lo menos eficaz, debió haber sido producida con audiencia o con 
intervención de la parte contraria, de modo que ésta pudiese haber 
fiscalizado su ordenada asunción y haber contado con la posibilidad de 
ofrecer prueba en descargo. 

El derecho de defensa en juicio no es pues una estéril garantía que se 
agota en un puro ejercicio de contradicción a la pretensión invocando 
defensas o excepciones, o que se acuerda para la impugnación de los 
actos procesales, sino que se extiende naturalmente a la materia de la 
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prueba, particularmente por la dramática incidencia que los hechos y 
su acendrada comprobación tienen para la existencia de los derechos 
sustantivos y la efectividad de los procedimientos judiciales (....).”* 


Recordemos, en relación con este tópico, que el derecho al debido proceso 
reconocido a favor de los gobernados en el artículo 14 constitucional (y refrendado 
en el artículo 12 del código nacional de procedimientos penales), lleva implícita la 
necesidad de que en el proceso penal rijan en la materia probatoria, entre otros, los 
principios de contradicción, legalidad, oportunidad, igualdad de armas, probidad, 
lealtad y buena fe, apreciación legal de la prueba, economía procesal e inmutabilidad 
de las resoluciones judiciales; cuyo contenido está encaminado a garantizar que el 
imputado, en un juicio penal, tenga el derecho de ser escuchado, de ofrecer pruebas, 
alegar y recurrir las resoluciones que no les resulten favorables. 


De los anteriores principios destacan el de contradicción y el de igualdad de 
armas, reconocidos, respectivamente, en los artículos 14, numerales 1 y 3, incisos b, 
c, d y e, del pacto internacional de derechos civiles y políticos; y 8, numerales 1 y 2, 
incisos c y f, de la convención americana sobre derechos humanos. 


El principio de contradicción tiene aplicación en la materia probatoria. se 
encuentra recogido en el último párrafo del artículo 261 del código nacional de 
procedimientos penales; y su principal objetivo es permitir la refutación, ya que por 
medio de aquél se posibilita debatir sobre la prueba de la parte contraria, de manera 
que constituye un examen de veracidad al que son sometidos los medios de convicción, 
porque a través de este principio, se establece que tiene razón o una parte u otra, pero 
no las dos en el mismo tiempo y en el mismo proceso. 


6 Kielmanovich. Jorge L.: Teoría de la prueba.... p. 64. 
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El principio de contradicción, no huelga mencionar, es de particular relevancia 
en lo que concierne a la eficacia de la prueba producida en otros autos; pues: 


“(...) En cuanto a la eficacia de la prueba producida en un expediente 
judicial tramitado entre las mismas partes, ella, comoregla, es plenamente 
eficaz en tanto ambos litigantes hayan tenido la oportunidad de ejercer 
su control con las garantías del debido proceso legal, en el caso, de 
ofrecer toda la prueba contraria que hubiesen estimado conveniente, y 
de fiscalizar la producida, no siendo por ello indispensable su ratificación 
en el segundo proceso. 


Así nada impide hacer mérito de las pruebas arrimadas a causas de otra 
índole, siempre que se refieran a los mismos hechos, sin perjuicio de las 
distintas consecuencias que de ellos puedan emanar, máxime cuando 
nada se invoca ni se advierte, que impida la apreciación de las aludidas 
pruebas por razones que se vinculan con la defensa en juicio o el debido 
proceso adjetivo. 


En este contexto señala Devis Echandía que dada la unidad de la 
jurisdicción, no obstante la división y especialización que para su 
ejercicio se haga. “es jurídicamente igual que la prueba trasladada 
se haya recibido en un proceso anterior civil o penal o contencioso- 
administrativo, etcétera, siempre que haya sido pública y controvertida 
por la parte contra quien se aduce en el nuevo proceso” [Devis Echandía, 
ob. cit., t.1., p. 373]. 
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De igual forma, es eficaz la prueba producida en otro expediente —civil o 
penal- seguido no entre las mismas partes, sino entre un tercero y una 
de las partes contra quien se la pretende oponer, en tanto, claro está, 
ésta haya tenido la oportunidad de intervenir y controlar su producción 
[Devis Echandía, ob. cit., t. l., p. 367] (...).”” 


A modo de corolario, la eficacia de las pruebas producidas en otros autos, 
está condicionada básicamente a la observancia de una formalidad esencial en el 
procedimiento, a saber: 


La eficacia de las pruebas que se incorporan a diverso juicio, depende de que se 
hayan practicado respetando la audiencia de la persona o parte a la que se pretenden 
oponer, esto es, sólo si se salvaguardó el derecho de contradicción de la parte en el 
desahogo de las pruebas que se busca incorporar a causa de otra índole, ya sea que 
haya identidad de partes en el juicio previo; o que dicho juicio haya sido entre un 
tercero y la parte contra quien se invocan las pruebas. 


En otro orden, el principio de igualdad de armas tiene una connotación más 
amplia, pues exige el reconocimiento a la igualdad probatoria; derecho que cobra 
especial trascendencia cuando, como se ha sostenido en la jurisprudencia mexicana, 
“(...) en el proceso existe una situación disímil entre las partes, ya sea por su condición 
económica, social o por el carácter de autoridad con que se actúa, que se refleja en 
una desigualdad en la posibilidad de defensa (...).”* 


7 Kielmanovich. Jorge L: Teoría de la prueba.... p. 150. 


8 Décima época. Registro digital: 2001157. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: 1.150.A.2 K (10a.). Materia(s): Constitucional, Común. Tipo: 
Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro X, 
Julio de 2012, Tomo 3, página 2035 
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Así, en lo que concierne al procedimiento penal, el principio de igualdad de 
armas implica equilibrio en las posiciones de las partes procesales, equivalencia de 
oportunidades, homogeneidad razonable de medios, e identidad de facultades para 
el desempeño de sus respectivos roles; todo ello con la finalidad constitucional de 
zanjar cualquier eventual desventaja del imputado, frente a la posición privilegiada 
del ente acusador; garantía que se concreta en el derecho de la defensa a tener las 
mismas posibilidades de la acusación, a ser oída y a evacuar la prueba, en las mismas 
condiciones.? 


En el plano puramente normativo, la igualdad de armas es uno de los principios 
inherentes a la persona humana, un valor superior, una garantía de los justiciables, un 
derecho prevalente que lleva ínsita la eliminación de la arbitrariedad, y un mandato 
antidiscriminatorio, que no puede quedar en el terreno de la especulación teórica.* 


3. El principio de verdad material y su correlación con el principio de 
presunción de inocencia. 


Recordemos que uno de los principios generales del proceso penal acusatorio, 
es tener por objeto el “esclarecimiento de los hechos”, que se traduce en el principio 
de “verdad material” (artículo 20, apartado A, fracción |, de la constitución política 
de los estados unidos mexicanos). 


9 Recordemos que en la etapa de investigación los actos de ésta tendrán el 
carácter de reservados, en términos del artículo 218 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales. 


10 Al respecto, el artículo 10 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
salvaguarda la igualdad procesal entre las partes; y la prohibición de 
discriminación. 

El artículo 262 del propio Código protege el derecho de las partes a ofrecer 
medios de prueba. 
El artículo 356 del citado Código prevé la libertad probatoria. 
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La búsqueda de la verdad material, supone que se deseche la prevalencia de 
criterios que acepten como verdadero algo que no lo es o que nieguen la veracidad 
de lo que sí lo es. entonces, los operadores del proceso penal, contemplados en 
el artículo 105 del código nacional de procedimientos penales, deben descartar la 
“verdad formal”, que implica la adecuación entre la idea que se tiene de una conducta, 
de acuerdo al material convictivo presentado por la autoridad investigadora, y lo que 
ésta parece ser en la realidad. 


“(...) Indudablemente que, en términos de verdad, “el resultado de la búsqueda 
jurídicamente limitada o regulada no es, pues la verdad material o, como diríamos 
mediante una eficaz redundancia, la verdad verdadera, sino una verdad convencional 
[...] o judicial, porque se la busca mediante leyes jurídicas y no sólo mediante leyes 
lógicas, y Únicamente en virtud de esas leyes jurídicas reemplaza a la verdad material" 


En efecto, la sentencia que admite el progreso de la demanda, la defensa o la 
excepción no presupone que el hecho sea necesariamente verdadero según la realidad, 
sino, en todo caso, 'verdadero” según normas jurídicas, en grado de intensidad —en 
cuanto a la convicción del juez— suficiente de acuerdo a las exigencias que el propio 
ordenamiento señala. 


El principio de la 'verdad material”, en cambio, supone ya apriorísticamente 
que el proceso puede acceder, sin más, al conocimiento de los hechos tal cual real 
y materialmente sucedieron, puede descifrar el “estado objetivo de las cosas” (los 
hechos comprobables), o alcanzar, lisa y llanamente, la verdad verdadera... a pesar de 
las limitaciones establecidas, tanto en y para el proceso civil dispositivo como para el 
inquisitivo (...).”"! 


11 Kielmanovich. Jorge L: Teoría de la prueba.... p. 61. 
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El proceso penal acusatorio, entonces, debe adaptarse, para superar las 
restricciones cognoscitivas que puedan derivar de la verdad jurídica meramente 
formal, presentada por la autoridad investigadora. 


De esta suerte, las reglas vinculadas a la prueba deben ser apreciadas de 
acuerdo con el principio de “verdad material”; principio que da primacía a la verdad 
jurídica objetiva, de forma que su aclaración no se vea afectada por un excesivo rigor 
formal. 


En el proceso penal no se podrá, por ende, aplicar ritualmente la regla que 
reza: nemo tenetur edere contra se (nadie está obligado a suministrar prueba a su 
adversario).*? 


De esta guisa, si la prueba es el único medio seguro de lograr la reconstrucción 
conceptual de los hechos, de modo comprobable y demostrable; ello conduce a que la 
sentencia, en el proceso penal, en absoluto podrá desconocer el principio de presunción 
de inocencia, consagrado en el artículo 13 del código nacional de procedimientos 
penales. 


Para explicar la importancia del principio de presunción de inocencia, en 
relación con el tema del derecho constitucional a la prueba; citamos la jurisprudencia 
1a.lJ. 28/2016 (10a.), de la primera sala de la suprema corte de justicia de la nación, 
consultable en la Décima Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 31, Junio de 2016, Tomo |, página 546, de texto: 


12 Recuérdese que el artículo 337 Código Nacional de Procedimientos Penales 
dispone que las partes tienen la obligación de darse a conocer entre ellas, el 
descubrimiento probatorio. 
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“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO ESTÁNDAR DE PRUEBA. 
CONDICIONES PARA ESTIMAR QUE EXISTE PRUEBA DE CARGO SUFICIENTE PARA 
DESVIRTUARLA. Para poder considerar que hay prueba de cargo suficiente para 
enervar la presunción de inocencia, el juez debe cerciorarse de que las pruebas de 
cargo desvirtúen la hipótesis de inocencia efectivamente alegada por la defensa en el 
juicio y, al mismo tiempo, en el caso de que existan, debe descartarse que las pruebas 
de descargo o contraindicios den lugar a una duda razonable sobre la hipótesis de 
culpabilidad sustentada por la parte acusadora.” 


Bajo esa línea argumentativa, el principio de verdad material se erige como la 
piedra angular del derecho humano al debido proceso del imputado, pues tal principio 
debe ser celosamente custodiado por el juzgador, en virtud de que el objeto del proceso 
penal acusatorio no es castigar, sino encontrar la verdad, a través del esclarecimiento 
de los hechos. 


A. Excepción organizativa al principio de presunción de inocencia, en la 
etapa de investigación. 


El código nacional de procedimientos penales prevé en sus artículos 132, 
fracción VII, y 212, que la policía tiene la obligación de investigar y reportar sus 
resultados al ministerio público; y el deber de éste, cuando tenga conocimiento de la 
existencia de un hecho que la ley señale como delito, de dirigir la investigación penal. 


Respecto de estas disposiciones, se presenta una excepción “organizativa” 
a la presunción de inocencia, pues “(...) un policía en la etapa de investigación, se 
me permite la expresión, es 'juez' y parte. Por mucho que las actuaciones policiales 
vengan propiciadas por una denuncia, si se investigan los hechos denunciados es 
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porque se les da crédito, aunque sea mínimo, y se produce una efectiva implicación 
en los mismos de la policía al investigarlos, puesto que se analiza exclusivamente la 
hipótesis del denunciante. Y esa es la única guía de la investigación, la culpabilidad, 
al contrario de lo que sucede durante el juicio oral, en el que la inocencia es la guía. 
Aunque se atiendan en dicho juicio a las posiciones de ambas partes y, con ello, se 
ponga en cuestión la inocencia, ello no obsta, como ya vimos, a que la inocencia siga 
realizando esa labor de guía. 


Por el contrario, la policía investiga porque los hechos denunciados no son 
considerados manifiestamente falsos... Y en esa consideración, insisto, no se tiene en 
cuenta en ningún momento la inocencia del investigado, puesto que, de lo contrario, 
no se le investigaría, y hasta llegaría a advertírsele, en todo caso, de que existe una 
denuncia, o una sospecha, contra él, cosa que no siempre se hace para no frustrar 
el éxito de la investigación. Pero fijemonos en que si partimos de la base de que 
el investigado puede frustrar el éxito de la investigación es porque, aunque sea 
provisionalmente, prima facie si se quiere, le estamos considerando responsable de 
los hechos. 


Por consiguiente, la presunción de inocencia es ajena a la actuación policial, y 
de hecho así debe serlo para que la misma tenga la eficacia deseada, tanto en cuanto 
a la prevención como a la asistencia judicial en la investigación (...).* 


13 Nieva Fenoll, Jordi: La duda en el proceso penal, (Colección: Proceso y 
derecho). Sin edición. Madrid. 2013. Marcial Pons. p. 97. 
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Sin embargo, dicha excepción “organizativa” tiene remedio en el código 
nacional de procedimientos penales, toda vez que el estándar de valoración para 
el dictado del auto de vinculación a proceso, no puede rebasar el de los datos de 
prueba.** Me explico: 


El juez de control, al resolver, según sea el caso, sobre la vinculación o no 
a proceso del imputado, no debe estudiar los datos de la carpeta de investigación, 
sino valorar la razonabilidad de las manifestaciones expuestas por la fiscalía y, en su 
caso, la contra-argumentación o refutación del imputado o su defensor, considerando 
ambas hipótesis o teorías del caso, 


“(...) respaldadas en datos provenientes de la carpeta de investigación 
del Ministerio Público o de la investigación de la defensa, y aun en caso 
de haber desahogado medios de prueba en la etapa inicial el imputado 
o su defensor, deben valorarse con el mismo rango que los datos de 
prueba del Ministerio Público, pues sólo sirven, las pruebas, en esta 
etapa, para integrar datos de prueba, por lo que darle un mayor valor 
a la prueba en ese momento, rebasaría las directrices constitucionales, 
además de que originaría desigualdad de la defensa con el Ministerio 
Público y la víctima u ofendido (...).”** 


14 No debe perderse de vista el primer párrafo del artículo 261 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales. 


15 Precedente de la Décima Época. Registro digital: 28016. Asunto: AMPARO 
EN REVISIÓN 60/2017. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 57, Agosto de 2018, 
Tomo lll, página 2355 
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Así, el test que procede aplicar para el estudio de los datos de prueba, a 


partir de los cuales puede establecerse que se ha cometido un hecho imputado como 


delito —el cual tiene como objetivo diferenciar el nivel de exigencia probatoria, que 


es aplicable en las resoluciones susceptibles de ser dictadas en la audiencia inicial, 


frente a la sentencia definitiva dictada en el juicio oral-; requiere:*? 


Una hipótesis (teoría del caso): Es una proposición que tiene como sustento 
un hecho captado por medio de los sentidos. 

Los enunciados que integran la hipótesis; razonamientos con cierta probabilidad 
o verosimilitud. 

La verificabilidad de los enunciados, mediante la existencia de datos que 
establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señala como delito y la 
probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en su comisión. 
Luego, la valoración del juez debe ser racional, es decir, ha de emplear 
elementos o reglas racionales, lógicas, máximas de experiencia, método 
científico y pensar reflexivo, para valorar e interpretar los resultados de la 
aportación de datos de prueba en conjunción con lo alegado, para determinar 
qué puede dar o considerar como probado; en otras palabras, el juez debe 
evaluar el grado de probabilidad, con fundamento en los medios disponibles, a 
efecto de considerar como verdadera una hipótesis sobre los hechos. 


Décima Época. Registro digital: 2017728. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: XVI!.10.P.A. J/19 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 57, Agosto de 
2018, Tomo lll, página 2388. 
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e La aceptación o rechazo de la hipótesis, mediante la argumentación de la 
hipótesis aceptada y la refutación, por contrastabilidad, de la rechazada. 
La aceptabilidad de una hipótesis es un juicio sobre su confirmación y no 
refutación. 


Una vez confirmada debe someterse aún a la refutación examinando los 
posibles hechos que -de existir- invalidarán o reducirán el grado de probabilidad de la 
hipótesis, es decir, el Juez contrasta unas afirmaciones -hipótesis- poniendo a prueba 
su valor explicativo. 


Una hipótesis se considera confirmada por un dato o medio de prueba si existe 
un nexo causal o lógico entre ambas, de modo que se configure una razón para su 
aceptación. La confirmación corresponde a una inferencia en virtud de la cual, a partir 
de unos datos de prueba y de una regla que conecta a esos datos de prueba con la 
hipótesis, se concluye aceptando la veracidad de esta última. 


Prueba 


En esta tesitura, de acuerdo con los principios del código nacional de 
procedimientos penales, el único que puede desahogar prueba durante el plazo 
constitucional, o su ampliación, es el imputado; y esa prueba debe valorarse con el 
mismo estándar del dato de prueba; con el propósito de no colocar al imputado en una 
situación invariablemente privilegiada, violando el principio de igualdad de las partes. 
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Lo anterior, no obstante que la fiscalía en la carpeta de investigación reúna 
pruebas y no datos necesariamente, pues al igual que los de la defensa, deben 
valorarse en la etapa inicial como datos, en atención al principio de igualdad previsto 
en el artículo 10 del código mencionado.*” 


De esta guisa, al decidir sobre la procedencia del auto de vinculación a 
proceso, el juez de control no debe imponerse de los datos que integran la carpeta 
de investigación, sino que, en observancia al derecho de defensa contradictoria de 
las partes contendientes, ha de resolver conforme a las cuestiones efectivamente 
debatidas en la audiencia. 


Lo anterior, a fin de evitar la formación de un criterio propio que afecte su 
objetividad e imparcialidad; y que su decisión se emita únicamente conforme a las 
cuestiones debatidas en la audiencia desahogada ante él; pues el principio en comento, 
no otorga privilegios a ninguna de las partes, ni existe suplencia para corregir, 
subsanar o complementar sus intervenciones, sino que la actividad procesal depende 
de la intervención de éstas, quienes deben exponer sus respectivas afirmaciones y 
defensas ante el juez de garantía, discutirlas en un debate pleno y contradictorio 
sobre los aspectos ahí ventilados, produciendo argumentos o pruebas en que se 
sustenten y, con base en ello, el juez resuelve conforme a derecho, con los elementos 
que le suministraron los contendientes, y de acuerdo con lo propuesto por ellos.** 


17 Décima Época. Registro digital: 2015953. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: XVII.10.P.A.53 P (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 50, Enero de 2018, Tomo 
IV, página 2082 


18 Cfr. las siguientes tesis: Décima Época. Registro digital: 2015953 XVII. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis: XVIl.10.P.A.53 P (10a.). Materia(s): 
Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 50, Enero de 2018, Tomo IV, página 2082 
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4. El juez no puede permanecer pasivo en relación con la práctica de 
las pruebas periciales admitidas, sino que debe colaborar diligentemente en 
las mismas. 


Cuando en el procedimiento penal se ofrece la prueba pericial, y alguna de 
las partes pide que los gastos de producción de esa prueba sean soportados por el 
Estado; el juez debe velar por el desahogo de la pericial, requiriendo la designación 
de peritos de instituciones públicas, las que estarán obligadas a practicar el peritaje 
correspondiente; pues la práctica de la prueba no puede entenderse como algo a 
merced exclusiva del principio dispositivo, porque a partir de la petición de alguna de 
las partes, existe un interés público en que esa prueba se practique. Lo anterior, se 
reconoce en el artículo 103 del código nacional de procedimientos penales. 


A. El tribunal de enjuiciamiento está obligado a asegurarse, antes de cerrar 
la fase probatoria, de que se han practicado las pruebas admitidas. 


El tribunal de enjuiciamiento debe posibilitar la práctica de todas las pruebas 
admitidas al probable responsable, no pudiendo subordinar ese deber a la rapidez de la 
resolución o a intereses que, so pretexto de optimizar la economía del procedimiento 
penal, la mayor celeridad de éste, o la eficacia en la administración de justicia, socaven 
el derecho de defensa del probable responsable. 


Décima Época. Registro digital: 2017728. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: XVI!.10.P.A. J/19 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 57, Agosto de 
2018, Tomo lll, página 2388. 

Décima Época. Registro digital: 2013411. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: Vl.20.P.38 P (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 38, Enero de 2017, Tomo 
IV, página 2436 
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En este sentido, vale la pena subrayar que la salvedad a que se refiere el 
artículo 20, apartado B, fracción VII, de la constitución política de los estados unidos 
mexicanos, fue establecida en beneficio del imputado; y permite identificar el tiempo 
máximo en que las partes pueden desplegar su actividad probatoria, y en el que el 
juez puede ejercer sus facultades para recabar de oficio las pruebas necesarias en 
búsqueda de la verdad histórica. 


En este sentido, la negativa a decretar el cierre de la instrucción del 
procedimiento penal por falta de desahogo de pruebas, con el consiguiente retraso 
en el dictado de la sentencia; sólo se justifica cuando las pruebas pendientes de 
desahogo hayan sido ofrecidas por el imputado o su defensor, sin que hayan desistido 
expresamente de ellas.?* 


Por tanto, es ¡legal que, so pretexto de otorgar igualdad de condiciones de 
contienda, se realicen por el tribunal de enjuiciamiento, sin limitación de plazo alguno, 
las gestiones tendentes a desahogar las pruebas que la fiscalía ofreció, cuando es 
a ésta a quien corresponde la carga de agotar los medios legítimos a su alcance 
para desahogar los medios de prueba de cargo que darán sustento a su acusación, 
en la audiencia de debate de juicio (véase el artículo 395 del código nacional de 
procedimientos penales); pues no debe soslayarse el derecho humano del imputado a 
ser juzgado en un plazo razonable. 


19 Décima Época. Registro digital: 2019535. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Tesis: 11.30.P.56 P (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: 
Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 64, 
Marzo de 2019, Tomo lll, página 2580 
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En relación con tal tópico, el derecho a ser juzgado antes de un año (tratándose 
de delitos cuya pena máxima exceda de dos años —artículo 20, apartado B, fracción 
VII de la constitución política de los estados unidos mexicanos—); destaca que la 
primera sala de la suprema corte de justicia de la nación, admitió revisar la sentencia 
pronunciada en un juicio de amparo directo, promovido por una persona que recibió 
fallo condenatorio después del plazo máximo de un año. 


Lo anterior, porque la persona sentenciada en la causa penal promovió juicio 
de amparo directo en el que planteó, esencialmente, que el desconocimiento del plazo 
máximo de un año para juzgar en materia penal provoca la extinción de la jurisdicción 
penal y, en consecuencia, a criterio del quejoso, en el amparo directo en revisión 
3962/2020, ya no era posible emitir sentencia en ningún sentido. 


Al respecto, la primera sala, en el recurso de reclamación 173/2021 - 
interpuesto en el amparo directo en revisión 3962/2020 (reclamación resuelta el 2 


Prueba 


de junio de 2021)-; concluyó que la suprema corte de justicia de la nación tendrá 
oportunidad de analizar y, en su caso, emitir un criterio que podría incidir en una 
cuestión central para la impartición de justicia penal en todo el país: la resolución 
pronta de los procesos de esa naturaleza, así como los efectos y las consecuencias 
jurídicas derivadas de la falta de decisión oportuna. 


En lo que concierne al thema decídendi delimitado en la reclamación 173/2021, 
la primera sala advirtió: 
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“(...) en el caso, se trata de un juicio de amparo directo en el que debe 
analizarse en retrospectiva el proceso penal, de modo tal que si se 
concluyera que fue excesivo e injustificado el tiempo transcurrido entre 
la emisión del auto de formal procesamiento y el dictado de la sentencia 
definitiva, debe de alguna manera sancionarse a las autoridades penales. 


Por último, el análisis de la propuesta interpretativa formulada por el 
quejoso requiere verificar si hay un entramado constitucional que le dé 
sustento 0 si, por el contrario, existen otros bienes relevantes desde 
un punto de vista constitucional que podrían verse afectados si se 
aceptara tal interpretación. 


En resumen, a juicio de esta sala, la resolución del amparo directo 
en revisión interpuesto por el quejoso permitiría la emisión de un 
pronunciamiento de relevancia jurídica para el orden nacional, en el que 
podrían analizarse, de manera enunciativa —y no limitativa—, cuando 
menos los siguientes aspectos: 


Vigencia. esto es, si la interpretación del artículo 20 constitucional 
adoptada por el tribunal colegiado se encuentra o no vigente, puesto que 
existe un precedente emitido posteriormente por esta sala, en el que se 
realizaron importantes acotaciones y diferenciaciones con motivo de la 
definición del parámetro de regularidad constitucional efectuada por el 
tribunal pleno en la contradicción de tesis 293/2011. 
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Aplicabilidad. Lo que requiere determinar si las consideraciones de 
los amparos en revisión 27/2012% (invocado por el colegiado) y 
205/2014”, constituyen un razonamiento completo que permite 
descartar la propuesta interpretativa del artículo 20 constitucional 
efectuada por el quejoso o si, por el contrario, son sólo un tramo del 
razonamiento que esta sala habrá de completar al resolver el fondo del 
amparo directo en revisión. 


Plausibilidad. Y que se relaciona con la respuesta final de la problemática 
involucrada en este caso, es decir, si es viable desde un punto de vista 
constitucional el entendimiento del artículo 20 de la norma fundamental 
que propone el quejoso, o en su caso cuáles son las razones por las que 
no es posible aceptar dicha interpretación. (...)” 


Se trata de un precedente aislado cuya problemática giraba sí, en torno la falta 
de sentencia en la instancia penal, pero más como una cuestión que ocasionaba 
prolongar la duración de la prisión preventiva a que se encontraba sometida la 
persona acusada. 


Del amparo directo en revisión 205/2014, derivaron las tesis cuyos datos de 
localización son: 

Décima Época. Registro digital: 2014013. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
XXXIX/2017 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 40, Marzo de 2017, Tomo 
|, página 448 

Décima Época. Registro digital: 2014015. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
XL/2017 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 40, Marzo de 2017, Tomo l, 
página 450 

Décima Época. Registro digital: 2014014. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
XLI/2017 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 40, Marzo de 2017, Tomo 
l, página 449 
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B. El tribunal de enjuiciamiento, en virtud del derecho constitucional a la 
prueba, en la fase de valoración, no puede ignorar o prescindir de la prueba 
de una parte. 


Al resolverse el procedimiento penal, el tribunal de enjuiciamiento no puede 
ignorar la prueba practicada por las partes. De ser así, resultaría vulnerador del 
derecho a la prueba y a la tutela judicial efectiva, teniendo como consecuencia que 
el proceso sea resuelto atendiendo exclusivamente a las pruebas de la autoridad 
investigadora (confróntese, al respecto, el artículo 402 del código nacional de 
procedimientos penales). 


5. Necesidad de exclusión de la prueba ilícita. 


A efecto de reconocer la prueba ilícita, es conveniente presentar el siguiente 


esquema comparativo: 


Prueba imperfecta Prueba ilícita 


Prueba obtenida o incorporada 
al procedimiento penal en 
transgresión a los derechos 
fundamentales, a saber: la 
vida, integridad, libertad, 
inviolabilidad del domicilio y 
defensa. 


Prueba practicada 
irregularmente, al haberse 
omitido una formalidad procesal 
que le es propia. 
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Es irregular en cuanto a su 

desahogo, por no cumplir con 

las formalidades de la ley 

procesal; lo cual no determina 

necesariamente su carácter 

de inutilizable, al no impedir Denota una vulneración 
su potencial reiteración o sustancial de derechos o 
corrección futura, siempre que | prerrogativas constitucionales. 
dicha anomalía meramente 

formal no conlleve, a su vez, 

una vulneración sustancial 

de derechos o prerrogativas 

constitucionales. 


Es inaplicable la teoría de los 
frutos de actos viciados. En 
consecuencia, el tribunal de 
enjuiciamiento deberá atender 
al principio de contradicción, 
confrontando las evidencias 
derivadas de la prueba 
“imperfecta”, con el resto del 
material de cargo, en resguardo 
del derecho del probable 
responsable de que se ponderen 
con el aportado con fines de 
descargo. 


Las evidencias condicionadas 
por una prueba ilícita, al 
tener origen en ella, resultan 
contaminadas también; y, 

en consecuencia, habrán de 
anularse. Luego, es aplicable 
la teoría de los frutos de los 
actos viciados. 


188 


Es susceptible de convalidación, 
perfeccionamiento o repetición, 
salvo que, la irregularidad 
conlleve la violación de 
derechos o garantías del 
probable responsable. 


Las pruebas señaladas como 
irregulares por haber sido 
inicialmente obtenidas e 
incorporadas al procedimiento 
sin ajustarse a las formalidades 
legales, pueden ser 
perfeccionadas o reiteradas 
por no haber sido calificadas 
de ilícitas (con violación de 
derechos fundamentales). 


189 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


En cuanto a la ¡licitud de la 
prueba (que no es lo mismo 
que su simple deficiencia 
formal o irregularidad), existe 
como regla de exclusión, 

la prohibición de admisión 

y de valoración de las 
pruebas obtenidas, directa o 
indirectamente con vulneración 
de derechos fundamentales y 
libertades públicas (detención 
ilegal, tortura, violación a 

la intimidad del domicilio, 
etcétera). 


A diferencia de los supuestos 
de pruebas obtenidas 
irregularmente, exclusivamente 
desde una perspectiva formal 
subsanable, la prueba ilícita 

no admite convalidación. 
Además, su exclusión alcanza 
no sólo a la prueba obtenida 
directamente con vulneración 
de un derecho fundamental, 
sino también a las posteriores 
pruebas cuya obtención deriva 
de la considerada ilícita, 

salvo las excepciones legal y 
jurisprudencialmente previstas; 
esto es, lo que 
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se conoce como la doctrina 


de “los frutos del árbol 
envenenado”. 


En esta tesitura, tenemos que: 


“(...) Es prueba ilícita la que se obtiene con vulneración de garantías 
constitucionales (como la inviolabilidad del domicilio o el secreto de las 
comunicaciones: por ejemplo, el acta de entrada y registro practicada 
sin consentimiento del titular o resolución judicial, o la transcripción 
de unas escuchas telefónicas practicadas de la misma manera); o 
lesionando derechos constitucionales (como el derecho a la defensa: 
así, la declaración del imputado sin haber sido informado de sus 
derechos); o a través de medios que la constitución prohíbe (por ejemplo, 
la confesión arrancada mediante tortura, que vulnera el derecho a la 
integridad física, o una coacción para obtener declaraciones sobre 
“ideología, religión o creencias”, proscrita por el derecho a la libertad 
ideológica y de conciencia). En definitiva, y por simplificar, es ilícita 
la prueba obtenida en violación de derechos fundamentales. Estamos 
hablando pues de un tipo de prueba inconstitucional, y los derechos 
constitucionales que más veces suelen provocar ilicitud probatoria son 
el derecho a la integridad física y moral (y la consiguiente prohibición 
de tortura y tratos inhumanos y degradantes), el derecho del detenido a 
ser informado de sus derechos, a no declarar y a la asistencia letrada, 
la inviolabilidad del domicilio y el secreto de las comunicaciones (...).? 


22 Gascón Abellán, Marina: “Freedom of proof? El cuestionable debilitamiento de la 
regla de exclusión de la prueba ilícita”. En Estudios sobre la prueba, (Colección: 
Doctrina Jurídica Contemporánea). México. 2008. Distribuciones Fontamara, 
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Ahora, analicemos la prueba ilícita. Para tal efecto, es necesario recordar 
que el artículo 15 de la convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes establece que ”(...) [tJodo estado parte se asegurará de que 
ninguna declaración que se demuestre que ha sido hecha como resultado de tortura 
pueda ser invocada como prueba en ningún procedimiento, salvo en contra de una 
persona acusada de tortura como prueba de que se ha formulado la declaración”.% 


En tanto que, el artículo 10 de la convención interamericana para prevenir y 
sancionar la tortura indica que 


“(...) [nlinguna declaración que se compruebe haber sido obtenida 
mediante tortura podrá ser admitida como medio de prueba en un 
proceso, salvo en el que se siga contra la persona o personas acusadas 
de haberla obtenido mediante actos de tortura y únicamente como 
prueba de que por ese medio el acusado obtuvo tal declaración (...)."2 


En este sentido, la organización de la naciones unidas, a través del comité 
contra la tortura ha señalado que ”(...) las obligaciones previstas en los artículos 2 
(según el cual “en ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales como 


S.A. p. 71. 


23 Organización de las naciones unidas: Convención contra la Tortura y Otros Tratos 
Oo Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. Recurso digital disponible en https:// 
www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/convention-against- 
torture-and-other-cruel-inhuman-or-degrading**:-:text=Art%C3%ADculo%20 
15,se%20ha%20formulado%20la%20declaraci/C3%B3n. consultado el 26 de 
octubre de 2022. 


24 Organización de estados americanos: Convención interamericana para prevenir 
y sancionar la tortura Recurso digital disponible en https://www.oas.org/juridico/ 
spanish/tratados/a-51.htmIH:—:text=Ninguna%20 declaraci/C3%B3n%20 
que%20se%20compruebe,el%20acusado%20obtuvo%20tal%20 
declaraci/C3%B3n. consultado el 26 de octubre de 2022. 
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justificación de la tortura”), 15 (que prohíbe admitir como prueba las confesiones 
obtenidas mediante tortura, salvo en contra del torturador) y 16 (que prohíbe los 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes) deben respetarse en todo momento 


ll 
Y ha indicado que 


“(...) el amplio alcance de la prohibición que figura en el artículo 1D, 
en el que se prohíbe que pueda ser invocada como prueba “en ningún 
procedimiento” toda declaración que se demuestre que ha sido hecha 
como resultado de tortura, obedece al carácter absoluto de la prohibición 
de tortura y, en consecuencia, supone la obligación de que cada Estado 
Parte se cerciore de si las declaraciones admitidas como prueba en 
cualquier procedimiento sobre el que tenga jurisdicción, incluidos los 
procedimientos de extradición, se han obtenido o no como resultado de 
tortura (...)."2 


Igualmente, su comité de derechos humanos ha indicado lo siguiente: “Las 
garantías procesales nunca podrán ser objeto de medidas derogatorias que soslayen 
la protección de derechos que no son susceptibles de suspensión. (...) ninguna 
declaración o confesión o, en principio, ninguna prueba que se obtenga en violación de 


25 Organización de las Naciones Unidas: Convención contra la tortura y otros tratos 
O penas crueles, inhumanos o degradantes observación general N* 2 Aplicación 
del artículo 2 por los Estados Partes. Recurso digital disponible en https://www. 
acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2012/8782.pdf?view, consultado el 26 de 
octubre de 2022. 


26 Universidad de Minnesota: Sra. G. K v. Switzerland, Comunicación No. 219/2002, 
U.N. Doc. CAT/C/30/D/219/2002 (2002) en Humans Rigth Library. Recurso 
digital disponible en http://hrlibrary. umn.edu/cat/spanish/Sswitzerland219-2002. 
html consultado el 26 de octubre de 2022. 
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esta disposición podrá admitirse en los procesos previstos por el artículo 14, incluso 


durante un estado de excepción, salvo si una declaración o confesión obtenida en 


violación del artículo 7 se utiliza como prueba de tortura otro trato prohibido por esta 


disposición (...)."2 


Así mismo, debe aludirse al paradigmático caso Cabrera García y Montiel Flores 


vs. México; en cuya sentencia de 26 de noviembre de 2010 (Excepción Preliminar, 


Fondo, Reparaciones y Costas)?; la corte interamericana de derechos humanos, 


resolvió en cuanto hace al tema de la prueba ilícita: 


27 


28 


“(...) 163. La comisión y los representantes indicaron que las víctimas, 
“al realizar sus declaraciones autoinculpatorias ante el ministerio 
público federal y el juez del distrito judicial de mina[,] todavía se 
encontraban bajo los efectos del miedo, la angustia y sentimientos de 
inferioridad, puesto que sólo habían pasado unos cuantos días desde 
su detención y maltratos físicos”. La comisión consideró que la falta de 
“una investigación seria, exhaustiva e imparcial de los alegados hechos 


Comité de derechos humanos de las naciones unidas: Observación 
general n* 32. Recurso digital dis-ponible en http://docstore.ohchr.org/ 
SelfServices/FilesHandler.ashx?enc=60kG1d%2FPPRIiCAqhKb7yhs-qQ 
5DefBGJZjZNraKpzvQGXixGvdlICTXqqhY2ZVRGVkdbfbdncyjwQBfLOd8 
HLPu71Zt%2FK8DKk9wlh%-2B1BeAGW5n1QwsnGQUerbRej%2Ba3sdJ- 
QUGxfAQMLd31%2B9is9zB6E2pw%3D%3D consultado el 26 de octubre de 
2022. 


Sentencia que le es obligatoria al Estado Mexicano y, por tanto, al Poder Judicial 
de la Federación, al tenor de los siguientes criterios: 

Décima Época. Registro digital: 2006181. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CXLIV/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 5, Abril de 2014, Tomo l, página 823 
Décima Época. Registro digital: 160482. Instancia: Pleno. Tesis: P. LXV/2011 
(9a.). Materia(s): Constitucional. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1, página 556 
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de tortura” generó que no se subsanaran “los posibles vicios de las 
confesiones rendidas [...], y por tanto, el estado no podía hacer uso de 
dichas declaraciones como medio probatorio”. Además, la comisión y los 
representantes señalaron que la práctica de tortura se ve aumentada por 
la fuerza jurídica otorgada a la primera declaración del inculpado, la cual 
es realizada por el ministerio público y no por un juez, a lo que añadió el 
valor primario otorgado a esta declaración por los tribunales mexicanos. 
Por su parte, los representantes señalaron que “las confesiones de las 
víctimas debieron haber sido excluidas del proceso penal' y que no debió 
tenerse en cuenta la ratificación de las declaraciones ante el Juzgado, 
puesto que los señores Cabrera y Montiel “aún se encontraban bajo 
los efectos de la tortura y amenazas y sin entender qué significado o 
alcances tenía la ratificación”. 


“164. El estado indicó que la sentencia condenatoria 'no había sido 
fundada exclusivamente en las confesiones hechas por los sentenciados”. 
Agregó que el juez de la causa “conoció, valoró y adminiculó la totalidad 
de las pruebas y constancias integradas al expediente” y que si se 
demostrara que la sentencia “contra las [...] víctimas se fundó en la 
confesión obtenida en las circunstancias destacadas, ello traería como 
consecuencia que la autoridad competente le reste eficacia probatoria 
y resuelva conforme al demás caudal probatorio lo que en derecho 
corresponda y determine entonces si tal violación dejó sin defensas al 
indiciado y trascendió al resultado del fallo”. 
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“165. Al respecto, la corte observa que la regla de exclusión de 
pruebas obtenidas mediante la tortura o tratos crueles e inhumanos (en 
adelante “regla de exclusión”) ha sido reconocida por diversos tratados 
y órganos internacionales de protección de derechos humanos que han 
establecido que dicha regla es intrínseca a la prohibición de tales actos. 
Al respecto, la corte considera que esta regla ostenta un carácter 
absoluto e inderogable. 


“166. En este sentido, la corte ha sostenido que la anulación de los 
actos procesales derivados de la tortura o tratos crueles constituye una 
medida efectiva para hacer cesar las consecuencias de una violación 
a las garantías judiciales. Además, el tribunal considera necesario 
recalcar que la regla de exclusión no se aplica sólo a casos en los cuales 
se haya cometido tortura o tratos crueles. Al respecto, el artículo 8.3 
de la convención es claro al señalar que “lla confesión del inculpado 
solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza”, es 
decir que no se limita el supuesto de hecho a que se haya perpetrado 
un acto de tortura o trato cruel, sino que se extiende a cualquier tipo de 
coacción. En efecto, al comprobarse cualquier tipo de coacción capaz 
de quebrantar la expresión espontánea de la voluntad de la persona, 
ello implica necesariamente la obligación de excluir la evidencia 
respectiva del proceso judicial. Esta anulación es un medio necesario 
para desincentivar el uso de cualquier modalidad de coacción.” 


“167. Por otra parte, este tribunal considera que las declaraciones 
obtenidas mediante coacción no suelen ser veraces, ya que la persona 
intenta aseverar lo necesario para lograr que los tratos crueles o la 
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tortura cesen. Por lo anterior, para el Tribunal, aceptar o dar valor 
probatorio a declaraciones o confesiones obtenidas mediante coacción, 
que afecten a la persona o aun tercero, constituye a su vez una infracción 
a un juicio justo. Asimismo, el carácter absoluto de la regla de exclusión 
se ve reflejado en la prohibición de otorgarle valor probatorio no sólo a 
la prueba obtenida directamente mediante coacción, sino también a la 
evidencia que se desprende de dicha acción. En consecuencia, la corte 
considera que excluir la prueba que haya sido encontrada o derivada 
de la información obtenida mediante coacción, garantiza de manera 
adecuada la regla de exclusión. 


“169. Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal observa que el comité 
contra la tortura, a partir de una visita realizada a México en 2001, 
indicó que “[nJo obstante las perentorias disposiciones constitucionales 
y legales [mexicanas] sobre la inadmisibilidad probatoria de una 
declaración coaccionada, en los hechos resulta extraordinariamente 
difícil para el inculpado lograr la exclusión del acervo probatorio de la 
confesión obtenida forzadamente. En la práctica los tribunales, ante la 
retractación del procesado de la confesión invocada por el ministerio 
público como fundamento de la consignación, denunciando la tortura 
o coacción mediante la cual se le obligó a prestarla, no disponen 
ningún procedimiento independiente para establecer si la confesión fue 
voluntaria”. (...)" 
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Veamos cómo define la primera sala de la suprema corte de justicia de la 
nación, la prueba ilícita en la tesis la. CLXI1/2011, publicada en la novena época 
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXXIV, agosto de 2011, 
página 226, de texto: 


“PRUEBA ILÍCITA. LAS PRUEBAS OBTENIDAS, DIRECTA 0 
INDIRECTAMENTE, VIOLANDO DERECHOS FUNDAMENTALES, NO 
SURTEN EFECTO ALGUNO. La fuerza normativa de la Constitución 
y el carácter inviolable de los derechos fundamentales se proyectan 
sobre todos los integrantes de la colectividad, de tal modo que todos 
los sujetos del ordenamiento, sin excepciones, están obligados a 
respetar los derechos fundamentales de la persona en todas sus 
actuaciones, incluyendo la de búsqueda y ofrecimiento de pruebas, 
es decir, de aquellos elementos o datos de la realidad con los cuales 
poder defender posteriormente sus pretensiones ante los órganos 
jurisdiccionales. Así, a juicio de esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, las pruebas obtenidas, directa o 
indirectamente violando derechos fundamentales, no surtirán efecto 
alguno. Esta afirmación afecta tanto a las pruebas obtenidas por los 
poderes públicos, como a aquellas obtenidas, por su cuenta y riesgo, 
por un particular. Asimismo, la ineficacia de la prueba no sólo afecta 
a las pruebas obtenidas directamente en el acto constitutivo de la 
violación de un derecho fundamental, sino también a las adquiridas a 
partir o a resultas de aquéllas, aunque en su consecución se hayan 
cumplido todos los requisitos constitucionales. Tanto unas como otras 
han sido conseguidas gracias a la violación de un derecho fundamental 
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-las primeras de forma directa y las segundas de modo indirecto-, por lo 
que, en pura lógica, de acuerdo con la regla de exclusión, no pueden ser 
utilizadas en un proceso judicial.” 


En este orden de ideas, exigir la nulidad de la prueba ilícita es una garantía 
que le asiste al imputado; y cuya protección puede hacer valer frente a la autoridad 
judicial alegando como fundamento: 


e El artículo 14 constitucional, establece como condición de validez de una 
resolución de responsabilidad penal, el respeto a las formalidades esenciales 
del procedimiento; 

e  Elimputado tiene el derecho de que el juez se conduzca con imparcialidad, en 
términos del artículo 17 constitucional; y, 

e Al imputado le asiste el derecho a una defensa adecuada, de acuerdo con el 
artículo 8., epígrafes 1., 2, incisos c, d, f y g de la convención americana de 
derechos humanos. 


En este sentido, si se pretende el respeto al derecho del imputado a ser 
juzgado por una autoridad imparcial, y el derecho a una defensa adecuada, es claro 
que una prueba que haya sido obtenida, en contravención al orden constitucional, no 
puede sino ser considerada inválida. De otra forma, es claro que el imputado sujeto a 
procedimiento penal estaría en condición de desventaja para hacer valer su defensa. 
Por ello, la regla de exclusión de la prueba ilícita se encuentra prevista en nuestro 
orden constitucional (artículo 20, apartado A, fracción IX, de la constitución política 
de los estados unidos mexicanos).? 


29 Consúltese la jurisprudencia de la Décima Época. Registro digital: 160509. 
Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a./J. 139/2011 (9a.). Materia(s): Constitucional, 
Penal. Tipo: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
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Ahora, en el sistema de justicia penal acusatorio, al cierre de la investigación 
formalizada, no sigue inmediatamente la realización del juicio oral, sino una etapa 
intermedia que también se realiza ante el juez de control. Dicha etapa, inicia con la 
formulación de la acusación por parte del ministerio público, y tiene por objeto principal 
la preparación del juicio, fijando de modo preciso su objeto, los sujetos intervinientes y 
los medios de prueba que deberán ser desahogados. 


Una de las principales funciones del juez de control, durante esta etapa, consiste 
en asegurarse que durante la investigación no se hubieran cometido transgresiones 
a los derechos fundamentales del imputado y, en su caso, garantizar que las 
consecuencias de éstas no se trasladen a la etapa de juicio oral. Así, al dictar el auto 
de apertura a juicio, el juez de control debe verificar esta situación, y excluir cualquier 
medio de prueba obtenido a partir de una violación a derechos fundamentales. 


En consecuencia, será precisamente durante la etapa intermedia, cuando el 
imputado deba expresar los planteamientos que considere pertinentes, en torno a 
la vulneración de sus derechos fundamentales, que hayan tenido un impacto en la 
obtención de medios de prueba y, en consecuencia, solicitar la exclusión de estos del 
material probatorio que va a ser desahogado en el juicio oral. 


No hay que perder de vista que, para que el nuevo sistema de justicia penal 
funcione adecuadamente, es necesario que las cuestiones relativas a la exclusión 
probatoria, derivada de violaciones a derechos fundamentales, queden definitivamente 


Gaceta. Libro l!!, Diciembre de 2011, Tomo 3, página 2057 
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dilucidadas de forma previa a la apertura del juicio oral, de tal manera que el juzgador, 
en esta última etapa, tenga como función exclusiva el análisis de las pruebas, para 
determinar la existencia del delito y la responsabilidad del acusado.* 


A. Casos paradigmáticos de la prueba ilícita. 
a. La confesión obtenida mediante engaños. 


Para referir un ejemplo de prueba ilícita, cabe citar la confesión obtenida 
mediante engaños; engaños que pueden darse, verbigracia, a través de la petición 
de un testimonio a cargo de la persona que investiga el ministerio público; omitiendo 
deliberadamente hacer del conocimiento del investigado, el derecho contenido en el 
segundo párrafo del artículo 360 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 
Dicha prueba debe excluirse al tenor de los artículos 14, numeral 3, inciso g, del pacto 
internacional de derechos civiles y políticos; y 8, numeral 2, inciso g, de la convención 
americana sobre derechos humanos. 


A fin de ilustrar la conclusión precedente, se transcribe la argumentación de 
la primera sala de la suprema corte de justicia de la nación, derivada de la ejecutoria 
dictada en el amparo directo en revisión 3457/2013. 


Dicha ejecutoria entraña la siguiente conclusión: La confesión rendida mediante 
engaños, debe excluirse porque: 


30 Décima Época. Registro digital: 2017059. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 


L11/2018 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 55, Junio de 2018, Tomo ll, 
página 962 
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e No se informa al imputado que el propósito de la solicitud de testimonio, es 
obtener material de cargo para fortalecer la judicialización de una investigación; 
de suerte que, por esa maquinación, no se respeta el derecho humano a la 
no autoincriminación y a guardar silencio, del que goza el individuo (artículo 
20, apartado B, fracción ll, de la constitución política de los estados unidos 
mexicanos); 

e La fiscalía viola la prohibición que la constitución política de los estados 
unidos mexicanos le impone, de obtener a través de engaño, evidencia 
autoincriminatoria producida por el imputado; al ocultarle que solicita su 
testimonio porque lo está investigando o pretende hacerlo; 

e La declaración obtenida con violación al derecho a la no autoincriminación 
tiene que declararse nula, con independencia del medio a través del cual se 
introdujo al procedimiento; y, 

e La declaración de referencia no puede tener ni siquiera un valor indiciario, 
porque tiene como objeto una declaración autoinculpatoria, obtenida con 
vulneración de derechos fundamentales. 


Ahora, la argumentación del amparo directo en revisión 3457/2013; se 
cristaliza en la tesis 1a. CCXXI11/2015 (10a.), de la primera sala de la suprema corte 
de justicia de la nación, publicada en la décima época de la gaceta del semanario 
judicial de la federación, libro 19, junio de 2015, tomo l, página 579, que a la letra 
reza: 


“DERECHO A LA NO AUTOINCRIMINACIÓN. CASO EN QUE DEBE 
DECLARARSE NULA Y EXCLUIRSE DEL MATERIAL PROBATORIO 
SUSCEPTIBLE DE VALORACIÓN LA PRUEBA QUE INTRODUCE AL 
PROCESO UNA DECLARACIÓN INCRIMINATORIA DEL IMPUTADO. El 
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derecho a la no autoincriminación, entendido como una especificación 
de la garantía de defensa del inculpado, está previsto en la fracción ll del 
apartado A del artículo 20 constitucional y en el artículo 8.2, inciso g), 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Este derecho no 
sólo comporta el derecho a guardar silencio, sino también una prohibición 
dirigida a las autoridades de obtener evidencia autoincriminatoria 
producida por el propio inculpado a través de coacción o engaño. Ahora 
bien, para garantizar que este derecho no sea violado, las autoridades 
tienen una serie de obligaciones en relación con cualquier persona que 
sea sometida a interrogatorio mientras se encuentra en custodia policial 
o detenida ante el Ministerio Público, entre las que destacan informar al 
detenido sobre los derechos que tienen los acusados a guardar silencio 
y a contar con un abogado defensor. En esta línea, las autoridades 
policiacas que realizan una investigación sobre hechos delictivos o que 
llevan a cabo una detención no pueden en ningún caso interrogar al 
detenido. En consecuencia, cualquier declaración del imputado que se 
obtenga en esas circunstancias tiene que declararse nula por violación 
al derecho fundamental a la no autoincriminación. En esos casos, la 
declaración autoincriminatoria debe excluirse del material probatorio 
susceptible de valorarse con independencia del medio a través del 
cual se haya introducido formalmente al proceso, ya sea propiamente 
mediante una confesión del inculpado rendida ante el Ministerio Público 
o un testimonio de referencia de un policía u otra autoridad que aduzca 
tener conocimiento de la declaración autoincriminatoria llevada a cabo 
por el inculpado.” 
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b. Inobservancia al principio de mismidad, en la recaudación de la prueba 
electrónica. 


Es frecuente que en los procesos penales, la fiscalía invoque como prueba 
de cargo, las publicaciones hechas en alguna red social. Ahora bien, para que las 
publicaciones tengan valor probatorio, es indispensable que la prueba en comento, 
cuente con una cadena de custodia que proporcione certeza mínima de su origen 
(confróntese el artículo 227 del código nacional de procedimientos penales).* 


Recordemos que la finalidad de la cadena de custodia es demostrar la 
autenticidad de los elementos materiales probatorios, y de la evidencia física; y se 
aplicará considerando los siguientes elementos: identidad, estado original, condiciones 
de recolección, preservación, embalaje y traslado, lugares y fechas de permanencia, y 
los cambios que cada custodio le haya realizado. 


31 Por su importancia, cito la tesis la. CCXCV/2013 (10a.), de la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Décima Época 
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XXV, Octubre 
de 2013, Tomo 2, página 1043, de texto: “CADENA DE CUSTODIA. DEBE 
RESPETARSE PARA QUE LOS INDICIOS RECABADOS EN LA ESCENA DEL 
CRIMEN GENEREN CONVICCIÓN EN EL JUZGADOR. Como la intención 
de recabar indicios en una escena del crimen es que éstos generen el mayor 
grado de convicción en el juzgador, es necesario respetar la llamada 'cadena 
de custodia”, que consiste en el registro de los movimientos de la evidencia, 
es decir, es el historial de 'vida' de un elemento de evidencia, desde que se 
descubre hasta que ya no se necesita. Así, en definitiva, la cadena de custodia 
es el conjunto de medidas que deben tomarse para preservar integralmente las 
evidencias encontradas en una escena del crimen, convirtiéndose en requisitos 
esenciales para su posterior validez. Su finalidad es garantizar que todos los 
indicios recabados sean efectivamente los que se reciban posteriormente en 
los laboratorios para su análisis, debiendo conocer para tal efecto el itinerario 
de cómo llegaron hasta tal fase, así como el nombre de las personas que 
se encargaron de su manejo, pues, de lo contrario, no podrían tener algún 
alcance probatorio, pues carecerían del elemento fundamental en este tipo de 
investigaciones consistente en la fiabilidad.” 
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En otras palabras, la finalidad de la cadena de custodia es saber dónde se 
encuentra o ubica la evidencia, desde que se localiza hasta que deje de ser útil, por 
acuerdo o resolución de autoridad competente y bajo la responsabilidad de quien tenga 
a su cargo el caudal probatorio aportado por las partes, para garantizar que durante 
todo ese recorrido la evidencia es la misma. A esto se le conoce como principio de 
mismidad.* 


El principio de mismidad determina que, invariablemente, lo mismo que se 
encontró en el lugar de los hechos, sea lo mismo que sirva de sustento para una 
determinación de responsabilidad penal. 


Así, en el proceso penal, las evidencias obtenidas de medios informáticos, que 
podrían adjetivarse con el carácter de prueba electrónica o digital, necesitan contar 
con los registros conducentes que, a guisa de cadena de custodia, den certeza de su 
recolección del medio electrónico del que dicen provenir.** 


Como paréntesis, el término evidencia electrónica se ha ampliado para 
incluir, enunciativa, mas no limitativamente, los registros generados, almacenados 0 
distribuidos mediante formato electrónico, sino que incluye mensajes de texto, chat 
rooms, mensajes instantáneos, entre otros. 


32 Poder judicial de la federación: Amparo directo 97/2016. Segundo tribunal 
colegiado en materia penal del primer circuito. Versión pública de la sentencia. 
p. 103. 


33 Poder judicial de la federación: Amparo directo 97/2016... p. 103. 
34 Poder judicial de la federación: Amparo directo 97/2016... p. 104. 
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Bajo ese contexto, recordemos que es jurídicamente viable el que los avances 
tecnológicos den la posibilidad a cualquier persona de poder manipular un archivo 
digital, o el documento impreso de su presunto contenido, verbigracia, una nota 
periodística, una fotografía, un reporte estadístico, una factura, una conversación, 
etcétera.* 


De ahí la necesidad de contar con una cadena de custodia que, como estándar 
mínimo, dé certeza de que lo aportado como prueba digital, ya sea en forma meramente 
electrónica (un archivo) o su versión impresa, efectivamente proviene de la fuente 
mencionada, y que su contenido es el plasmado en ésta. 


0 dicho de otra forma, la cadena de custodia, entendida como la puesta en 
marcha del principio de mismidad, busca que lo aportado como evidencia digital tenga 
correspondencia con su fuente originaria. 


De lo contrario, podría caerse en el exceso de considerar veraz la simple 
impresión o transcripción de una fotografía, o de una conversación sostenida mediante 
medios electrónicos, sin mayor soporte más que el dicho de quien la aportó. En suma, 
la cadena de custodia se erige como garante de la fuente y contenido de la evidencia 
digital que se pretenda ofrecer. 


Por ende, si no se respeta la aludida cadena de custodia, esto significa 
que las impresiones obtenidas de una red social (fotografías, conversaciones, 
comentarios, opiniones), no son dignas de valor probatorio, ante la incertidumbre de 
que efectivamente provienen del aludido medio de comunicación electrónica, y mucho 
menos de que su contenido sea el que obra en el expediente penal. 


35 Poder judicial de la federación: Amparo directo 97/2016... p. 104. 
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Argumentación, la anterior, que se adopta de la sentencia dictada en el amparo 
directo 97/2016, por el segundo tribunal colegiado en materia penal del primer 
circuito*; y de la que derivó la tesis: 1.20.P.49 P (10a.), consultable en la décima 
época de la gaceta del semanario judicial de la federación, libro 38, enero de 2017, 
tomo IV, página 2609, que es del tenor siguiente: 


PRUEBA ELECTRÓNICA O DIGITAL EN EL PROCESO PENAL. LAS 
EVIDENCIAS PROVENIENTES DE UNA COMUNICACIÓN PRIVADA 
LLEVADA A CABO EN UNA RED SOCIAL, VÍA MENSAJERÍA 
SINCRÓNICA (CHAT), PARA QUE TENGAN EFICACIA PROBATORIA 
DEBEN SATISFACER COMO ESTÁNDAR MÍNIMO, HABER SIDO 
OBTENIDAS LÍCITAMENTE Y QUE SU RECOLECCIÓN CONSTE EN 
UNA CADENA DE CUSTODIA. El derecho a la inviolabilidad de las 
comunicaciones privadas, previsto en el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se extiende a las llevadas a 
cabo mediante cualquier medio o artificio técnico desarrollado a la luz 
de las nuevas tecnologías, desde el correo o telégrafo, pasando por el 
teléfono alámbrico y móvil, hasta las comunicaciones que se producen 
mediante sistemas de correo electrónico, mensajería sincrónica (chat), 
en tiempo real o instantánea asincrónica, intercambio de archivos 
en línea y redes sociales. En consecuencia, para que su aportación 
a un proceso penal pueda ser eficaz, la comunicación debe allegarse 
lícitamente, mediante autorización judicial para su intervención o 
a través del levantamiento del secreto por uno de sus participantes 
36  Vidinextenso: Poder judicial de la federación: Amparo directo 97/2016. Segundo 


tribunal colegiado en materia penal del primer circuito. Versión pública de la 
sentencia. 
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pues, de lo contrario, sería una prueba ilícita, por haber sido obtenida 
mediante violación a derechos fundamentales, con su consecuente 
nulidad y exclusión valorativa. De igual forma, dada la naturaleza de 
los medios electrónicos, generalmente intangibles hasta en tanto son 
reproducidos en una pantalla o impresos, fácilmente susceptibles de 
manipulación y alteración, ello exige que para constatar la veracidad de 
su origen y contenido, en su recolección sea necesaria la existencia de 
los registros condignos que a guisa de cadena de custodia, satisfagan 
el principio de mismidad que ésta persigue, o sea, que el contenido 
que obra en la fuente digital sea el mismo que se aporta al proceso. 
Así, de no reunirse los requisitos mínimos enunciados, los indicios que 
eventualmente se puedan generar, no tendrían eficacia probatoria en 
el proceso penal, ya sea por la ilicitud de su obtención o por la falta de 
fiabilidad en ésta. 


c. llicitud derivada de tortura, incomunicación y falta de asistencia de un defensor. 


En primer orden, conviene establecer cuál es la naturaleza de la tortura; para 
lo cual cito la tesis P. XXI1/2015 (10a.), del pleno de la suprema corte de justicia 
de la nación, publicada en la décima época de la gaceta del semanario judicial de la 
federación, libro 22, septiembre de 2015, tomo l, página 234, de texto: 


ACTOS DE TORTURA. SU NATURALEZA JURÍDICA. De los criterios 
jurisdiccionales emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
se advierte que se está frente a un caso de tortura cuando: (I) la 
naturaleza del acto consista en afectaciones físicas o mentales graves; 
(11) infligidas intencionalmente; y, (II!) con un propósito determinado, 
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ya sea para obtener una confesión o información, para castigar o 
intimidar, o para cualquier otro fin que tenga por objeto menoscabar la 
personalidad o la integridad física y mental de la persona. Al respecto, 
debe precisarse que la tortura es una práctica proscrita de forma 
absoluta en nuestro sistema normativo y constitucional, es decir, su 
prohibición es un derecho humano que no admite excepciones debido 
a su gravedad y la capacidad de reducir la autonomía de la persona y 
la dignidad humana a grados ignominiosos y, por ende, su vigencia no 
puede alterarse ni siquiera durante una emergencia que amenace la vida 
de la Nación. En ese contexto, si el derecho a la integridad personal 
comprende, necesariamente, el derecho fundamental e inderogable a 
no ser torturado -ni a ser sometido a tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes-, es dable colegir que la tortura actualiza una categoría 
especial y de mayor gravedad que impone a los juzgadores hacer un 
análisis cuidadoso bajo estándares nacionales e internacionales, tanto 
en su impacto de violación de derechos humanos, como de delito. 


También recordemos que la primera sala de la suprema corte de justicia de la 
nación, al resolver la contradicción de tesis 29/2004-PS, sostuvo que 


“(...) el derecho de no autoincriminación debe ser entendido como el 
derecho que tiene todo inculpado a no ser obligado a declarar, ya sea 
confesando o negando los hechos que se le imputan; razón por la cual 
se prohíben la incomunicación, la intimidación y la tortura e, incluso, 
se especifica que la confesión rendida ante cualquier autoridad distinta 
del Ministerio Público o del Juez, o ante éstos sin la presencia de su 
defensor, carecerá de valor probatorio. (...)” 
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En consecuencia, cualquier declaración autoincriminatoria del imputado 
rendida ante autoridad distinta de la fiscalía o del Juez, o ante éstos, sin la presencia 
del defensor, debe declararse nula por violación al derecho fundamental a la no 
autoincriminación, con independencia del medio a través del cual se haya introducido 
formalmente al proceso, pues es evidente que a dicha declaración no puede otorgarse ni 
siquiera un valor indiciario, al ser autoinculpatoria y haberse obtenido con vulneración 
de los derechos fundamentales del inculpado.*” 


Ahora, de la interpretación al artículo 16 de la constitución política de los 
estados unidos mexicanos, deriva que, una vez que es detenida una persona por 
policías, al considerar que está cometiendo un delito, o inmediatamente después 
de haberlo cometido —lo que se conoce como flagrancia—, la obligación de éstos 
es presentarla sin demora injustificada ante la autoridad competente (véanse los 
artículos 147 y 308 del código nacional de procedimientos penales), a fin de que el 
ministerio público determine si es correcta la causa que dio lugar a esa detención, y 
definir su situación jurídica, de lo cual debe quedar registro. 


Así, la obligación de la policía consiste en conducir al detenido de inmediato 
a la autoridad ministerial, e informar cualquier eventualidad durante la ejecución de 
dicho acto (como por ejemplo, una emergencia médica del detenido, si la patrulla 
presentó una falla mecánica, o si sufre un percance vehicular), para lo cual**: 


37 Décima Época. Registro digital: 2014522. Instancia: Plenos de Circuito. Tesis: 
PC.I!I.P. 3/12 P (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 43, Junio de 
2017, Tomo Ill, página 1687 


38 Décima Época. Registro digital: 2020460. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Tesis: 1.10.P.165 P (10a.) Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: 
Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 69, 
Agosto de 2019, Tomo IV, página 4529 
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e Los policías no deben desviarse, así sea para investigar, en este caso, el 
paradero del denunciante; 

e Una vez detenido, debe ponerse a disposición de la autoridad ministerial para 
que ésta: A. Evalúe la legalidad de la detención; y, B. Decida si sigue detenido 
o es puesto en libertad. 


En este sentido, recordemos que la corte interamericana de derechos humanos, 
en los párrafos 139 y 140 de la sentencia de 23 de noviembre de 2009, del caso 
Radilla Pacheco Vs. Estados Unidos Mexicanos (Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas), sostiene que las autoridades que efectúan la detención son 
responsables de salvaguardar los derechos de los detenidos, es decir, atribuyen la 
calidad de garantes a aquéllas respecto a estos, pues afirma que el sometimiento 
de detenidos a cuerpos represivos oficiales y agentes estatales que actúen con 
tolerancia o aquiescencia del estado, y que impunemente practiquen actos contrarios 
a los derechos a la vida e integridad personal, representan una infracción al deber de 


Prueba 


prevención de violaciones a los citados derechos, aún en el supuesto de que no puedan 
demostrarse.** 


Luego, 


“(...] si la prolongación injustificada de la detención generó la producción 
e introducción de datos de prueba, éstos deben declararse ilícitos, lo 
mismo que las diligencias pertinentes se hayan realizado en condiciones 


39 Décima Época. Registro digital: 2020460. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito. Tesis: 1l.10.P.165 P (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: 
Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 69, 
Agosto de 2019, Tomo IV, página 4529 
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que no permitieron al inculpado ejercer el derecho de defensa adecuada, 
de conformidad con los principios de debido proceso y obtención de 
prueba lícita (...)."* 


En otras palabras, 


“(...) si la detención de una persona, por aducida flagrancia, no se da 
bajo el respeto irrestricto del sistema constitucional y convencional, es 
decir, a partir del estricto cumplimiento de los requisitos y garantías 
establecidos de forma mínima a favor de la persona que sufrió la 
detención, ésta será considerada como arbitraria, al estar prohibida 
tanto a nivel nacional como internacional. Las consecuencias y efectos 
de la vulneración alo anterior son la invalidez legal de la propia detención, 
así como de los datos de prueba obtenidos de forma directa e inmediata 
con motivo de la misma; esto conforme además a los principios de 
debido proceso y obtención de prueba lícita (...).”* 


Luego, 


“(...) se está ante una dilación indebida en la puesta a disposición 
inmediata del detenido ante el ministerio público, cuando no existan 
motivos razonables que imposibiliten esa puesta inmediata, los cuales 


40 Décima Época. Registro digital: 2006471. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CCil/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 6, Mayo de 2014, Tomo 
l, página 540 


41 Décima Época. Registro digital: 2006477. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CCl/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 6, Mayo de 2014, Tomo 
l, página 545 
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pueden tener como origen impedimentos fácticos reales, comprobables 
y lícitos, los que deben ser compatibles con las facultades concedidas a 
las autoridades, lo que implica que los agentes aprehensores no pueden 
retener a una persona por más tiempo del estrictamente necesario para 
trasladarla ante el ministerio público; desechando cualquier justificación 
que pueda estar basada en una supuesta búsqueda de la verdad o en 
la debida integración del material probatorio y, más aún, aquellas que 
resulten inadmisibles como serían la presión física o psicológica al 
detenido para que acepte su responsabilidad o la manipulación de las 
circunstancias y hechos de la investigación. 


En suma, [la] primera sala de la suprema corte de justicia de la nación 
estima que la violación al derecho fundamental de “puesta a disposición 
del indiciado ante el ministerio público sin demora” genera como 
consecuencias: 


a) la anulación de la confesión del indiciado, obtenida con motivo de 
esa indebida retención;b) la invalidez de todos los elementos de prueba 
que tengan como fuente directa la demora injustificada, los cuales no 
producirán efecto alguno en el proceso ni podrán ser valorados por el 
juez; y, 


c) la nulidad de aquellas pruebas que a pesar de estar vinculadas 
directamente con el hecho delictivo materia del proceso penal, sean 
recabadas por iniciativa de la autoridad aprehensora so pretexto de 
una búsqueda de la verdad o debida integración del material probatorio 
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-en el supuesto de prolongación injustificada de la detención-, sin la 
conducción y mando del ministerio público; es decir, sin la autorización 
de este último. 


No obstante, debe precisarse que las pruebas obtenidas estrictamente 
con motivo de una detención en flagrancia no pueden ser invalidadas 
por actos posteriores, como la obtención de pruebas que tengan como 
fuente directa la demora injustificada, a menos que se acredite la 
existencia de vicios propios de la misma detención del inculpado que 
determinen que ésta sea considerada inconstitucional. (...)'2 


d. llicitud emanada de intromisión al domicilio sin orden de cateo 


Conforme al párrafo once del artículo 16 de la constitución política de 
los estados unidos mexicanos, se requiere una resolución judicial (cateo) para 
que la autoridad perturbe el domicilio del particular. Ahora, el código nacional de 
procedimientos penales, en esencia, regula dicha institución (cateo), en los artículos 
282, a 284, 286 a 288; destacando este último normativo: 


“(...) Artículo 288. Formalidades del cateo 


Será entregada una copia de los puntos resolutivos de la orden de cateo 
a quien habite o esté en posesión del lugar donde se efectúe, o cuando 
esté ausente, a su encargado y, a falta de éste, a cualquier persona 
mayor de edad que se halle en el lugar. 

42 Décima Época. Registro digital: 2005527. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
LI11/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta 


del Semanario Judicial de la Federación. Libro 3, Febrero de 2014, Tomo 1, 
página 643. 
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Cuando no se encuentre persona alguna, se fijará la copia de los puntos 
resolutivos que autorizan el cateo a la entrada del inmueble, debiendo 
hacerse constar en el acta y se hará uso de la fuerza pública para 
ingresar. 


Al concluir el cateo se levantará acta circunstanciada en presencia 
de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado, o en su 
ausencia o negativa, por la autoridad que practique el cateo, pero la 
designación no podrá recaer sobre los elementos que pertenezcan a la 
autoridad que lo practicó, salvo que no hayan participado en el mismo. 
Cuando no se cumplan estos requisitos, los elementos encontrados en 
el cateo carecerán de todo valor probatorio, sin que sirva de excusa el 
consentimiento de los ocupantes del lugar. [Lo subrayado es propio]. 


Al terminar el cateo se cuidará que los lugares queden cerrados, y de 
no ser posible inmediatamente, se asegurará que otras personas no 
ingresen en el lugar hasta lograr el cierre. 


Si para la práctica del cateo es necesaria la presencia de alguna persona 
diferente a los servidores públicos propuestos para ello, el ministerio 
público, deberá incluir los datos de aquellos así como la motivación 
correspondiente en la solicitud del acto de investigación. 


En caso de autorizarse la presencia de particulares en el cateo, éstos 
deberán omitir cualquier intervención material en la misma y sólo 
podrán tener comunicación con el servidor público que dirija la práctica 
del cateo. (...)” 


214 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


A la luz de esa normatividad, las pruebas que se obtengan a partir de un cateo 
que no cumpla con los requisitos establecidos en el código nacional de procedimientos 
penales, carecen de eficacia probatoria; ello con independencia de la responsabilidad 
en que las autoridades que irrumpan en el domicilio pudieran incurrir. 


6. Necesidad de fallo exculpatorio en los procedimientos penales, ante 
la presencia de un efecto corruptor. 


En primer orden, recordemos “que toda prueba obtenida, directa oindirectamente 
violando derechos fundamentales, no surtirá efecto alguno. [Asi] la ineficacia de la 
prueba no sólo afecta a las pruebas obtenidas directamente en el acto constitutivo 
de la violación de un derecho fundamental, sino también a las adquiridas a partir o a 
resultas de aquéllas, aunque en su consecución se hayan cumplido todos los requisitos 
constitucionales. Tanto unas como otras han sido conseguidas gracias a la violación 
de un derecho fundamental —las primeras de forma directa y las segundas de modo 
indirecto—, por lo que, en pura lógica, no pueden ser utilizadas en el proceso penal. 
A esta cuestión se le conoce como la regla de exclusión de la prueba ilícitamente 
obtenida, la cual tiene como objetivo eliminar del caudal probatorio aquellas pruebas 
que hayan sido obtenidas contraviniendo las normas constitucionales, pero que, sin 
embargo, no afecta la validez del proceso, ya que el juez podrá valorar el resto de 
pruebas no afectadas, ya sea en ese momento procesal o en una futura reposición 
del procedimiento. Por el contrario, cuando el juez advierta la actualización de 
los supuestos que actualizan el efecto corruptor del proceso penal, de acuerdo a 
lo establecido por [la] primera sala [de la suprema corte de justicia de la nación], 
no podrá pronunciarse sobre la responsabilidad penal del acusado, ya que el actuar 
de la autoridad ha provocado condiciones sugestivas en la evidencia incriminatoria 


215 


Prueba 


Prueba 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


que conllevan la falta de fiabilidad de todo el material probatorio, viciando tanto el 
procedimiento en sí mismo como sus resultados, por lo que procede decretar la libertad 
del acusado cuando la violación produce la afectación total del derecho de defensa.”* 


Ahora, es importante tener en cuenta, que la vulneración de los derechos 
fundamentales del imputado en el procedimiento penal, puede provocar, en 
determinados supuestos, la invalidez de todo el proceso, así como de sus resultados, 
lo cual imposibilitará al juzgador para pronunciarse sobre la responsabilidad penal del 
imputado. 


El efecto corruptor se actualiza cuando, en un caso concreto, concurren las 
siguientes circunstancias: 


e Lafiscalía realiza alguna conducta fuera de todo cauce constitucional y legal; 

e La conducta de la fiscalía provoca condiciones sugestivas en la evidencia 
incriminatoria que conlleven la falta de fiabilidad de todo el material probatorio; y, 

e  Laconducta de la fiscalía impacta en los derechos del imputado, de tal forma que 
se afecte de forma total el derecho de defensa y lo deje en estado de indefensión. 


Así las cosas, cuando se advierta la actualización de estos supuestos, se 
impondrá concluir que no existen elementos para advertir la existencia de alguna 
causa de responsabilidad penal.** 


43 Décima Época. Registro digital: 2003564. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CLXVII/2013 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1, página 537 


44 Cfr. Décima Época. Registro digital: 2003563. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. 
CLXVI/2013 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1, página 537. 
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Conclusión 


modo de corolario, el derecho a la prueba interactúa con el derecho a la 

defensa adecuada, y el derecho al debido proceso; pues tales derechos 

guardan una relación de interdependencia, y se traducen en la obligación de 
las personas juzgadoras de garantizar la efectividad del proceso, y asegurar el pleno 
goce del derecho humano de acceso a la justicia. Ergo, la impartición de justicia en 
materia penal, debe reconocer la trascendencia de la participación de las partes en un 
proceso penal, misma que se hace patente a través de su derecho a ofrecer pruebas 
y esgrimir la defensa de éstas, pues a través del enfoque garantista propuesto, se 
asegura que las personas juzgadoras resolverán las controversias penales, sobre la 
base del respeto a los derechos humanos. 


Así, la etapa de ofrecimiento y admisión de pruebas, entraña la obligación para 
las personas juzgadoras de erigirse más allá de observadores formales del proceso, 
pues la labor jurisdiccional requiere el aseguramiento de estándares adecuados al 
derecho de acceso a la justicia; por ende, los criterios de relevancia y admisión de los 
medios de prueba se significan en un filtro que de exclusión de medios probatorios, que 
deberán regirse por los principios pro probatione o favor probationis, contradicción, 
igualdad de armas, licitud y regularidad probatoria. 


217 


Prueba 


Prueba 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


218 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Bibliografía 


Comité de derechos humanos de las naciones unidas: Observación general n* 32. 
Recurso digital disponible en: http://docstore.ohchr.org/SelfServices/ 
FilesHandler.ashx?enc =60kG1d%2FPPRiCAqhKb7yhsqd5DefBGJZjZ- 
NraKpzvOGXixGvdICTXqghY2ZVRGVkdbfbdncywOBfLOd8HLPu71Zt%- 
2FK8DKk9wlh%2B1BeAGW5n10wsnGlerbRej%2Ba3sdJ0QuGxfADMLd- 
3112B9is97B6E2pw%3D%3D 


Gascón Abellán, Marina: “Freedom of proof? El cuestionable debilitamiento de la regla 
de exclusión de la prueba ilícita”. En: Estudios sobre la prueba, (Colección: 
Doctrina Jurídica Contemporánea). México. 2008. Distribuciones Fonta- 
mara, S.A. 


Kielmanovich. Jorge L: Teoría de la prueba y los medios probatorios. 2*. edición actua- 
lizada. Argentina. 2001. Rubinzal-Culzoni Editores. p. 48. 


Lluch, Xabier Abel, Picó i Junoy, Joan, y González, Manuel Richard: La prueba judicial. 
Desafíos en las jurisdicciones civil, penal, laboral y contencioso-administra- 
tiva. 12. edición. Madrid. 2011. Editorial La Ley, p. 325 a 339. 


Nieva Fenoll, Jordi: La duda en el proceso penal, (Colección: Proceso y derecho). Sin 
edición. Madrid. 2013. Marcial Pons. p. 97. 


219 


Prueba 


Prueba 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Organización de estados americanos: Convención interamericana para prevenir y 
sancionar la tortura Recurso digital disponible en https://lwww.oas.org/ 
juridico/spanish/tratados/a-51.html%: — :text=Ninguna%20declaraci%- 
C3%B3n%20que%20se%20compruebe,el%2Dacusado%2Dobtuvo%20 
tal 20declaracidC3%B3n. 


Organización de las naciones unidas: Convención contra la Tortura y Otros Tratos 
o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. Recurso digital disponible en 
https:lIwww.ohchr.orgleslinstruments-mechanisms/instruments/conven- 
tion-against-torture-and-other-cruel-inhuman-or-degrading%: — :text=Ar- 
t%C3Y%ADculo420  15,se%20ha%20formulado%20la%20declaració- 
C3YB3n. 


Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradan- 
tes: Observación general N* 2 Aplicación del artículo 2 por los Estados 
Partes. Recurso digital disponible en https:/lwww. acnur.org/fileadmin/ 
Documentos/BDL/2012/8782.pdf?view 


Poder Judicial de la Federación: Amparo directo 97/2016. Segundo tribunal colegiado 
en materia penal del primer circuito. Versión pública de la sentencia. 


Décima época. Registro digital: 2001157. Instancia: Tribunales Colegiados de Cir- 
cuito. Tesis: 1.150.A.2 K (10a.). Materia(s): Constitucional, Común. Tipo: 
Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro X, 
Julio de 2012, Tomo 3, página 2035 


220 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Décima Época. Registro digital: 28016. Asunto: Amparo en revisión 60/2017. Ins- 
tancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 57, Agosto de 2018, Tomo lll, página 2355 


Décima Época. Registro digital: 2017728. Instancia: Tribunales Colegiados de Circui- 
to. Tesis: XVII. 10.P.A. J/19 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 57, Agosto 
de 2018, Tomo lll, página 2388. 


Décima Época. Registro digital: 2015953 XVII. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tesis: XVII.10.P.A.53 P (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Aislada. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 50, Enero de 
2018, Tomo IV, página 2082 


Décima Época. Registro digital: 2017728. Instancia: Tribunales Colegiados de Circui- 
to. Tesis: XVII. 10.P.A. J/19 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 57, Agosto 
de 2018, Tomo l!l, página 2388. 


Décima Época. Registro digital: 2013411. Instancia: Tribunales Colegiados de Cir- 
cuito. Tesis: VI.20.P.38 P (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 38, Enero de 2017, 
Tomo IV, página 2436 


Décima Época. Registro digital: 2019535. Instancia: Tribunales Colegiados de Cir- 
cuito. Tesis: 11.30.P.56 P (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: 
Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 64, 
Marzo de 2019, Tomo lll, página 2580 


221 


Prueba 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Décima Época. Registro digital: 2014013. Instancia: Primera Sala. Tesis: la. 
XXXIX12017 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuen- 
te: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 40, Marzo de 
2017, Tomo |, página 448 


Décima Época. Registro digital: 2014015. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. XL/2017 
(10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 40, Marzo de 2017, Tomo l, 
página 450 


Décima Época. Registro digital: 2014014. Instancia: Primera Sala. Tesis: la. 
XLI/2017 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 40, Marzo de 2017, 
Tomo |, página 449 


Prueba 


Décima Época. Registro digital: 2006181. Instancia: Primera Sala. Tesis: la. 
CXLIV/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional. Tipo: Aislada. Fuente: Ga- 
ceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 5, Abril de 2014, Tomo 
|, página 823 


Décima Época. Registro digital: 160482. Instancia: Pleno. Tesis: P. LXV/2011 (9a.). 
Materia(s): Constitucional. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1, página 556 


Décima Época. Registro digital: 160509. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a.lJ. 
139/2011 (9a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro III, Diciem- 
bre de 2011, Tomo 3, página 2057 


222 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Décima Época. Registro digital: 2017059. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. L11/2018 
(10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 55, Junio de 2018, Tomo ll, 


página 962 


Décima Época. Registro digital: 2014522. Instancia: Plenos de Circuito. Tesis: PC.Il- 
1.P. 3112 P (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Jurisprudencia. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 43, Junio de 
2017, Tomo lll, página 1687 


Décima Época. Registro digital: 2020460. Instancia: Tribunales Colegiados de Cir- 
cuito. Tesis: 1.10.P.165 P (10a.) Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: 
Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 69, 
Agosto de 2019, Tomo IV, página 4529 


Décima Época. Registro digital: 2020460. Instancia: Tribunales Colegiados de Cir- 
cuito. Tesis: 1.10.P.165 P (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: 
Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 69, 
Agosto de 2019, Tomo IV, página 4529 


Décima Época. Registro digital: 2006471. Instancia: Primera Sala. Tesis: la. 
CCII/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 6, Mayo de 2014, 
Tomo |, página 540 


223 


Prueba 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Décima Época. Registro digital: 2006477. Instancia: Primera Sala. Tesis: la. 
CCI/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 6, Mayo de 2014, 
Tomo l, página 545 


Décima Época. Registro digital: 2005527. Instancia: Primera Sala. Tesis: la. 
1111/2014 (10a.). Materia(s): Constitucional, Penal. Tipo: Aislada. Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 3, Febrero de 2014, 
Tomo l, página 643. 


Décima Época. Registro digital: 2003564. Instancia: Primera Sala. Tesis: Ta. CLX- 
VI1/2013 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario Ju- 
dicial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1, 
página 537 


Prueba 


Décima Época. Registro digital: 2003563. Instancia: Primera Sala. Tesis: 1a. CLX- 
VI/2013 (10a.). Materia(s): Penal. Tipo: Aislada. Fuente: Semanario Judi- 
cial de la Federación y su Gaceta. Libro XX, Mayo de 2013, Tomo 1, página 
dy. 


Universidad de Minnesota: Sra. G. K v. Switzerland, Comunicación No. 219/2002, 
U.N. Doc. CAT/C/30/D/219/2002 (2002) en Humans Rigth Library. Re- 
curso digital disponible en http://hrlibrary.umn.edu/cat/spanish/Sswitzer- 
land219-2002.html 


224 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Prueba, valoración e inferencias. 

El razonamiento probatorio en la motivación de los 
hechos a propósito del análisis del razonamiento 
probatorio de la sentencia 2182/2018 del Tribunal 
Superior Español 


Juez Mtro. Jahaziel Reyes Loaeza 
Introducción 


no de los ejes esenciales de la sentencia penal, ha sido la motivación como 

mecanismo para frenar los actos arbitrarios de los jueces,* por las relevantes 

consecuencias y efectos que producen sus decisiones, dentro de las cuales 
encontramos principalmente la afectación a la libertad, entre otras consecuencias 
jurídicas. Razón por la cual, la fundamentación y motivación constituyen el eje que 
soporta la validez y legitimidad? de la decisión judicial.? 


1 Andrés, P: Los hechos en la sentencia penal. 1?. Ed. México. 2007; p. 43. 


2 Ferrajoli, L: Derecho y razón. Teoría del garantismo penal. Traducción Andrés 
Ibañez y otros. Madrid, España. 1995; p.622 y 623. 


3 Arroyo, J. M y Rodríguez, A: Lógica Jurídica y motivación de la sentencia penal. 
San José, Costa Rica.2002; pp 4 y 5. 
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Si de motivación hablamos en el escenario del proceso judicial, es necesario 
reconocer que dentro de la argumentación que se expresa en la sentencia, existe un 
doble análisis. Por un lado, la motivación fáctica o el juicio de hechos; y por otro, la 
motivación jurídica o juicio de derecho.* 


Para los efectos del presente, dado que este análisis se direcciona hacia el 
razonamiento probatorio, prescindiremos del juicio de derecho y únicamente nos 
avocaremos al juicio de hechos. 


La justificación de los hechos involucra algunas reflexiones respecto de cuál 
es verdaderamente el objeto del juicio fáctico en donde juega un rol fundamental 
la prueba, dado los diversos posicionamientos doctrinarios que se han generado al 
respecto. Por un lado, un grupo importante sostiene que toda la actividad probatoria 
se encuentra dirigida a la justificación o acreditación de los hechos; por otro lado, 
mayoritariamente la doctrina sostiene que los hechos como circunstancias del mundo 
y ajenas al proceso, no pueden demostrarse, por lo que únicamente puede ser materia 
de la prueba las afirmaciones de hechos.* 


Adoptaremos esta segunda idea, pues en mi opinión los hechos como parte 
de la realidad suceden o acaecen en el mundo, con total independencia del contexto 
jurídico y mucho menos de la existencia o no del proceso, de lo que se sigue que éstos 
en el ámbito del mundo no pueden calificarse de falsos o verdaderos, sino simplemente 
de acaecidos o no, pues su naturaleza es ajena a la verdad.* 


4 Arroyo, J. M y Rodríguez, A: Lógica Jurídica y..., pp. 98 y ss. 


Véase el desarrollo de dichos posicionamientos en Miranda, M: La mínima 
actividad probatoria en el proceso penal. Barcelona, España.1997; pp. 26 y ss. 


6 González, D: Questio Facti. En Ensayos sobre prueba, causalidad y acción. 
Bogotá, Colombia. 2005; p. 97. 
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Pero dada la vinculación tan inescindible que se asume entre prueba y verdad, 
- de donde se han originado grandes debates respecto a la finalidad de la prueba, 
cuyo análisis escapa de esta pequeña reflexión- asumiré que efectivamente existe 
una relación de la prueba, pero principalmente con los hechos, bajo la óptica de que 
su relación es en atención a las afirmaciones de hechos y no a hechos desnudos o 
acaecidos en el pasado, si queremos llamarlos así, más allá de si el proceso busca o 
no la verdad de esas afirmaciones de hechos. 


Por tanto, aceptaremos como plausible que una de las finalidades institucionales 
de la prueba jurídica es la determinación de la veracidad o no de las afirmaciones de 
hechos como horizonte a dirigir la actividad probatoria, sin desconocer que existen 
otros fines igualmente institucionales dentro del proceso, como es el respeto a los 
derechos fundamentales en la recolección probatoria, entre otros.” 


Esto hace necesario determinar qué debe entenderse inicialmente por prueba, 
así como las distintas concepciones que se utilizan tan de manera disímbola al 
referirse a dicho concepto. 


Si nos referimos al concepto “prueba” fuera del contexto jurídico, más 
especificamente en el ámbito científico, se entenderá que se hace referencia a un 
fenómeno observable que permite la comprobación empírica, a través de la verificación 
de procedimientos reiterados que produzcan el mismo resultado en análogos procesos, 
para determinar la veracidad, no absoluta sino al menos refutable, de una regla general 
o universal determinada inductivamente.? 


7 De la misma posición Ferrer, J: Motivación y racionalidad de la prueba. Lima, 
Perú. 2016; p. 154. 


8 Magee, B: Popper, México. 2000; pp. 24 y ss. 
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l. La prueba en el contexto jurídico 


a prueba en el hábito jurídico es considerablemente diferente a la de otras 

ciencias, como las naturales, por citar un ejemplo, en atención a: 1.- La clase de 

conclusiones que pretende extraerse de ellas —la determinación de la veracidad 
de afirmaciones de hechos; 2.- Su limitación a hechos particulares o individuales 
jurídicamente relevantes; 3.- Su uso inferencial que parte de esos hechos particulares, 
para asumir conclusiones relativas; 4.- Su fin particular de otorgar consecuencias 
jurídicas; 5.- No busca establecer leyes generales, sólo tiene aplicación relativa para 
la resolución de un conflicto.* 


Adicionalmente, no debemos perder de vista todas las limitaciones que presenta 
la prueba jurídica y que afecta la calidad epistémica del conocimiento que se pueda 
adquirir en el proceso, que en muchos casos resultan contra-epistémicas, como son: 
1.- Las que impone el propio proceso judicial, es decir, el marco formal y reglado en 
que se debe generar la producción de la prueba; el lapso temporal en que deban de 
producirse, así como en el que el juez debe decidir la controversia; la circunstancia que 
sean las partes quienes incorporen la prueba al proceso, quienes persiguen intereses 
específicos y no necesariamente la búsqueda de la verdad; la eventual manipulación 
del material probatorio o bien, la omisión de presentar medios de prueba que pudieran 
ser perjudiciales a los propios intereses de las partes. 2.- La institución de cosa 
juzgada al establecer un límite a la discusión jurídica, pues una vez decididos los 
hechos de la sentencia y adquiriendo firmeza dicha decisión judicial, constituye la 
veracidad de las afirmaciones de los hechos; y no puede someter a discusión los 
hechos ya decididos en un ulterior proceso. 3.- Las reglas sobre la prueba, dado que 
existe una gran cantidad de reglas jurídicas acerca de la recolección, ofrecimiento, 


9 Ferrer, J: Motivación y racionalidad, pp. 180 y ss. 
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admisión y desahogo de los medios de prueba, así como limitantes contra-epistémicas 
como la exclusión de prueba relevante pero obtenida con vulneración de derechos 
fundamentales, las prohibiciones probatorias, entre otras más. 


1. Diversidad de concepciones acerca de la prueba 


Ya marcados algunos matices o rasgos que pueden diferenciar a la prueba 
en los contextos científicos y en los jurídicos a través de sus características, es 
oportuno referirnos a qué se ha entendido por prueba en el ámbito jurídico. Al 
respecto existe una gran diversidad conceptual de la prueba, pareciera así que el 
término “prueba” goza de una extrema ambigúiedad por tener una gran diversidad 
de significados, dependientes de cada autor. De ahí que es indispensable hacer una 
distinción conceptual que englobe las distintas concepciones y nos permita establecer 
claras diferencias para saber a qué nos estaremos refiriendo en lo sucesivo como 
prueba, lo cual nos permitirá hacer una distinción entre “prueba” y “razonamiento 
probatorio”. 


Así, se asumen las tres perspectivas más consolidadas de los distintos usos 
del vocablo “prueba” dentro del contexto jurídico, las cuales son: prueba como medio 
de prueba; prueba como actividad probatoria y prueba como resultado.*” 


A. Prueba como medio de prueba 


Se concibe como los datos o informaciones susceptibles de ser percibidos a 
través de los sentidos, que constituyen elementos de juicio a favor o en contra de 
la verdad de alguna afirmación relativa a un hecho jurídicamente relevante. Aunque 
Ferrer hace dos distinciones desde este punto de vista de la prueba: aquella que la 


10 Gascón, M: Los hechos en el derecho. Barcelona, España. 2010; pp 76-85. 
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visualiza como abstracta o genérica y otra como concreta o específica. En la primera, 
hace referencia a los tipos o clases de antecedentes que pueden ser utilizados en 
juicio sin personalizar el medio de prueba (testimonial, documental, pericial, etc); en 
tanto que la segunda, hace alusión al medio de prueba individualizado dentro de un 
determinado proceso (ejemplo el testigo “X”, el documento “V”). 


B. Prueba como actividad probatoria 


En este sentido se hace referencia al procedimiento formal y reglado que 
establece el marco institucional del proceso para incorporar los medios de prueba 
específicos al juicio y se funde en ellos la decisión judicial. Incluyéndose desde luego 
la actividad desarrollada de las partes, para la conformación de la prueba y con 
los controles de contradicción previamente establecidos. Esta actividad probatoria 
determina con qué base probatoria se contará para tomar la decisión judicial sobre 
los hechos. 


C. Prueba como resultado probatorio 


Es utilizada para designar la comprobación de una determinada hipótesis de 
hecho que constituye el resultado de la valoración probatoria por parte del juez tanto 
individualizada como en su conjunto, de los medios de prueba aportados al proceso. 
También se puede estar refiriendo al resultado de la valoración conjunta de todos los 
medios de prueba aportados al proceso y considerar si ellos resultan o no suficientes 
para la acreditación de una hipótesis de hecho, conforme a los estándares de prueba 
requeridos. 


Como podrá advertirse, estas tres concepciones de prueba abarcan las 
múltiples visiones de lo que se ha denominado prueba jurídica. 
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Ahora, cuando hablamos de “prueba como resultado probatorio”, nos remitimos 
a los resultados finales de la valoración de la prueba que realiza el juez, es decir, 
damos por sentada la crítica racional intermedia que hace el juzgador de cada uno de 
los medios de prueba, y de éstas en su conjunto, así como las inferencias probatorias 
que le permiten tener como verdaderas ciertas afirmaciones de hechos. 


2. Aclaraciones sobre la prueba directa y la indirecta 


En función de ello y para comprender de manera adecuada el iter probatorio 
que lleva de la prueba como medio de prueba- al establecimiento de los hechos en la 
sentencia penal, al cual llamaremos razonamiento probatorio, es fundamental abordar 
una distinción más que ha originado durante largo tiempo una confusión terrible tanto 
en el ámbito de la valoración como en el ámbito del establecimiento de los hechos 
probados. 


Prueba 


Me refiero a la concepción y distinción de la llamada prueba directa y prueba 
indirecta, para poder clarificar ciertos malos entendidos y darles el lugar que 
verdaderamente merecen en ese ¡ter probatorio. De esta manera podremos sugerir más 
adelante lo que ontológicamente debe asumirse, especialmente por prueba directa. 


Han sido diversas las concepciones de prueba directa y prueba indirecta, como 
se muestra enseguida: 


Algunas veces la distinción entre prueba directa e indirecta se funda en el 
carácter mediato o inmediato del conocimiento de los hechos, por lo que, bajo esta 
concepción, prueba directa sería la observación inmediata del hecho al que ese 
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enunciado se refiere; en tanto que prueba indirecta sería el procedimiento probatorio 
a través de inferencias que permiten llegar al hecho que se prueba a partir de otros 
datos o hechos probados directamente. 


Otras veces se funda en la diferente estructura lógica de la inferencia. De tal 
suerte, que sería prueba directa cuando en la inferencia se utilizan leyes lógicas y 
científicas que conducen a resultados necesarios; y prueba indirecta sería cuando en 
la inferencia se usan simples máximas de experiencia que conducen a resultados sólo 
probables. 


Aunque la concepción mayoritaria sobre esta distinción, a la que Gascón llama 
“canónica” por ser la más usada en la doctrina, así como en la jurisprudencia, asume 
a la prueba directa como aquella en la que el hecho que se quiere probar surge directa 
y espontáneamente sin mediación alguna de raciocinio, del medio o fuente de prueba 
y adicionalmente, es capaz por sí sola de fundar la convicción judicial sobre ese hecho 
(tales como la testimonial y la documental). En tanto que, la prueba indirecta sería 
aquella en la que el hecho que se quiere probar no surge directamente del medio o 
fuente de prueba, sino que se precisa adicionalmente del razonamiento del juzgador y 
además es incapaz por sí sola de fundar la convicción judicial sobre ese hecho.*' 


Desafortunadamente tanto en la doctrina como a nivel jurisprudencial, se ha 
sostenido con toda convicción que la prueba directa es aquella en la que la demostración 
del hecho enjuiciado surge de modo directo e inmediato del medio de prueba utilizado; 
en cambio en la prueba indirecta o llamada por algunos, prueba indiciaria es aquella 
que se dirige a mostrar la certeza de unos hechos parciales —indicios- que no son los 


11 Al respecto véanse las distintas concepciones de prueba directa e indirecta en 
Gascón, M: Los hechos en..., pp. 86 y ss. 


233 


Prueba 


Prueba 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


constitutivos del delito, pero de los que pueden inferirse éstos y la participación del 
acusado por medio de un razonamiento basado en el nexo causal y lógico entre los 
hechos probados y los que se trata de probar.*? 


Sin embargo, dicha concepción de prueba directa a pesar de ser mayoritaria 
y sostenida en la jurisprudencia, tal como lo señala Gascón, resulta equivocada por 
fundarse en una acrítica percepción de la estructura de los procedimientos probatorios, 
dado que no existen diferencias sustanciales entre las llamadas pruebas directas e 
indirectas al menos desde la óptica del razonamiento probatorio, pues en ambos casos 
están presentes inferencias probatorias como parte del razonamiento que realiza el 
juzgador en la valoración de la prueba para la acreditación de los hechos.** 


De ahí, que la prueba directa solamente cobra sentido si se refiere a prueba 
en sentido estricto y no a los procedimientos probatorios —inferencias-, es decir, que 
únicamente puede tener como distintivo que la información versa directamente sobre 
el hecho principal que se pretende probar y no más. Pero tal circunstancia, no implica 
que por ese sólo hecho tenga la capacidad convictiva para que el juez sin más, deba 
tener por acreditado el hecho. 


Una cosa es que el contenido de la prueba directa recaiga sobre la percepción 
del hecho principal y otra muy distinta, que la valoración de la prueba directa — que 
es el momento donde se manifiesta el razonamiento probatorio-, eventualmente pueda 
ser mayor que el de la prueba que no verse directamente sobre los hechos, por su 
menor cadena inferencial para el establecimiento de los hechos con respecto a la 
prueba indirecta. 


12 De esta manera resume Miranda, M: La mínima actividad probatoria, pp 217-22, 
la definición del Tribunal Constitucional 


13 De la misma posición González, D: Questio Facti..., pp. 92 y ss. 
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Motivo por el cual trataremos de corroborar a lo largo de este trabajo la 
hipótesis sostenida por Gascón, aunque desde un punto de vista diverso, es decir, no 
respecto al contenido sobre lo que versa la prueba directa, ya que tal situación no se 
discute sino que la prueba directa como tal no existe desde la óptica de demostración 
inmediata o directa de los hechos, en el sentido que tal prueba no pone al juez en 
contacto directo con los hechos para darlos por probados sin más, sino depende, 
en todo caso, de la valoración que se realice del medio de prueba, lo cual implica la 
ineludible existencia de inferencias.'* 


3. Algunas referencias a la prueba personal y sus malos entendidos. 
La necesaria inferencia en la prueba directa y en la prueba indirecta 


Volviendo sobre la prueba directa, generalmente se le ha ligado con la prueba 
personal o testimonial, en los supuestos en que el testigo pudo percibir en su totalidad 
el evento delictivo. Por ejemplo: “Juan vio matar a Pedro con un arma de fuego en 
determinadas circunstancias” y que con posterioridad lo narre en el tribunal. 


Por ende, al escuchar su testimonio durante el juicio afirma que vio o pudo 
de percatarse de dicho suceso. Desafortunadamente, existe la equivocada creencia 
que en tales casos, no hay otra cosa sino creerle o no creerle al testigo para la 
determinación del hecho, mientras que cuando se vale de indicios, llega al hecho a 
probar a través de un razonamiento más o menos complicado.** 


14 De esta misma opinión Andres Ibañez, P.: Los hechos en la sentencia penal. 
México. Ed. Fontamara; p. 218.; así como González Laguier, D.: Questio Facti..., 
pp. 92 y ss. 


15 Carnelutti, F.: Derecho y Proceso. Traducción de Sentis Melendo. Ed. Ejea. 
Buenos Aires. 1971; pp. 145 y 146. 
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En tales condiciones, lo dicho por Juan no puede llevar al juzgador sin más 
a sostener que efectivamente “Juan mató a Pedro con un arma de fuego”, pese a 
que el testigo hubiese narrado con toda claridad y detalle tal circunstancia, pues 
de hacerlo así, se suprimiría el razonamiento probatorio consistente en la valoración 
de la prueba, en el caso de la declaración de Juan, pues para que el juzgador se 
encuentre en aptitud de tener por cierta tal afirmación, necesariamente deberá de 
manera previa hacer una evaluación de la credibilidad del testimonio de Juan a través 
de la valoración específica de esa fuente de prueba. Aún cuando no existan reglas 
determinadas para tal fin, dada la libre valoración de la prueba, ésta se encuentra 
sujeta en todos los casos a parámetros de racionalidad para poder generar un control 
intersubjetivo posterior? y es en dicha evaluación, donde también resultan aplicables 
los procesos inferenciales para la determinación de la credibilidad, pues ésta no se 
evalúa por la simple intuición del juzgador””. Será después de la valoración que se 
realice de dicho testimonio, tanto individualmente como a través del contraste con 
las otras fuentes de prueba, que podrá considerarse a dicho testimonio como prueba 
válida para efectos de tener por ciertas determinadas afirmaciones de hechos. 


De igual manera el ejercicio inferencial que abarca el razonamiento probatorio 
en la valoración no solamente se encuentra presente en la prueba directa, sino 
también en la llamada prueba indirecta, aun cuando ésta no recaiga sobre los hechos 
principales. Ejemplos: 


- Santiago vio entrar a Juan al domicilio de Pedro y enseguida escuchó un 
disparo. 


16 Ferrer Beltrán, J.: Motivación y racionalidad ..., p. 155. 


17 Al menos en los sistemas que adoptan el civil law, al exigir la motivación de la 
sentencia por parte del tribunal letrado. 
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- — Que el policía afirmó detener a Juan cinco minutos después del disparo y le 
aseguró un arma de fuego. 

- — Que el perito químico sostuvo que se encontraron restos de bario y plomo en 
las manos de Juan, que pueden ser compatibles con vestigios de pólvora por 
realizar un disparo. 

- — Que el perito médico sostuvo que Pedro murió a consecuencia de un disparo 
por un hemorragia masiva interna. 

- — Que el perito en balística afirmó que la ojiva encontrada dentro del cuerpo de 
Pedro, fue disparada del arma que le fue asegurada a Juan. 

- — Que el perito en dactiloscopia afirma que fueron encontradas las huellas de 
Juan en el arma homicida - etc. 


Como puede verse en el ejemplo, cada fuente de prueba informa hechos 
parciales que no abarcan directamente el hecho principal, a lo que se hacen necesarios 
dos pasos. Primero, evaluar individualmente cada fuente de prueba a través de la 
valoración dentro de la cual se realiza necesariamente un razonamiento inferencial 
—que llamaremos inferencia valorativa-, y de ser positivamente creíble, dar por cierto 
el hecho parcial que derive de su contenido, para posteriormente, realizar un segundo 
razonamiento inferencial —que llamaremos inferencia probatoria, para distinguirla de 
la anterior- que conecte los hechos asumidos como ciertos, con aquellos sobre los 
cuales no existe información directa de alguna fuente de prueba, para asumirlos como 
ciertos, en un alto grado de probabilidad. 


Luego, las inferencias valorativas no son exclusivas de la prueba indirecta, sino 
de igual manera se ven presentes en la valoración de la prueba directa, al momento 
de determinar su credibilidad, tanto de una como de la otra; las cuales habrán de 
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distinguirse de las inferencias probatorias que se encuentran fuera de la valoración de 
la prueba, al partir de hechos base probados, para la determinación de otros hechos 
sobre los que no existe información. 


4. El problema de la inmediación en la prueba personal 


La inmediación en la práctica de la prueba a lo largo del tiempo ha generado 
diversos posicionamientos en relación a su impacto en la valoración de la prueba, 
sosteniendo en algunos momentos que resulta especialmente relevante que el juez 
reciba la prueba de manera directa para poder obtener impresiones que son difícilmente 
comunicables, pero que le ayudan a valorar la prueba y adicionalmente, que esta 
valoración es subjetiva y por tanto, no puede motivarse o justificarse.*? 


Se ha afirmado también la superioridad del juicio presencial que ofrece la 
ventaja que en la viva voz hablan también el rostro, los ojos, el color, el movimiento, el 
tono de voz, el modo de decir y tantas otras pequeñas circunstancias, que modifican y 
desarrollan el sentido de las palabras y suministran tantos indicios a favor o en contra 
de lo afirmado con ellas.?* 


El gran problema de la inmediación surge en el momento de la adopción de 
la libre valoración de la prueba, pues al no haber reglas específicas al respecto, fue 
entendida como la captación emocional o intuitiva de lo expresado por la prueba, 
como una suerte de adivinación o capacidad especial del juzgador para leer el 
cuerpo como factor de valoración para formar su convicción, lo que vuelve imposible 


18 Véase una posición crítica a este respecto en González, D: Questio Facti..., p. 
155. 


19 Pagano, F: Considerazioni sul processo criminale. Napoli. 1749; p. 106, cit. pos, 
Ibañez, P: Los hechos en..., p. 194. 
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cualquier intento de racionalizar u objetivar el proceso de formación de conocimiento 
en la determinación de los hechos anclarse tales circunstancias en la subjetividad del 
juzgador.? 


No obstante lo anterior, no debe afirmarse que la inmediación no tiene ninguna 
relevancia dentro del juicio. Todo lo contrario, pero debe ser entendida de una manera 
totalmente separada de la valoración de la prueba. Lo que implica que su alcance 
incida únicamente en la formación y producción de la prueba, es decir, en la recepción 
de la información de las verdaderas fuentes de prueba”, y no acerca de la información 
referida por terceros que no percibieron los hechos. 


Adicionalmente, la inmediación juega un papel instrumental para la efectividad 
de otro principio como lo es la contradicción, el cual a través de los cuestionamientos 
de las partes -examen y contraexamen- brinda la posibilidad de confrontar una 
versión lineal, pedir explicaciones, rectificaciones, evidenciar autocontradicciones de 
lo afirmado, todo con el fin de elevar el nivel de confianza de la información resultante 
de la fuente de prueba, para ser sometida a la valoración crítica del juzgador. 


20 Así fue sostenido en otros tiempos por la Sala Segunda del Tribunal Supremo en 
la Sentencia 2039/2001 en la que se sostenía “esta Sala carece de la posibilidad 
de modificar una decisión sobre los hechos fundada en la impresión obtenida 
por el tribunal de instancia directamente de las declaraciones presentadas en el 
plenario”. 


21 Las referencias aquí vertidas sobre “fuente de prueba” deben entenderse en 
el contexto utilizado por Sentis, S: La prueba. Los grandes temas del derecho 
probatorio. Buenos Aires. pp. 147 y ss, esto es, como la parte de la realidad que 
constituye materia de percepción. Así, la fuente de prueba es el hecho del cual 
se sirve el juez para deducir la propia verdad; y aterrizando esta visión, la fuente 
de prueba sería la declaración del conocimiento del testigo. 


239 


Prueba 


Prueba 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Pero de ninguna manera puede aceptarse la lectura del lenguaje gestual, la 
actitud del declarante, nerviosismo, tartamudeo, inseguridad en la expresión, entre 
otros, pues tales escenarios conductuales pueden tener su origen en una gran 
diversidad de circunstancias ajenas a la credibilidad o fiabilidad de un testigo, dado 
que no existe respaldo empírico o científico consolidado que asuma al lenguaje 
corporal como indicadores de veracidad o mendacidad en las declaraciones. 


Por ello, estoy convencido que no pueden considerarse esos elementos en la 
valoración para que el juez asuma su convicción sobre la veracidad de los hechos, 
pues no habría forma de control de dicha valoración por tener un respaldo en las 
meras creencias del juzgador, lo que la convertiría no solamente en subjetiva, sino 
además en irracional; aunque el gran peligro es que realmente incidan en su decisión, 
pero no sean manifestados en la motivación y se incurra en una sobrevaloración de lo 
afirmado por un testigo. De ahí que debe haber controles para la determinación de la 
solidez de las inferencias que se realicen al respecto.” 


Esa es la razón por la que se coincide con Andrés Ibáñez, en el sentido que la 
inmediación no es un método de adquisición de conocimiento, sino un medio de empleo 
en el juicio de instancia necesario pero no suficiente a aquel efecto, necesario 
por permitir que se incorpore información a través de las fuentes de prueba, pero 
insuficiente en atención a que debe pasar tal información por el tamiz de la valoración 
de la prueba para poder producir efectos probatorios de acreditación. 


5. La valoración de la prueba y las inferencias 


22 Véase el modelo de control de la justificación de los enunciados probatorios en 
Accatino, D:(coordinadora) Formación y valoración de la prueba en el proceso 
penal. Chile. 2010; pp. 125 y ss. 


23 Andrés, P: Los hechos en ..., p. 216. 
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Hasta aquí he tratado de clarificar la necesaria existencia de inferencias en la 
valoración de la prueba directa e indirecta, lo que me lleva a aseverar que la valoración 
de la prueba —especialmente la valoración individual de un medio de prueba- no es otra 
cosa que una cadena más o menos compleja de argumentos unidos a través de una 
inferencia para otorgarse credibilidad a la información producida y así pueda tener 
efectos de acreditación de hechos. 


Pero al mismo tiempo, en un determinado aspecto, la inferencia puede 
desvincularse de la valoración de la prueba y aun así subsistir en el razonamiento 
probatorio del juzgador —a la que hemos denominado inferencia probatoria, en 
contraposición de la inferencia valorativa- para la acreditación de determinadas 
afirmaciones de hechos, especialmente cuando se carece de información específica o 
directa sobre tal hecho. Me refiero aquí a lo que durante mucho tiempo y de manera 
errónea han denominado prueba indiciaria, pues en sentido estricto no es sino una 
inferencia probatoria, cuyo punto de partida no es la prueba, sino los hechos base 
probados. 


Ahora bien, se ha sostenido que la libre valoración de la prueba es tal en tanto 
no se encuentra sujeta a ataduras legales o normas jurídicas que predeterminen el 
resultado de esa valoración,?* lo cual no implica que otorgue una posición al juzgador 
de absoluta libertad, pues por el contrario, tal actividad intelectiva debe ser sometida 


24 Ferrer, J: La valoración racional de la prueba. Madrid. 2007; p. 45. 
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a las reglas de la lógica y a la racionalidad? con el único fin de poder generar un 
control posterior intersubjetivo en instancias superiores en caso de impugnación de la 
decisión por inadecuada motivación del juicio fáctico.? 


No obstante lo antes señalado, empezaré por tratar de clarificar cuál es 
el papel que juegan las reglas de la lógica — en específico la proposicional- en la 
valoración de la prueba. Considero que la respuesta a dicho cuestionamiento es que 
ninguno —al menos en el acto mismo de la valoración-; es decir, las reglas lógicas 
están pensadas como fórmulas para estructurar un razonamiento correcto, aunque no 
necesariamente verdadero, pues esto dependerá de las premisas que fijemos en cada 
parte del silogismo. Así, aun cuando se utilice un método deductivo que asegura una 
conclusión correcta, si las premisas utilizadas en dicho silogismo son falsas, aun así 
el razonamiento sería correcto, aunque no verdadero a consecuencia de la falsedad 
de las premisas. 


Entonces, las reglas de la lógica proposicional son de utilidad no en la valoración 
misma de la fuente de prueba, sino en la estructuración del argumento valorativo, lo 
que las convierte en una camisa de fuerza de la cual no pueden escapar los argumentos 
de valoración. Así, éstas nos permitirán analizar si el argumento de valoración para 
determinar la credibilidad o no del medio de prueba, o bien, la acreditación de un hecho 
inferido, se realiza mediante un razonamiento correcto. 


25 En este punto abandonamos las frases sacramentalmente utilizadas en la 
mayoría de códigos “las máximas de la experiencia y los conocimientos 
científicamente afianzados” para ser sustituidos por el concepto “racionalidad” 
pues tales parámetros están justamente dentro de la racionalidad, como se 
explicará en el desarrollo de los parámetros de solidez de las inferencias. 


26 Cerda, R.A: Valoración probatoria y control del juicio fáctico, México. 2016; pp. 
151 y 152. 
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Si lo anterior es así, la valoración de la prueba únicamente se encuentra 
sometida a parámetros de racionalidad, es decir, el juzgador cuenta con absoluta 
libertad para establecer las razones por las cuales valora positiva o negativamente 
un medio de prueba, con la única sujeción a que tales razones sean racionales en el 
contexto específico del caso que se evalúa. Sería imposible expresar en el presente 
análisis cuales podrían ser esos parámetros racionales de valoración, pues siempre 
dependerá del caso y contexto particular. No obstante, la doctrina y la jurisprudencia, 
asumiendo diversos hallazgos de la psicología del testimonio así como de la psicología 
de la memoria, han trazado algunos parámetros para la crítica de la prueba personal 
desde la racionalidad lo mismo ha sucedido con las pruebas científicas o periciales, 
donde se han establecido parámetros para su apreciación desde la epistemología de la 
ciencia, aunque tales parámetros deben ser considerados de manera relativa, es decir, 
como un norte orientador pero en ningún caso como reglas o leyes universales que 
inserten por esa vía nuevamente un sistema de prueba tasado. 


Si no es posible enlistar los parámetros de racionalidad en la valoración de 
la prueba y las reglas de la lógica únicamente nos serán útiles para analizar si la 
conclusión de la valoración —positiva o negativa- en función de las premisas utilizadas 
es racional. 


Lo que debe ser sujeto de control intersubjetivo posterior, en la valoración de 
la prueba, son dos parámetros: por un lado, la solidez de la máxima de la experiencia 0 
argumento racional utilizado como premisa en el ejercicio inferencial, así como que el 
resultado obtenido —ya sea de credibilidad o de acreditación de hechos- sea producto 
de una inferencia correctamente realizada. 
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En otras palabras, que el argumento utilizado para la valoración sea racional y 
que su aplicación en la inferencia sea efectivamente su resultado consecuente. De tal 
suerte, que habrá una incorrecta motivación de hechos, el argumento utilizado en la 
valoración no es racional, o bien, siendo racional no produzca la conclusión a la que se 
arriba por una incorrecta formulación de la inferencia. 


6. Las inferencias probatorias. Su estructura 


Por lo expuesto, es indispensable analizar a mayor detalle lo que es una 
inferencia probatoria para no confundirla con saltos lógicos o saltos de fe en la 
valoración de la prueba, que recurrentemente sucede en la motivación de los hechos. 


Como hemos dicho, las inferencias son el respaldo del razonamiento probatorio 
y se encuentran necesariamente implícitas tanto en la valoración de la prueba, como en 
la acreditación de los hechos respecto de aquellos sobre los que no existe información, 
siempre y cuando otros hechos secundarios estén acreditados para poderlos inferir en 
un enlace necesario que lo hará más o menos probable. 


Por ello, para conocer la estructura de una inferencia, podemos acudir a 
Toulmin” quien nos ofrece un método crítico para garantizar la confiabilidad —o 
al menos plausibilidad- de la conclusión —argumentos-. Con tal fin, observemos el 
diagrama propuesto por dicho autor.? 


27 Para mayor desarrollo de la justificación de la garantía y su respaldo, véase 
Toulmin, S: Los usos de la argumentación, trad. de Morras, María y Pineda, V. 
Barcelona. 2007; pp. 132 y ss. Así también, véase una concepción resumida 
y crítica de la contribución de Toulmin a la argumentación, en Atienza, M: Las 
razones del derecho. México. 2005; pp.87 y ss. 


28 Para tal fin remítase al anexo 1. 
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Tal diagrama es utilizado para exponer la solidez de los argumentos en general, 
implica explicar por qué las razones apoyan la pretensión a través de un enunciado 
que exprese una regularidad —regla, norma o enunciado general- que correlacione el 
tipo de hechos con la pretensión, lo cual constituiría la garantía del argumento y a 
su vez, la garantía contará con un respaldo que trate de demostrar la vigencia de esa 
regularidad. 


Pero tales parámetros igualmente son utilizados en el razonamiento probatorio 
tanto para la valoración de la credibilidad de los medios de prueba, como para la 
acreditación de los hechos. A fin de graficar lo antes dicho se presentan dos 
diagramas.” 


En el primer diagrama se trata de mostrar la inferencia utilizada en la 
valoración de un medio de prueba individual, para el efecto de determinar si debe 
tener o no credibilidad; en el caso, la razón constituye lo informado por el testigo, la 
pretensión consistiría en otorgarle credibilidad, la garantía sería el medio a través del 
cual lo percibió y el respaldo, como regla general que efectivamente ese tipo hechos 
externos son susceptibles de apreciarse por ese medio de percepción. En el segundo 
la inferencia sucede fuera de la valoración de la prueba, partiendo de hechos probados 
que constituyen la razón, para inferir quien fue el sujeto responsable del hecho, lo que 
constituye la pretensión; la garantía estaría constituida por el enlace teleológico de 
esos hechos base y el respaldo, las razones que asumir como aceptable dicho enlace. 


Aunque los diagramas antes citados nos resultan útiles para comprender la 
estructura de una inferencia, es de extrema relevancia tener presente que dada la 
vinculación de prueba y normas jurídicas, no solamente podría darnos como resultado 


29 Para tal fin remítase a los anexos 2 y 3. 
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tener por acreditados ciertos hechos, sino de igual manera enunciados acerca de 
la existencia de determinadas normas o deberes jurídicos; los hechos probatorios 
pueden a su vez ser el resultado de una inferencia previa, para realizar una segunda 
inferencia respecto de hechos que carecen de información como respaldo; la garantía 
la constituirán las máximas de la experiencia, ya sea de carácter científico, como la 
que aportan los peritos de carácter jurídico, que derivan del ejercicio de la función 
judicial, así como de la experiencia común; o bien, las presunciones establecidas legal 
0 jurisprudencialmente. 


Ahora, para determinar la validez de la inferencia probatoria, debemos utilizar 
el método de la inferencia, es decir, si es a través de la deducción o inducción que 
llegamos al resultado inferido; pues como ya se había dicho la lógica deductiva nos 
ofrece un razonamiento correcto, pero no verdadero o falso, pues eso dependerá de 
las premisas; en tanto que en la inducción extraemos una premisa de carácter general 
a partir del examen de una serie limitada de supuestos, por lo que aquí la verdad de 
las premisas no necesariamente nos garantizan la verdad de la conclusión, de hecho 
esta última será más o menos probable, pero nunca infaliblemente verdadera. Aunque 
debe reconocerse que las inferencias no pueden proceder de una deducción dada su 
estructura, sino en todos los casos siempre procederán de la inducción, motivo por el 
cual nunca podrá asumirse una certeza total. 


7. La solidez de la inferencia. Confiabilidad de la garantía y de la 
hipótesis 


Finalmente, siguiendo a González Laguier, podríamos asumir como criterios 
para determinar la solidez de una inferencia probatoria, los siguientes: ?* 


30 González, D: Questio Facti..., pp. 79-94. 
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A.- Qué tan fiables son los hechos que le refirieron al juzgador, esto es, si se 
apoyan en conocimiento científicos o únicamente en máximas de la experiencia y de 
ser así, que tan fuerte o débil es el respaldo empírico de la máxima de la experiencia; 


B.- La suficiencia para dar por acreditado un hecho del cual no existe información 
directa dependerá siempre de cuántos más hechos probados apunten a la hipótesis 
más seguridad tendremos en su corrección, y aun cuando este parece un parámetro 
cuantitativo, es mucho más relevante el cualitativo respecto a la calidad y diversidad 
de medios de prueba que acreditaron los distintos hechos base. Adicionalmente, la 
diversidad podrá contribuir a eliminar hipótesis alternativas?*”; 


C.- Los hechos base deberán ser pertinentes, lo que se determina en función de 
la conexión teleológica del hecho a probar, pues no todos los hechos base probados 
son relevantes para confirmar una hipótesis. 


Respecto a los criterios de confiabilidad de la garantía, debemos atender a 
si está suficientemente fundada, es decir, las máximas de la experiencia son sólidas 
y generalmente aceptables o existen otras máximas mejor fundadas, aunque en 
algunos casos las presunciones pueden verse como máximas institucionalizadas y 
de autoridad. También es preciso verificar si existe una relación causal suficiente, 


31 En cuanto al tema de la suficiencia, González Laguier la reconoce como 
parámetro en la metodología de la valoración y no como un estándar de prueba, 
aunque no niega la necesidad de delimitar un estándar en el proceso penal; en 
tanto que de una posición contraria resulta Ferrer Beltrán, quien asume que la 
suficiencia soportada por la calidad, cantidad o diversidad de conocimiento para 
la confirmación de la hipótesis deben ser utilizados para la determinación de un 
estándar y no como un mero parámetro de valoración, para entender en que 
momento esa calidad, cantidad y diversidad de confirmación ha alcanzado el 
umbral de suficiente exigido normativamente, de ahí que sugiera la existencia 
de estándares de prueba, debido a que la valoración de la prueba no puede dar 
solución al tema de la suficiencia. 
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pues es posible apoyarse de máximas que establezcan que si un fenómeno ocurre, le 
seguirá con un alto grado de probabilidad otro, por lo que, cuando mayor o menor sea 
el grado de probabilidad causal, así será la probabilidad inferencial. 


En cuanto a la hipótesis, debemos tener presente si ha sido refutada, pues aun 
cuando se encuentre confirmada, hay que someterla a refutación y sólo cuando no 
sea contradictoria prevalecerá, debiendo resultar incompatible con otras hipótesis; 
de igual manera si se pueden confirmar con un grado de probabilidad suficiente las 
hipótesis derivadas de la hipótesis principal, el grado de credibilidad de ésta aumentará, 
debiéndose descartar las hipótesis alternativas y optar por la más sólida, pues no hay 
que olvidar que mientras más hipótesis alternativas existan en esa medida disminuirá 
la credibilidad de la hipótesis principal; hay que tener en cuenta la coherencia de la 
hipótesis que explica mejor los hechos, exigiéndose tanto coherencia en sí misma, así 
como con el resto de conocimiento disponible que resultó de la prueba. 


Reconociendo todo lo anterior, la jurisprudencia ha otorgado algunos criterios 
para valorar la fortaleza o debilidad de la inferencia, dentro de los que contempla 
la fiabilidad de los indicios acreditados; una cantidad considerable de indicios; que 
tengan relación con los hechos; que presenten armonía o concordancia con los hechos 
base; que las máximas de la experiencia que las apoyen se encuentren bien fundadas 
eliminando hipótesis alternativas inhabilitando los contra-indicios que pudieran 
existir, 

32 Tales parámetros fueron reconocidos por la Sala Segunda del TS en la 
sentencia de fecha 14 de octubre de 1986, así como en numerosas sentencias 
desde aquel momento hasta esta fecha, citando como referencia la de 24 de 
Junio de 1994 que afirma “la prueba indiciaria permite llegar a la certeza del 
hecho consecuencia, que es delictivo, por medio del acreditamiento de dos o 


más hechos base, en sí no constitutivos de infracción penal alguna, siempre y 
cuando entre uno y otro exista la debida relación causal obtenida por los jueces 
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ll. Análisis de los argumentos de razonamiento probatorio de la 
sentencia 2182/2018 


| análisis previo es justamente realizado con la pretensión de establecer el 

estrecho vínculo existente entre la prueba, la valoración de la prueba y las 

inferencias como parte del razonamiento probatorio en la motivación de los 
hechos en la sentencia, para poder otorgar herramientas de control intersubjetivo 
posterior del juicio fáctico. 


Por tal motivo, abordaremos ahora el análisis de una sentencia de la Sala de lo 
Penal del Tribunal Supremo de España, únicamente en lo que respecta a los contenidos 
relacionados con el razonamiento probatorio bajo las reflexiones realizadas en líneas 
que preceden, prescindiendo del análisis jurídico o conclusiones a las que arribó. 


Así, el TS en vía de casación analizó la sentencia condenatoria de la Audiencia 
Provincial de Alicante, en la cual el imputado fue sentenciado por los delitos de 
asesinato en grado de tentativa con la agravante de parentesco, quebrantamiento de 
medida cautelar, allanamiento de morada y tenencia ilícita de armas. Para lo cual, la 
Audiencia Provincial tuvo por acreditados los hechos que se reflejan en la sentencia. 


1. Estudio de los argumentos de control en la casación por parte de la Sala 
Penal del Tribunal Superior Español 


de manera racional, lógica y nunca arbitraria, en las vías de la experiencia y del 
mejor criterio humano que señala adecuadamente el artículo 1253 del Código 
Civil, en relación con los artículos 1215 y 1249 de igual norma sustantiva” . 
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Respecto de uno de los motivos de reproche vinculados con el razonamiento 
probatorio, el impugnante se duele de: A.- La violación a la tutela judicial efectiva; B.- 
Que no hay prueba suficiente de cargo para condenarle por los delitos, pues existen 
alternativas de condena; C.- Que a la víctima se le ha otorgado mayor credibilidad que 
a la versión del recurrente; y D.- Que no quedó acreditada la intención de matar. 


En este apartado la Sala Penal no analiza las razones del por qué da mayor 
crédito al dicho de la víctima, es decir, si influyó su percepción, la coherencia de 
su declaración, el número de detalles que la hicieron más creíble, su corroboración 
periférica con otro elementos de prueba, que la hipótesis narrada explicaba de una 
mejor manera los hechos, debido a que no basta señalar que el tribunal de instancia 
manifestara que eran coherente, sino analizar la racionalidad de esas razones del por 
qué esa coherencia. Tampoco bastaba que se señalara que se corroboraban con las 
testimoniales, sino en qué parte de la hipótesis se consideraba esa corroboración y 
si la misma es en verdad una corroboración cualitativa o simplemente cuantitativa. 


Adicionalmente, no explica cómo se llegó a la acreditación del hecho de que el 
acusado se encontraba sujeto a una prohibición de acercamiento a la víctima, pues 
simplemente lo da por sentado, pero no señala probatoriamente como se llega a ese 
resultado. 


Al hablar de suficiencia de prueba de cargo, omite pronunciarse sobre 
la existencia de un estándar de prueba y las razones del por qué ese estándar 
efectivamente se había alcanzado para poder enervar la presunción de inocencia. 


250 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


No obstante, el debate sobre si existía o no la intención de matar fue 
correctamente abordado, aunque cuando analiza tal punto, lo hace a partir de premisas 
jurídicas y no fácticas, y no es sino en otros párrafos donde se analiza el descarte 
de la hipótesis alternativa que propone el acusado, donde verdaderamente justifica la 
validez y solidez de la inferencia realizada por el tribunal sentenciante. 


La mayoría de su razonamiento parte siempre de los hechos que el tribunal tuvo 
por probados y muy poco examina la forma racional en cómo se llegó al establecimiento 
de esos hechos; es decir, si fue o no una valoración racional la realizada por el tribunal 
de instancia, ya que en algunos momentos bajo la metodología de la inferencia utiliza 
diversas máximas de experiencia para justificar los hechos probados. 


El tribunal de casación admite la versión del tribunal sentenciante por las 
razones dadas de credibilidad; desafortunadamente, también lo hace porque privilegia 
la inmediación que tuvo con la prueba para formar su convicción en la valoración 
de la misma y en la acreditación de los hechos; resultando que en dicha parte, 
tales argumentos escapan al control intersubjetivo al aceptar que la ponderación 
de la prueba testifical depende sustancialmente de la percepción directa que en su 
producción hayan tenido los tribunales de instancia; motivos que hacen imposible el 
control intersubjetivo de dicha ponderación valorativa, por carecer de racionalidad 
objetiva la influencia del lenguaje corporal para la valoración de la prueba. 


A pesar de ello, si aborda -retomando los parámetros de la jurisprudencia-, 
tres esquemas de racionalidad orientados para la crítica en la valoración del dicho de 
la víctima y califica en general los argumentos de instancia como “racionales”, sin 
explicitar el porqué de esa racionalidad. 
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Para la mayor credibilidad de la víctima, retoma máximas de experiencia 
vinculadas con delitos de género, aunque ello no lo traduce en una credibilidad 
automática, sino como parámetros de descarte de la credibilidad cuando exista una 
circunstancia que pudiera afectar su credibilidad subjetiva. Aunado a ello, requiere la 
existencia de elementos de corroboración, pero sin perder de vista las circunstancias 
especiales de la víctima, por tratarse de delitos cometidos en razón de género; pero 
desafortunadamente, de nueva cuenta, da un lugar privilegiado a la inmediación para 
su valoración como circunstancias vinculadas con sus gestos, forma de responder, 
su firmeza a la hora del interrogatorio, etc, incurriendo en parámetros de imposible 
control de la valoración. 


Respecto del segundo motivo de inconformidad, alega violación a un proceso 
público con todas las garantías, así como que se ha faltado al in dubio pro reo por 
omisiones y posibles contradicciones entre los dichos de la víctima y los testigos, lo 
que debió generar duda en el tribunal de instancia. 


El tribunal lo analiza desde la perspectiva de la presunción de inocencia y 
sus requisitos para desvirtuarla, analizando su vertiente de regla de juicio, aunque 
la asume como una postura separada del in dubio pro reo sin embargo como regla de 
juicio reconoce que nadie puede ser condenado, sin prueba de cargo válidas, lo que 
implica una indispensable actividad probatoria realizada con las garantías necesarias, 
referida a todos los elementos esenciales del delito y quepa inferir razonablemente los 
hechos y la participación del acusado. 
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Lo anterior, implica cuatro planos de análisis; primero, el relativo a la legalidad 
de la prueba, tanto en su obtención, como en su desahogo; segundo, el análisis sobre la 
racionalidad de la valoración de la prueba; tercero, que las inferencias de la valoración 
como resultado, sean consecuentes de las premisas racionales; y finalmente, el juicio 
de suficiencia de la prueba de cargo. 


Sin embargo, aun cuando analiza los tres parámetros iniciales en el ámbito 
de la suficiencia de la prueba de cargo, omite en análisis de un estándar de prueba 
=su existencia y su umbral- y lo confunde con la corroboración de la hipótesis como 
requisito para la solidez de la inferencia dentro de la valoración pues una cosa es 
que se requiera corroboración cualitativa para la credibilidad de un testimonio como 
parámetro de valoración y otra, cuál debe ser el umbral para tener por acreditados 
los hechos incriminatorios que hagan enervar la presunción de inocencia. Sostener 
la credibilidad de una versión por la conjunción de elementos probatorios no nos dice 
nada respecto al nivel de suficiencia como umbral mínimo necesario, a través de un 
estándar determinado, para tener por cierto un hecho. 


Lo sostenido no implica que no se hubiese satisfecho tal umbral, sino únicamente 
que el tribunal de casación no determina por qué sí fue suficiente el material de cargo 
para destruir la presunción de inocencia. 
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- Anexo 1 


Respaldo 


Garantía 


Pretensión 
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Anexo 2 


Los hechos externos son 
perceptibles a través de los sentidos 


Prueba 


Lo percibió a través de la vista 


El testigo afirmó 
ver a Juan Credibilidad 
disparar a Pedro 
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Anexo 3 


La proximidad de una persona en el lugar de los hechos, 
con otros indicios pueden presumir su responsabilidad. 
Quien dispara un arma recientemente, conserva restos de bario y plomo. 
Quien posee el arma homicida podría ser el autor del hecho. 
Etc. 


Ubican a Juan en el lugar de los hechos. 
Le encontraron vestigios de pólvora a Juan. 
El arma que le aseguraron tenía sus huellas. 
La víctima murió a consecuencia de un disparo y 
encontraron ojivas dentro de su cuerpo. 
El arma que le aseguraron a Juan, fue la que produjo el disparo 
de las ojivas encontradas en el cuerpo de la víctima. 


Hechos probados: 

Vieron entrar a Juan a la casa de Pedro. 

En seguida se escuchó un disparo. Fue Juan quien le 
Le aseguraron el arma homicida a Pedro. disparó a Pedro. 
La víctima murió a consecuencia de un disparo. 

El disparo provino del arma asegurada a Pedro. 

Etc. 
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Los horizontes hermenéuticos de J. H. Newman y B, 
Lonergan como paradigmas de vinculación entre la ley 
general y las narrativas de los hechos contextualizados 


Dr. en filosofía Allan Christian Covarrubias M. 


l. El problema hermenéutico: entre la universalidad racional de la 
comprensión y la particularidad de los hechos 


a) 

E 

a aplicación jurídica sostenida en el entendimiento de un texto legal puede estar Ss 
abierta a múltiples posibilidades. El problema se agudiza cuando los contextos a 
sociales e individuales, con su carga de entendimiento político, de comprensión 

de la historia, de noción de bien común, del estado de defensa ante los peligros 

circundantes, de la conciencia sobre el seguimiento de la ley, entre otros factores, 

son variables. 


Por otro lado, cuando se intenta comprender el grado de responsabilidad 
consciente de un imputado para establecer una sanción o pena adecuadas, se requiere 
una lectura de la ley ajustada al conjunto de hechos que determinan el grado de 
culpabilidad. 
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Sin embargo, como bien saben los juristas, la relación que guarda dicho 
conjunto de hechos demostrados con el grado de conciencia responsable del imputado 
y la ley escrita involucra un problema de ajuste entre la universalidad objetiva de la 
ley y el acaecimiento de las circunstancias que detonaron un delito con sus hechos 
particulares. 


En pocas palabras, dicho problema se sintetiza en determinar si la aplicación 
realmente justa de la ley obedece, sobretodo, a una racionalización universal que 
integre, en la medida de lo posible, todo evento y circunstancia para implementar 
adecuadamente la norma; o bien, si dicha aplicación se inclina hacia las consideraciones 
circunstanciales que programaron un delito o controversia, además de su facticidad 
particular. 


Filosóficamente, este problema es trasladado a la evaluación de si existe una 
especie de razón universal que comprenda unilateral, integrada y objetivamente la 


Prueba 


totalidad posible de los hechos que se verifiquen según la predicción de la norma de 
comprensión lingilística y su consigna textual. 


0, por el otro lado, se trata de verificar si los hechos están determinados por 
circunstancias históricas, políticas, lingúísticas, religiosas, sociales y de visión de 
gobierno variables e inidentificables con respecto a otros contextos, que condicionaron 
la expresión textual consiguiente. 


Se verifica así el problema hermenéutico fundamental que implica a la cuestión 
de comprensión de lo que ocurrió y su relación con lo dicho por parte de los actores. 
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Dicho problema se agudiza cuando los encargados de sancionar el significado 
de un conjunto de hechos están alejados en espacio, tiempo, cultura, historia, situación 
geográfica, idioma, religión, comunidad, etc., con respecto a los actores de dichos 
hechos y sus expresiones lingilísticas respectivas. 


Esta gran diversidad de entendimientos sobre la realidad reclama el 
establecimiento, al menos aproximado, de algunos criterios que sirvan como 
referentes para interpretar adecuadamente, tomando en consideración las diferencias 
contextuales y atendiendo sobretodo a aquello que resulta común entre todo individuo 
que comprende el mundo y se expresa en él. 


Aquí la fundamentación hermenéutica se encargará de realizar el análisis 
puntual sobre los criterios y/o metodologías que salvaguarden la proximidad de 
un entendimiento común con respecto al significado de los hechos en cualquier 
interlocución humana y la deliberación sobre su significado para una aplicación 
correcta de la norma. 


Ahora bien, para ubicar el problema de la hermenéutica en la época 
contemporánea, y sobre todo de cara a las valiosas propuestas de los autores 
referidos en el título del presente trabajo, hemos de apelar a los dos horizontes más 
representativos que han intentado resolver el problema de la interpretación: de un lado 
tenemos al interés científico de la edad moderna por la descripción de los fenómenos. 


Este interés se basaba en una epistemología en la que el sujeto se instauraba 
como condición de posibilidad de todo conocimiento, el cual no estaba mediado por la 
diversidad de los hechos y de las experiencias posibles de cualquier realidad sujetos a 
un marco contextual, histórico o social. 
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Antes bien, intentaba ceñirse a las prerrogativas del sujeto, que en la inmediatez 
de su conciencia podía determinar el ser y acontecer del mundo bajo los cánones de 
una ciencia acotada a criterios comprobables, lógicos y universalmente válidos.* 


Sin embargo, los presupuestos de la conciencia racional comenzaron a agotarse 
de cara alos ciclos de los progresos científicos, sociales e históricos de los que se dio 
cuenta a finales del siglo XIX y durante el siglo XX. 


La expresión diversificada de la ciencia y de las historias culturales se 
especializó paulatinamente y requirió de una mayor precisión metodológica para 
justificar y preconizar sus alcances. Los criterios trascendentales que intentaban 
fijarse como la ley omnicomprensiva para toda ciencia y para toda lectura de los 
acontecimientos y pensamientos registrados en la pujante diversidad textual, pronto 
vieron sus límites ante una pluralidad cada vez más agudizada. 


En este contexto, los criterios de la ciencia racional ajustados a la hermenéutica, 
y sostenidos en una subjetividad trascendental?, pronto fueron abandonados para 
dar paso a un nuevo paradigma de ciencia hermenéutica: el giro lingijístico. Aquí se 
intenta hacer un análisis del lenguaje como criterio hermenéutico en razón de su haber 
concreto e histórico en el que se desarrolla. 


1 Por el término 'pensamiento' entiendo todo lo que se forma en nosotros de modo 
tal que lo percibimos inmediatamente por nosotros mismos. Por eso, no sólo 
“entender”, “querer”, imaginar”, sino también “sentir”, equivalen aquí a “pensar”. 
René Descartes, Los Principios de la Filosofía, tr. Guillermo Quintás, Madrid: 
Alianza, 1995, 1? parte, art. 9. 


2 En el contexto de la modernidad analizada que nos acomete, utilizamos el 
sentido kantiano del término “trascendental” que refiere a la condición de 
posibilidad necesaria y universal del conocimiento. 
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El sujeto “trascendental” deja de ser el referente paradigmático para convertirse 
en un referente que depende y se expresa de acuerdo a su existencia concreta y su 
facticidad, es decir, a los condicionamientos de su contexto histórico.? 


De este sustento hermenéutico darán cuenta filósofos de la talla de Heidegger 
y L. Wittgenstein, e incluso, el mismo Hans G. Gadamer, para quienes la apertura al 
mundo desde la situación epocal y la noción del lenguaje como uso restringido a dicha 
situación determinan la significación del discurso o expresión de los actores sobre los 
hechos. 


Fuera de este contexto, sería imposible codificar y entender objetivamente, es 
decir, hay una devaluación del poder cognoscitivo del intérprete en razón del haber 
temporal de tal o cual significación. 


De este modo hemos sintetizado el problema hermenéutico en dos grandes 
tradiciones que de hecho, van a continuar con diversas ramificaciones. Este 
problema parece encontrarse entre dos opciones que parecen sofocar la esperanza 
de encontrar un sentido o significado común en todo discurso que asimismo tome 
en cuenta las diferencias propias de cada contexto. La inmediatez cerrada de la 
razón y el relativismo del universo contextual parecen irreconciliables y con ello, 


3 En este tenor, Habermas hace una precisión puntual sobre la dislocación del 
criterio trascendental que dio pie al giro lingúístico: “El lugar de la distinción 
trascendental entre constituens y constitutum lo ocupa ahora otra distinción: la 
diferencia ontológica entre proyección de mundo, que abre el horizonte para 
encuentros posibles en el mundo, y aquello con que tácticamente nos topamos 
o encontramos e el mundo.” Júrgen Habermas, pensamiento Postmetafísico, 
México:Taurus, 1990, p. 52. 
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el entendimiento del significado común y coherente para cualquier individuo que se 
precie de una comprensión más o menos aceptable de lo que dice un texto, y en el 
sentido del presente trabajo, de la ley escrita y su aplicación correcta. 


Sin embargo, es necesario atender a dicha posibilidad si han de plantearse 
caminos de justicia asequible para cualquier individuo, sea cual fuere el contexto de 
significación sobre su responsabilidad de los hechos interpretables por el encargado 
de la implementación de la justicia. 
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ll. La teoría estética-existencial de J. H. Newman como principio de 
verdad e interpretación 


ohn Henry Newman, filósofo inglés del siglo XIX, gesta una apertura poderosa 

a la ciencia hermenéutica a partir de su propia teoría del conocimiento 

enraizada en un horizonte en el que intenta fundamentar por un lado, las 
claves epistemológicas de una auténtica experiencia de los hechos y por el otro, 
la necesidad de acuerdos entre los hombres en razón de una vía que requiere una 
conversión en razón de la verdad. Ahora bien, J. H. Newman se ubica en el contexto 
de una modernidad decimonónica que se expresa en una ciencia racional que ha 
monopolizado los criterios de toda verdad verificable. 


En este horizonte, Newman se topa con el clásico desdén cientificista hacia los 
argumentos de experiencias no demostrables por la vía empírica, pues se exigía una 
rigurosa comprobación en el marco del método científico universal, lejos del cual, toda 
otra pretensión de verdad era desechable. 


Sin embargo, la empresa de Newman se estructura en un largo período para dar 
pie a su gramática del asentimiento, en donde contribuye a la explicación sobre cómo 
se gesta el asentimiento de la verdad, compilando todas sus fases en una descripción 
básicamente estética y existencial. 


Así, el análisis de Newman hace ver que las proposiciones lógicas, sobre las 
cuales se fundamentaba la pretendida universalidad racional de la ciencia, tienen un 
lugar preponderante en la definición de lo que es real y verdadero, pero este peso no 
soporta el carácter amplio de la verdad. 
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Por lo tanto, será necesario “trasladarse de una lógica basada en la 
elaboración de silogismos racionales basados en una ley pretendidamente universal 
hacia un camino verdaderamente más humano que debe fungir como condición de una 
verdadera conversión.”* 


Así, la raíz de la teoría del conocimiento newmaniana exige una mayor 
apertura hacia nuevos horizontes de la realidad humana que no deben restringirse a 
la comprobación científica y su normativa universal para reconocerse como válidos. 


Y es que la lógica pretendió abastecerse a sí misma de sentido a través de un 
discurso cerrado en sus propias causas y consecuencias en un sistema que intentaba 
aglomerar todos los eventos o hechos en enunciados de corte universal, fuera de los 
cuales, no podría escaparse ninguna cuestión particular susceptible de ser agrupada 
en el todo normativo de dicha ley científica. 
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Según este criterio, toda ley científica o reguladora del orden social debía 
prever en sus cánones todas las circunstancias factibles que habrían de verificarse 
sin tacha en el marco de sus contenidos. 


Sin embargo, esta percepción de “carácter universal” era incapaz de admitir 
la réplica desde otro margen de percepción de la realidad. Newman acusa aquí la 
necesidad de amplitud de la comprensión de la verdad más allá de las afirmaciones 
estandarizadas a fin de establecer el verdadero sentido de la ley. 


4 “The Grammar moves away from a logic based on a smart syllogism to a 
more truly human road of understanding which might be a condition of a true 
conversion.” J. H. Newman, An essay in aid of a Grammar of Assent, London, 
1909, 425. 
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Esto es posible según la capacidad del intérprete para reconocer el sentido 
tácito de sus enunciados en relación al acaecimiento de los hechos que reclaman una 
noción de verdad más amplia con respecto a su configuración y justificación en el 
marco de su verificación que luego habrá de ajustarse prudentemente al marco de la 
ley universal.? 


Ahora bien, el abuso del racionalismo cientificista ha convenido, por una parte, 
en afirmar que todo es cognoscible sobre la base de una subjetividad desprovista de 
todo sentido histórico y cultural. 


La razón construye a partir de principios deductivos sostenidos en la ley 
universal y en la inmediatez del pensamiento según lo vimos. Y esto restringe 0 
incluso niega a la apertura de la vasta experiencia como principio de conocimiento. 


Estos principios pretenden así determinar todo posible hecho bajo un esquema 
de poder interpretativo ilimitado que sin embargo, no da cuenta de la incapacidad 
humana real de conocerlo todo acerca de todo.* 


5 “lt summarises Newman's goal to show that argument or proofs for universal law 
are always secondary to a primordial wavelenght of knowing which is both tacit 
and universal. It invites its audience to recognise how the employ reasoning to 
reach truths of many kinds in daily life without any apparatus of argumentative or 
formal reasoning.” Paul Gallagher, “Lonergan's Newman”, en Gregorianum, 85: 
4, p.744. 


6 Newman acusa la desproporcionalidad entre la intención racionalista y sus fines 
realmente indescriptibles: “That is, a use of it for purposes for which it never was 
intended, and is unfited” J. H. Newman, Essays Critical an Historical, London: 
Longmans, 1891, vol. 1, p. 31. 
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Es necesario anotar que Newman no se pronuncia como un antirracionalista, 
sino que critica la actitud de exclusión de este sistema hacia toda propuesta de verdad 
alternativa o variable en su expresión, que por otra parte considera como principio de 
acción. 


Newman rechaza así la vía interior cartesiana que se proponía como principio 
de legislación universal, abstracta, atemporal y ahistórica de certeza para el 
establecimiento de conocimientos válidos. 


Así, en vez de una razón universal, propone a la particularidad de la subjetividad 
(finalmente, es la única sobre la que tenemos certeza inapelable), y sobre ella, finca un 
principio estético y existencial concreto a fin de abrir un camino hacia la objetividad 
de lo conocido: “¡Oh Criatura! conoce tu terrible don, que sin embargo es una causa: 
toda mente es su propio centro y representa su propio hogar para sí misma, y moldea 
en lo que abarcan sus pensamientos todas las cosas exteriores.”” 


Prueba 


El límite del conocimiento es el hombre mismo, pero no como un paradigma de 
razón y legislación universal, sino de existencia. Sin embargo, esta autorreferencia 
no conviene con un solipsismo o un individualismo craso, pues la epistemología de 
Newman se orienta con una existencia volcada en el mundo a fin de promover la 
acción objetiva en éste, y según lo enunciamos anteriormente, su teoría conviene con 
un fin de acuerdo entre los hombres. 


7 “Know thy dread gift,-a creature, yet a cause: Each mind is its own centre, and it 
draws Home to itself, and moulds in its thought's span all outward things.”Citado 
y comentado por Roger Sharrock, “Newman's Poetry” en Ker y Hill eds., 
Newman after a hundred years, p. 49 
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El individuo concreto está en un mundo que experimenta mientras se 
experimenta a sí mismo. De hecho, el conocimiento orientado hacia el asentimiento 
real tiene como fin el desarrollo social e histórico, así como el bien común.*? 


Ahora bien, el cartesianismo con su método dubitativo se enclaustró en un 
conocimiento que pendía de la inmediatez. Sus fines concretos se dejaron de lado para 
atender al conocimiento dado por la necesidad de una estructura cada vez más amplia 
pero desprovista de un punto de llegada. 


El conocimiento sostenido en la certeza como criterio fundamental fue incapaz 
de proyectar una razón formal más allá de su propia indagación solipsista. 


Así, el proyecto de la modernidad perdió el rumbo terminando por balbucear 
solo un ideal abstracto de progreso, y con ello, la ley corrió el terrible peligro de 
naufragar en su labor de regulación y conciliación. 


Sin embargo, Newman apela a la necesidad de superar la inmediatez propuesta 
por Descartes en razón de una reflexión de la mente sobre sí misma que también 
fungirá como acceso a la realidad y a la postre, como criterio de verdad que al fin y a 
cabo se alcanzará en una comunidad que tiende a cierta integración universal. 


8 Thomas Karr realiza una precisión con respecto a la orientación del conocimiento 
por la cual se supera el solipsismo moderno, no obstante la posbilidad de hacer 
conjeturas sobre un solipsismo de carácter estético: “Newman assumes that the 
totality of what we know as real knowledge is to be found only by first questioning 
the subtle, 'unfathomable' processes of self-understanding; by peering into the 
dark abyss of the self in order to inquire into its basic constitutional orientation 
as a self-in-the-world” Thomas K. Carr, Newman and Gadamer, Toward a 
Hermeneutics of Religious Knowledge, Atlanta Georgia: Scholars Press, 1996, 
p. 93. 
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Justamente, ”el ejercicio de la razón es una energía vital espontánea en nuestro 
interior, no es un arte. Pero cuando la mente reflexiona sobre sí misma, comienza a 
incomodarse con la ausencia de orden y método en su ejercicio.”* 


Prueba 


9 “The exercise of Reason is a living spontaneous energy within us, not an art. But 
whe the mind reflects upon itself, it begins to be dissatisfied with the absence of 
order and method in the exercise.” J. H. Newman, Grammar of Assent, 189. 
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lll. La experiencia autocognoscitiva del sujeto como principio 
hermenéutico 


ewman no propone un método universal en estricto sentido, de hecho, podemos 

advertir que establece esta posibilidad como una cimiente que posteriormente 

Bernard Lonergan habrá de especificar en su método trascendental. Ahora 
bien, en consonancia con el cambio de paradigma epistemológico establecido por 
Newman con fines de explicación de la aplicación de la ley, podemos hacer mención 
de la necesidad de un cambio de paradigma hermenéutico más allá de la pretensión 
científica racionalista o historicista. 


Esta necesidad ha sido tratada ya por Nicholas Lash y Thomas Norris, quienes 
se pronuncian por la fundamentación de la hermenéutica en la subjetividad de cada 
persona como su propio centro; que se experimenta a sí misma como conocedora e 
intérprete, tendiendo al entendimiento y acuerdo entre las distintas partes.?” 


La apertura de la experiencia del sujeto concreto sobre su propio conocimiento 
y no sobre un ideal abstracto consignado en la ley universal, se establece como 
condición fundamental de la verdad. 


10 “We can conclude... that Newman seems to have anticipated by a long time the 
emergence of the contemporary problem of interpretation. That problem is but 
the corollary to the discovery that every person in reasoning... is his own centre, 
and is not the mechanical instrument of a vague abstraction called reason.” 
Thomas J. Norris, Newman and his Theological Method, Leiden: E. J. Brill, 1977, 
p. 121. 
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Para Newman, en oposición a la negación dubitativa cartesiana de todo 
conocimiento previo, el conocimiento en realidad representa la síntesis de sus 
probabilidades antecedentes: imágenes, sentimientos, opiniones consensuales, 
experiencias análogas y actos de confianza que han de integrarse convenientemente, 
generando hábitos individuales. 


La integración habitual de estos elementos formulan lo que Newman considera 
como sentido ilativo. Algunos autores lo comparan con la virtud de la phronésis o 
prudencia clásicas. Esta virtud o hábito integra estos elementos en un acto de gran 
asentimiento que puede ser explicado por sus constitutivos. 


Walter Kasper, de hecho, afirma que este hábito conviene con una especie 
de presciencia newmaniana que implicará posteriormente a “un método de 
historia dialéctica al que llamamos “apropiación histórica de sí mismo” trabajado 
particularmente por Newman. Este método soporta una relación con la hermenéutica 
contemporánea de H. G. Gadamer.”* 


El sentido ilativo conviene con referencias concretas que no pretenden 
universalizarse. Atiende a determinadas situaciones sociales y personales que se 
integran por este hábito. Sin embargo, Newman afirma que existe una afinidad 
sustancial entre la mente humana y la verdad., previniendo así cierto subjetivismo 
relativista. 


11 “This method of historical dialectics (we have calledit'historical self-appropriation”) 
was worked out by Newman in particular. It bears a relation to the approach of 
contemporary hermeneutic inquiry as exemplified by H. G. Gadamer.” Walter 
Kasper, The Method in Dogmatic, Munich: Kósel, 1996, pp. 40-41. 
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En ese sentido, la virtud de la prudencia que en términos de derecho se 
establece como jurisprudencia, vista desde el horizonte clásico, conviene en adecuar 
los criterios del entendimiento facultativo-teórico expresado en cánones científicos y 
de legislación del orden social a las situaciones particulares que exigen una respuesta 
ética en un marco de ley científica o de derecho conveniente. 


Así, la temática newmaniana tiende al bien social y no puede restringirse a la 
mera situación histórica contextual que puede relativizar los fines de la ley reguladora 
debido a la carencia de referente según lo vimos en la dinámica de la apertura epocal 
del giro lingiístico. 


El sentido ilativo se instaura como un referente hermenéutico que tiende al 
entendimiento común sobre los hechos y su expresión textual u oral consecuente; 
también se convierte en un fundamento normativo de índole científico o jurídico en 
orden a promover el conocimiento, la acción transformadora eficaz del mundo y la 
aplicación correcta de la ley para la convivencia humana. 


Aquí el alcance de la verdad será el punto de llegada de todo este esfuerzo 
hermenéutico. Para lograrlo, hay que considerar a dicha verdad desde distintas aristas 
en referencia al sujeto que existencialmente se ha apropiado de sus modos de acceso 
cognoscitivo al mundo, de los hechos y sus interpretaciones. Con base en todo esto, lo 
más probable es que se logre el acuerdo sobre el significado de las diversas narrativas 
sobre los hechos que han de vincularse en un marco normativo de forma correcta. 
Así, la hermenéutica se relaciona intrínsecamente con el entendimiento sobre la 
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significación humana y la verdad que no es dirigida por la atemporalidad del sujeto- 
legislativo-universal que conoce; antes bien, es alimentada por una comprensión 
creciente sobre su situación enmarcada en tiempo y espacio específicos.?? 


Prueba 


12 “Aristotle calls the faculty which guides the mind in matter of conduct, by the 
name of phronesis or judgment. This is the directing, contolling and determining 
principle in such matters, personal and social. What it is to be viruous, how 
we are to ain the just idea an standard of virtue, what is right and worng in a 
particular case...” J. H. Newman, Grammar of Assent, p. 277. 
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IV. El método trascendental de Bernard Lonergan como principio 
hermenéutico 


| sentido ilativo newmaniano, como todo hábito, tiene como fin depurar al 

conocimiento y a su proyección para la vida práctica de los sesgos u obstáculos 

que distorsionan la comprensión del mundo y su incidencia en la vida social. 
Bernard Lonergan se suscribe a esta intención newmaniana ubicando también al 
sujeto cognoscente concreto como referente para el encuentro con la verdad.?* 


Lonergan atenderá así a las facultades del conocimiento como punto de partida 
de su propia teoría del conocimiento. Complementará la visión estética-existencial 
newmaniana describiendo las operaciones del conocimiento tras una revisión empírica 
sobre el propio conocimiento.** Esta reduplicación se concebirá en cuatro niveles 
básicos que operan en toda estructura del conocimiento humano, y que posteriormente 
se fijarán como la definición misma de su método trascendental: 


13 Edward Miller establece una conexión fundamental en los fines de las teorías del 
conocimiento de J. H. Newman y B. Lonergan: “Newman and Lonergan shared 
certain approaches that marked them as critics of the narrow agenda of post- 
Enlightenment philosophy; in particular they underlined the connection between 
moral disposition of conscience and the self-correcting process of movin towards 
truth.” Edward Miller, “The Role of Moral Dispositions in the Cognitional Theories 
of Newman and Lonergan” en Thought 67 (1992), 178. 


14 Bernard Lonergan convierte la descripción de las operaciones del conocimiento 
con lo que denomina Método Empírico Generalizado o también llamado 
Método trascendental. Es empírico, pues conviene con la descripción de lo que 
experimentamos al conocer y que posteriormente habrá de ser entendido y 
afirmado razonablemente. Es trascendental en un doble sentido. Por una parte, 
en el sentido kantiano que apela a la necesidad de establecer las condiciones de 
posibilidad de todo conocimiento sobre el ser. Por otra parte, es trascendental en 
el sentido escolástico que atiende a los nociones universales que se encuentran 
en todo contenido conceptual. 
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"Está el nivel empírico en el cual tenemos sensaciones, percibimos, 
imaginamos, sentimos, hablamos, nos movemos. Está el nivel “intelectual”, en el cual 
inquirimos, llegamos a entender, expresamos lo que hemos entendido, elaboramos las 
presuposiciones implicaciones de nuestra expresión. Se da el nivel “racional”, en el 
cual reflexionamos, ordenamos nuestras evidencias, hacemos juicios, ya sea sobre la 
verdad o falsedad de una afirmación, ya sea sobre su certeza o probabilidad. Se da 
el nivel “responsable”, en el cual nos interesamos por nosotros mismos, por nuestras 
Operaciones, nuestras metas, etc. Y deliberamos acerca de las posibles vías de acción, 
las evaluamos, decidimos y tomamos nuestras decisiones”.** 


Al referir la estructura cognoscitiva inmanente del sujeto como criterio 
de búsqueda y alcance de la verdad, Lonergan muestra su herencia newmaniana 
renunciando también a la visión moderna subjetivista que transfería el conocimiento 
a la inmediatez del pensamiento; pero también renuncia a la visión objetivista ingenua 
que supone un conocimiento factual de lo que “está ahí, afuera, ahora” y que da por 
hecho que el conocimiento del sujeto es una copia exacta de lo percibido. De hecho, 
realiza una denuncia a la visión científica clásica que requiere de comprobaciones 
demostrables volcadas en el objeto para afirmar que la verdad se halla en el juicio 
elaborado por el sujeto, y que asimismo se ha posibilitado por la experiencia y las 
concepciones previas dadas también en el sujeto.* 


15 Cfr. Bernard Lonergan, Método en Teología, tr. Gerardo Temolina, Salamanca: 
Sígueme, 2006, 16-17. 


16 “There are the old scientists who took it for granted that the real is what is out 
there (...) There are also the new scientists, and they are committed to a quite 
different view of reality, knowledge, and objectivity (...) So it comes about that 
scientific knowledge is a matter of knowing what is true, and strangely, what 
is true is not what one can see o imagine, but only what one can conceive 
inteligently and affirm reasonably.” B. Lonergan, “Respect for Human Dignity” en 
The Canadian Messenger of the Sacred Heart 63 (1953) 413-417. 
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Ahora bien, el método trascendental tiende también al conocimiento objetivo 
y válido en relación a la verdad y a lo que es bueno. Cabe destacar que mientras el 
sujeto efectúa estas operaciones, también va haciéndose presente para sí mismo, 
de modo que está implicado en un esquema de nivel trascendental-histórico en razón 
de una conciencia que se ejecuta mientras conoce los objetos. Sin embargo, esta 
conciencia debe apropiarse de sus operaciones cognoscitivas?” a fin de acceder con 
mayor objetividad al bien y a la bondad auténticos que promoverán al individuo para 
autotrascenderse. 


En este sentido, Lonergan también se suscribe a la empresa newmaniana que 
tiene como fin la depuración del conocimiento en vías de la realización de una historia 
con mayor apego a la comprensión de la verdad y del bien común. 


El ejercicio adecuado de las operaciones del conocimiento garantiza la 
adquisición de la verdad, la cual es un punto de coincidencia en los acuerdos entre la 
diversidad de las expresiones. De este modo, la estructura dinámica del conocimiento 
por la que se experimenta, entiende y afirma cualquier porción del Universo del Ser 
es el punto más radical de referencia para el desarrollo de la hermenéutica, pues 


17 Para que el sujeto cognoscente se libere de la distorsión del conocimiento, de 
la falta de acuerdos o la pérdida de rumbo en el diálogo o la interpretación de 
otros contextos, con sus consecuencias lamentables para el desarrollo histórico 
y social, propone que se ejerza la autoapropiación que implica: “Alcanzar 
la estructura dinámica cognoscitiva que es la estructura de nuestro propio 
experimentar, de nuestra propia indagación inteligente y nuestras intelecciones, 
de nuestra propia reflexión crítica, nuestro juicio y nuestra decisión (...) una 
autoconsciencia racional que tome posesión de sí de manera clara y distinta 
en cuanto autoconsciencia racional. Todo conduce hasta ese logro decisivo. De 
él todo se sigue (...) El acto es íntimo tanto en sus antecedentes como en sus 
consecuentes; pero con manifestación pública.” B. Lonergan, Insight, un estudio 
sobre la comprensión humana, tr, Francisco Quijano, México, Sígueme, 1999, 
21. 
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cualquier texto o alocución expresarán de algún modo el conocimiento de cualquier 
realidad; aunque las expresiones no siempre se acogerán al ejercicio completo de 
toda la estructura cognoscitiva, que en su correcta habilitación responde al “deseo 
desasido, desinteresado e irresctricto de conocer.”** 


Así, cuando la estructura cognoscitiva se realiza de modo incompleto será 
incapaz de soportar la verdad, y con ello se corre el riesgo de enclaustrar cualquier 
expresión en ideologías circulares, perspectivas tiranas, políticas sectarias, etc. 


Para Lonergan, el libre despliegue de la estructura cognoscitiva, además de 
estar determinado por el deseo de conocer, también se encuentra condicionado por el 
llamado así “polimorfismo de la conciencia”. Este atiende a distintas configuraciones 
de la experiencia que están presentes ordinariamente y de diversos modos en el flujo 
del conocimiento, cualificando de modo relevante sus concreciones, formulaciones, 
afirmaciones y expresiones. Sin embargo, “estas configuraciones se alternan; se 
combinan o se mezclan; pueden interferirse, entrar en conflicto, desviarse de su cauce, 
desintegrarse (...) (Su producto) puede ser incoherente con respecto a las actividades 
de la aprehensión inteligente o la afirmación razonable.”** 


Este polimorfismo se encuentra casi naturalmente presente en cualquier 
referencia cognoscitiva, e incluso puede orientar sus motivos y alcances. Sin embargo, 
también es la causa fundamental de la distorsión del conocimiento trayendo graves 


18 Cfr. B. Lonergan, Insight, 734. 
19 Cfr. B. Lonergan, Insight, 459. 
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consecuencias entre el entendimiento de los hombres, haciéndolos incapaces de 


atender a la verdad y a lo común de sus expresiones para volcarse en las divergencias 


y con ello se promueven los ciclos de decadencia y de confrontación destructiva.? 


20 


El polimorfirsmo de la conciencia se identifica con las configuraciones de la 
experiencia que “... está organizada por varias configuraciones que se deben 
a un factor inmanente llamado: conato, interés, atención, propósito. Existe la 
configuración biológica de la experiencia que conjunta relaciones inteligibles 
que vinculan entre sí secuencias de sensaciones, recuerdos, imágenes, 
conatos, emociones y movimientos corporales. Estas secuencias convergen en 
actividades terminales de intususcepción o reproducción y autoconservación. 
También está la configuración estética según la cuál hay una admiración muy 
profunda, un gozo espontáneo de la vida consciente que se suma a la creación 
intelectual libre por la que el sujeto se expresa. En la configuración intelectual 
la liberación estética hace dócil al espíritu de indagación que se perfecciona 
según las aptitudes innatas, en el entrenamiento, la edad y el desarrollo, las 
circunstancias externas, la casualidad que nos depara problemas para llegar 
cada vez más con precisión a una solución, pues los sentidos externos se 
agudizan para percibir el detalle significativo. Finalmente, en la configuración 
dramática el sujeto procura actuar en presencia de los demás para ser admirado 
por ellos y obtener así la objetividad que da la satisfacción por haber actuado 
bien y eficientemente según ese reconocimiento.” Cfr. B. Lonergan, Insight, 232- 
241. 
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V. El punto de vista universal y la interpretación 


| método de conocimiento lonerganeano referido a la subjetividad, no obstante 

su carácter trascendental, encuentra sustento e incidencia en la realización de 

la historia. Está representado por una estructura que, en palabras de Lonergan, 
“gira entre lo concreto y lo abstracto.” 


Podemos incluso decir que reconcilia la oposición entre la visión trascendental 
representada por la racionalidad moderna a priori-ahistórica y la visión del giro 
lingilístico que absolutiza a la apertura epocal histórica con sus signos lingúísticos 
dependientes única y exclusivamente de su situación contextual relativa. 


Lonergan apela entonces al soporte fundamental del método trascendental 
para la obtención de conocimientos objetivos y válidos; y en el tema hermenéutico 
deriva su postura epistemológica hacia la así llamada “noción del punto de vista 
universal” como base pertinente para el problema de la interpretación. 


Por “un punto de vista universal se quiere dar a entender una totalidad potencial 
de puntos de vista ordenados de manera genética y dialéctica”.?1 Los puntos de vista 
se refieren directamente a las significaciones concretas que hacen los individuos y 
que se encuentran cualificadas por el desarrollo de su estructura cognoscitiva en 
sus tres niveles del conocimiento y por la intromisión de los sesgos dada por los 
mecanismos del polimorfismo de la conciencia. 


21 Cfr. B. Lonergan, Insight, 655. 
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Ahora bien, esta totalidad implica “virtualmente todas las diversas series de 
alternativas posibles en las interpretaciones.”?? No se refiere a la totalidad histórica ni 
auna estructura trascendental ahistórica, sino a todas las significaciones posibles que 
son materia de revisión según la aprehensión del método trascendental y su aplicación 
a las expresiones documentadas provenientes de los distintos interlocutores posibles. 


En este sentido se refiere a la atención del significado del sujeto interpretado 
a través del intérprete que ha de autoapropiarse?, y no tanto el análisis gramatical y 
Iingilístico la expresión objetual de los documentos o monumentos. 


Este punto de vista, al estar sustentado en el autoconocimiento, puede definir 
y dar explicación sobre las diversas series genéticas que dieron pie al conocimiento 
actual y a su expresión sobre la realidad. 


Se expande dialécticamente, lo que implica la intromisión de los sesgos del 
polimorfismo que han de ser revisados según el esquema del método trascendental 
a fin de promover la corrección de aquello que resultó erróneo por un conocimiento 
obstaculizado por dicho polimorfismo. 


22 Cfr. B. Lonergan, Insight, 655. 


23 Para Lonergan, la aprehensión y aplicación del método trascendental en la 
interpretación implica a “las fuentes de interpretación inmanentes en el propio 
historiógrafo, en su habilidad para considerar las posibilidades proteicas de la 
noción del ser, que es el núcleo de toda significación, la cual varía de contenido 
según la experiencia, los actos de intelección, los juicios y la orientación habitual 
de cada individuo.” Insight, 655. 
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En consecuencia de todo esto se estimulará el desarrollo de la historia. 
Finalmente, su carácter universal se refiere a que el punto de vista universal “es 
potencialmente completo”, es decir, incluye intérpretes entendidos como sujetos con 
unidades polimórficas y conciencias empíricas, inteligentes y racionales. 


De hecho, para dilucidar la totalidad posible de significados que influyeron 
en tal o cual expresión documentada, ha de atenderse a las cuatro dimensiones que 
fungen como la serie íntegra de combinaciones posibles: 


1. De experiencias o carencia de experiencias. (2) de actos de intelección 
o carencia de intelección, (3) de juicios y de fallas al juzgar, y (4) de las 
variadas orientaciones de la consciencia polimórfica del ser humano. 
Ahora bien, en la medida en que aprehendemos la estructura de esta 
noción proteica del ser, poseemos la base y el fundamento de donde 
podemos proceder hasta el contenido y el contexto de todo significado. 
En la medida en que exploramos la experiencia humana, los actos de 
intelección humana, la reflexión y la consciencia polimórfica humana, 
acabamos por ser capaces, si contamos con los datos convenientes, 
de aproximarnos al contenido y al contexto del significado de cualquier 
expresión dada.”?* 


Así pues, podemos concluir que ambos autores se encuentran con una necesidad 
de restauración de la historia a partir del desarrollo de la ciencia y el derecho desde 
la revisión empírica del conocimiento del sujeto concreto. Esta revisión posibilita el 
acceso correcto a la realidad, identificando sus diversas facetas, sus significaciones 


24 Cfr. B. Lonergan, Insight, 657. 
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o intereses que permearon los distintos discursos que intentan consignarla en un 
marco locutivo que exige objetividad y precisión de cara a la necesidad de cierto 
entendimiento común. 


Y es que todo ello tiene como fin la verificación de la validez del desarrollo de 
la ciencia y del derecho. Por lo tanto, será necesario realizar una revisión científica 
de las operaciones del conocimiento: ello ha de fungir como un control objetivo de la 
significación que, dependiendo de la situación contextual, puede variar poderosamente. 
Por ello, es necesario identificar lo que es constatable a la experiencia, lo que puede 
formularse reuniendo los datos obtenidos en un todo coherente y lo que ha de afirmarse 
en un juicio como verdadero. 
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Conclusión 


a aplicación de la ley general ha de concentrarse en la integración de los hechos, 

los discursos de los actores de estos (que han pasado por la verificación del 

método trascendental propuesto por este trabajo) y los contenidos de los 
cánones programáticos. 


Con base en esta integración, se propone una vía jurisprudencial que no se 
basa en la interpretación relativista de los hechos que puede fijar la aplicación de la 
ley en una apreciación parcial supeditada a la volatilidad contextual y circunstancial 
de los hechos. 


Tampoco atiende a una casuística acrítica que es incapaz de valorar los 
signficados que dieron pie a la configuración y/o consumación de los hechos 
valorables a la hora de implementar la justicia. Será necesario atender, por tanto, al 
método trascendental que desarrolle posiciones sobre lo comprobable, formulable y 
verificable, revertiendo lo que no se ajusta a estos criterios a fin de evitar los sesgos 
que pueden configurar una trama de injusticia social indeseable. 


Los autores revisados ubican al sujeto autoapropiado de sus operaciones 
cognoscitivas por las que accede al mundo de lo real como el punto de partida 
hermenéutico y de acuerdo entre los diversos discursos que narran los hechos que 
luego han de ser ponderados a la hora de implementar justicia, pues todos ellos 
conocen la realidad y se pronuncian sobre ella. 
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Así pues, este conocimiento sobre el propio conocimiento es la base invariable de 
toda aprehensión y expresión que han de examinarse a fin de entender la significación 
por la que se suscitaron hechos concretos que, en términos de aplicación de la ley, 
deben ser juzgados de acuerdo a la comprensión de su contexto y su vinculación con 
la normativa general. 
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Análisis de las excepciones a la prueba de referencia 
Mtra. Rocío Laura Torón Hernández 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Paz-Prim de este 
compendio. 
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El valor probatorio de la testifical en materia penal. 
Una opinión a la luz de las posturas del razonamiento 
probatorio 


Mtro. Jesús García Márquez 
Introducción 


esde la creación de los procesos de juzgamiento, y a lo largo de la historia hasta 

nuestros días, siempre ha existido la necesidad de saber cómo determinar si una 

persona dice la verdad o miente: ya sea el acusado, la víctima o los testigos, 
pues tal conocimiento resulta necesario para poder dar solución de una manera justa 
y razonada a la controversia jurídica. 


Al mencionar justa y razonada, nos referimos a que la motivación que se 
haga para justificar cuando una hipótesis ha sido considerada por el juzgador como 
probada, ésta se encuentre vigorosamente justificada, a efecto de que, permita a las 
partes conocer el análisis y los puntos tomados en cuenta por el órgano jurisdiccional, 
para llegar a dicha determinación, incluso que tal motivación pueda ser examinada 
claramente por un tribunal superior (alzada) y éste pueda revisar las inferencias que 
llevaron al juzgador a determinar su grado de alcance y eficacia probatoria, al haber 
presenciado de manera directa el desahogo de los testimonios. 
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Sin embargo, aun así, persiste la incógnita: ¿qué se debe tomar en cuenta 
para saber si un testigo miente o dice la verdad, y a partir de ahí poder realizar una 
motivación clara, exhaustiva y debidamente justificada? Es precisamente esa eterna 
interrogante la que ha llevado al ser humano a adentrarse a toda clase de estudios 
e investigaciones, encaminados a saber de una manera fiable y objetiva, cuándo un 
testigo está mintiendo o está diciendo la verdad. No obstante, los resultados de 
dichos estudios, y según los avances científicos, han arrojado que aún no es posible 
saber con certeza cuándo una persona está falseando o está diciendo la verdad; es 
decir, todavía no se cuenta con un método cien por ciento efectivo que nos lleve a 
determinar dicha situación; pero lo que sí se ha podido establecer de manera precisa 
es que la mentira tiene relación con la intención. 


Al respecto, Giuliana Mazzoni señala que “(...) el ser humano pone en 
funcionamiento la intencionalidad, la planificación, la representación mental compleja 
de los sucesos y todas estas variables intervienen también cuando miente.”* mientras 
que Margarita Diges afirma que “la mentira es esencialmente una cuestión de intención 
(de engañar) y las intenciones son mentales”? es decir, el examinador siempre debe 
tener presentes los posibles motivos, traducidos generalmente en beneficios, que 
pudiera tener el testigo para mentir en su declaración, o bien, tener en consideración 
cualquier tipo de perjuicio o situación de riesgo (amenazas) que pueda recibir el ateste 
en caso de que emita su testimonio de manera “natural”. 


1 Mazzoni, Giuliana: Psicología del testimonio. Madrid. 2019; p. 36. 


2 Diges, Margarita: Testigos sospechosos y recuerdos falsos: estudios de 
psicología forense. Madrid. 2016; p. 22 
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Esto último significa que es tal como recuerda que percibió el suceso, ya que 
nadie miente por casualidad, y un testigo que va a mentir, cambiando o inventando 
su testimonio, o incluso retractándose del mismo, ya una vez que lo ha emitido en 
etapas tempranas del proceso, lo va a hacer de manera ineludible por un motivo, 
independientemente si lo es para ganar algo, para perjudicar o beneficiar al acusado o 
a la víctima, o simplemente para evitar un daño personal. 


Por ello, en el presente trabajo, nos abocaremos al estudio del testimonio desde 
una concepción racionalista de la prueba, en donde analizaremos, desde la óptica de 
la psicología del testimonio, los principales factores y aspectos que intervienen en 
las declaraciones de los testigos, para así tener bases objetivas y poder valorar el 
testimonio de una manera aceptada por la ciencia, acorde con el sistema de valoración 
racional de la prueba, exponiendo todos los resultados y parámetros que han derivado 
de las investigaciones al respecto, desde cómo se origina el testimonio, hasta los 
procesos mentales que intervienen cuando los testigos narran lo que creen haber visto 
u oído. 
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l. Corrientes epistemológicas 


ara la epistemología, existen dos principales corrientes que tratan de explicar 

bajo qué circunstancias se debe de creer en un testimonio: el presuntivismo y el 

no presuntivismo. Pero antes de analizar dichas corrientes, resulta indispensable 
aclarar que no toda manifestación que realice una persona puede ser considerada 
como un testimonio. 


“La afirmación efectuada en un testimonio debe referirse a un estado 
de cosas, no a una opinión o un sentimiento. Cuando alguien entra en 
un sitio web para comprobar las opiniones de los consumidores sobre 
restaurantes, por ejemplo, existe una parte testifical y una parte de 
opinión. Cuando el consumidor afirma que el lugar es para no fumadores, 
está dando un testimonio; cuando afirma que el restaurante no utiliza 
cubiertos, está dando un testimonio, Cuando afirma que el lugar esta 
feo o que la comida es mala, no está aportando un testimonio, está, eso 
sí, dando una opinión.”* 


Las opiniones de testigos legos no son relevantes para el proceso penal, 
ni pueden ser sujetas de valoración, puesto que lo que interesa al proceso es la 
búsqueda de la verdad como correspondencia, no lo que un testigo opina sobre el 
acontecimiento presenciado; además de que una opinión está completamente llena de 
subjetividad, y cuando menos un testimonio, al ser más objetivo, debería estar sujeto 
a una comprobación mínima a través de otras pruebas. 


3 De Paula Ramos, Vítor: La prueba testifical. Del subjetivismo al objetivismo, 
del aislamiento científico al diálogo con la psicología y epistemología. 1ra. ed. 
Madrid. 2019; p. 73. 
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1.- Presuntivismo 


Es una teoría que se le atribuye al filósofo escocés Thomas Reid, que en 
términos generales ”...consiste en una concepción que defiende que cuando no hay 
razones para dudar de lo que se dice en un determinado testimonio, se debe creer en 
su veracidad.”* 


Esta postura parte de la presunción de que los seres humanos, como seres 
sociales, somos buenos, y no fuimos creados para mentir, sino para decir la verdad 
y confiar en los demás, justo para desarrollar lazos y crecer en sociedad; lo que en 
términos jurídicos se traduce en que si no hay pruebas, o que se evidencie que el 
testimonio es erróneo, se tendría que creer en él por la simple razón de que no hay 
nada que lo contradiga. 


2.- No presuntivismo 


Prueba 


Es una corriente que se gesta a partir de la obra del filósofo David Hume. Dicha 
postura es lo contrario del presuntivismo, ya que de manera genérica establece que, 
si no existen razones positivas para creer en un testimonio, no habría porque creerlo: 
*(...) para que un conocimiento obtenido mediante testimonio esté epistémicamente 
justificado, exige que sea confirmado por razones positivas (...)”*, es decir, que para 
poder darle valor a un testimonio, necesariamente debe de existir una corroboración 
mínima con algún otro medio de prueba que lo respalde. 


4 De Paula Ramos, Vítor: La prueba testifical..., p. 89. 


5 De Paula Ramos, Vítor: La prueba testifical..., p. 89. 
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Sin lugar a dudas, desde la postura racionalista de la prueba, la corriente 
que iría acorde sería el no presuntivismo, puesto que en un proceso penal, al ser la 
consecuencia de un probable error judicial la privación de la libertad de un inocente, 
o la libertad de un culpable, no sería racional partir de una presunción de credibilidad 
para el testimonio de manera automática, sino que el testimonio, para ser considerado 
fiable, tendría que verse mínimamente corroborado con algún medio de prueba 
diverso. Lo anterior es así, ya que por muy congruente y coherente que resulte ser un 
testimonio, ello no garantiza en nada, o al menos en un porcentaje muy bajo, que dicho 
testimonio se corresponda con la realidad. 


A manera de analogía, una novela o una película puede ser congruente y 
coherente, sin embargo, ello no significa que hayan sucedido en la realidad, a pesar 
de haber sido coherentes. 
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II. ¿Qué se debe de determinar al valorar un testimonio? 


no de los grandes problemas a los cuales se han venido enfrentando los 

operadores jurídicos, en especial los jueces, es la confusión o la ignorancia 

sobre no saber la diferencia entre verdad, sinceridad, falsedad y mentira, ya 
que es muy común que al valorar un testimonio sólo se ciñan a decir, o que el testigo 
miente, o que dice la verdad, sin ir más allá, sin siquiera preguntarse si verdad y 
mentira son conceptos que se contraponen, ni si es correcto únicamente tener como 
opciones a la verdad y a la mentira al valorar un testimonio, dejando de lado a la 
sinceridad y a la falsedad, que no son lo mismo que verdad (con sinceridad) y mentira 
(con falsedad). 


Al respecto, Vítor de Paula Ramos hizo una clasificación de los diversos tipos 
de testimonios con los que nos podemos encontrar dentro de un proceso: 


1.- Testimonio mentiroso 


Este testimonio se refiere a que lo que asevera el testigo es diferente a lo 
que él cree que tiene en su mente respecto a lo que se le pregunta. Es decir, de 
manera intencional, el testigo expresa algo diferente a lo que él cree con respecto a 
su recuerdo, independientemente de si lo que dice se corresponde con la realidad o no: 
la mentira siempre va a ser algo subjetivo, porque depende de lo que el testigo crea. 


2.- Testimonio sincero 


6 Vid in extenso: De Paula Ramos, Vítor: La prueba testifical..., pp. 84 y ss. 
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Este testimonio se refiere a que el testigo dice lo que cree, lo que tiene en su 
recuerdo, independientemente de si lo que expresa se corresponde con la realidad o 
no. De igual manera, la sinceridad siempre va a ser algo subjetivo, porque depende de 
lo que el testigo crea que pasó en la realidad, de acuerdo a como lo percibió, codificó, 
almacenó y evocó en su memoria, de tal suerte que más de una persona pudo haber 
percibido el mismo evento pero, ninguna lo percibirá exactamente igual de acuerdo a 
sus creencias, conocimientos y estereotipos. De ahí la subjetividad de un testimonio 
sincero. 


3.- Testimonio verdadero 


El testimonio es verdadero cuando lo que dice el testigo se corresponde 
con la realidad, independientemente de las creencias o intenciones del testigo (sea 
mentira o sea sincero), pues la realidad es sólo lo que aconteció, y si el testimonio se 
corresponde con ella, será verdadero aunque el propio testigo haya manifestado de 
manera intencional algo diverso a su recuerdo (mentira). Por ejemplo: Si un amigo nos 
pide prestado un libro, pero nosotros no queremos prestárselo, y por ello le decimos 
que lo hemos perdido. 


Pero cuando regresamos a casa, que es donde tenemos los libros, nos 
percatamos que efectivamente ese libro ya no está: hemos dado un testimonio 
verdadero, aún y cuando nosotros hayamos decidido mentir para no prestarlo; es 
decir, nosotros no sabíamos que en realidad estaba perdido el libro, porque nuestra 
creencia es que sí lo teníamos; sin embargo, por alguna situación que desconocemos, 
efectivamente el libro se perdió, y por ello nuestro testimonio si se correspondió con 
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la realidad. Por lo anterior, se dice que un testimonio verdadero se basa en lo objetivo 
(porque sólo importa si lo que se dice sucedió o no en la realidad) a diferencia de los 
testimonios sinceros y mentirosos. 


4.- Testimonio falso 


Será falso cuando no se corresponda con la realidad, independientemente de 
si el testigo quiere mentir o ser sincero (cuestión subjetiva, porque depende de lo que 
el testigo crea), por ejemplo: Si el testigo presenció una pelea, pero él no se alcanzó 
a percatar de que el acusado, durante la pelea, le rompió la camisa a la víctima, y 
aquel, en la audiencia de juicio, al declarar ante el juez, refiere que el acusado nunca 
le rompió la camisa a la víctima. 


Estaremos ante un testimonio falso, aún y cuando el testigo haya sido sincero, 
porque la falsedad no depende de lo que el testigo crea, sino de lo que en realidad 
sucedió, se haya o no percatado el testigo; por ello la falsedad, al igual que la verdad, 
es una cuestión objetiva. 


Evidentemente, lo que se debe de tomar en cuenta en un proceso jurídico, más 
allá de identificar si el testigo es mentiroso o sincero, es identificar si el testimonio es 
verdadero o falso (esto es, qué tanto de lo que refirió el testigo se corresponde con 
la realidad, a partir del grado de corroboración que encuentre con el diverso caudal 
probatorio, y que a su vez respalda la hipótesis fáctica planteada), pues lo que interesa 
al proceso es la búsqueda de la verdad como correspondencia” (a partir del material 
7 “(...) Esta pertenencia a la tradición racionalista conlleva la defensa de algunas 

tesis centrales: a) La averiguación de la verdad como objetivo institucional de 

la actividad probatoria en el proceso judicial, b) la aceptación del concepto de 


verdad como correspondencia, por ser éste el más adecuado para dar cuenta 
de las exigencias de la aplicación del derecho: aplicar la norma que prescribe 
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probatorio disponible) y no si el testigo fue sincero o mentiroso, puesto que los 
testimonios son instrumentos para la búsqueda de la verdad como correspondencia, 
y sólo a través de ellos, junto con los diversos tipos de prueba (documental, pericial, 
material, etc.) se van a poder confirmar o no las hipótesis planteadas por las partes 
(fiscalía o defensa). Con esto no se quiere decir que en un determinado momento, 
si es que existe tanto prueba de cargo que apoya a la versión acusadora, y a la vez 
también existe prueba de descargo que apoya la teoría defensiva (por ejemplo testigos 
familiares), como una cuestión secundaria no se puedan analizar los posibles motivos 
que tendrían los testigos para resultar parciales o no, y poder determinar cuál de las 
dos hipótesis resulta más convincente para el juzgador, a pesar de encontrarse ambas 
hipótesis corroboradas, situación que sin duda alguna requiere de un análisis más 
profundo que se abordará más adelante. 


una consecuencia jurídica para el caso en que se dé el hecho h requiere que se 
haya producido h y, por tanto, que los enunciados que se declaran probados en 
el proceso se correspondan con lo ocurrido en el mundo...” en Ferrer Beltrán, 
Jordi: La valoración racional de la prueba, Madrid. 2007. p. 18. 
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111. El uso de la psicología del testimonio 


rimero vamos a conocer de dónde surge la necesidad de apoyarse en el uso de 

la psicología del testimonio, como una herramienta objetiva y aprobada por la 

comunidad científica para valorar la prueba testifical, es decir, ¿por qué en un 
proceso penal se exige que se valore de manera racional la prueba? 


La respuesta la encontramos cuando tenemos en cuenta el tipo de sistema de 
valoración de prueba que impera en nuestro sistema penal, esto es, que contamos 
con un sistema de valoración racional, tasado o de íntima convicción. De lo anterior, 
se desprende que el único sistema de valoración que exige una base motivacional 
sólida es el racional, el cual, desde luego, es sumamente compatible con la concepción 
racionalista de la prueba, que radica en un modelo crítico de las motivaciones y 
justificaciones que utiliza el juzgador al valorar la prueba, en donde además, se busca 
la verdad como correspondencia y el cual exige que: 


“(...) El recurso del método de la corroboración y refutación de hipótesis 
forme parte de la valoración de la prueba; la defensa de una versión 
débil o limitada del principio de inmediación, una fuerte exigencia de 
motivación de la decisión sobre los hechos y la defensa de un sistema 
de recursos que ofrezca un campo amplio para el control de la decisión 
y su revisión en instancias superiores (...).”* 


Por lo tanto, al encontrarnos en un sistema de valoración racional, naturalmente 
se va a requerir que las determinaciones judiciales se encuentren motivadas con 
argumentos suficientes, detallados y acordes con los tamices de la sana crítica 


8 Ferrer Beltrán, Jordi: La valoración racional de la prueba, 1ra. ed. Madrid. 2007; 
p. 2. 
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(máximas de la experiencia, reglas de la lógica y el conocimiento científico), lo que 
implica que los jueces, al valorar un testimonio y decidir sobre su grado de credibilidad, 
tendrán que sustentar en qué parámetros —desde luego objetivos— se basaron para 
llegar a tal determinación, y así poder asumir que su valoración (razonamientos e 
inferencias) resulta racional, e incluso que sus inferencias y deducciones puedan 
ser fácilmente revisadas, verificadas y controladas por un tribunal de alzada, siendo 
necesario tomar, como sustento argumentativo, bases y parámetros objetivos que 
puedan ser confrontables y de cierta manera medibles, establecidos y aceptados por 
la ciencia. 


Tal es el caso de la psicología experimental, que engloba a la disciplina de 
la psicología del testimonio, la cual se centra principalmente en analizar el propio 
contenido de las declaraciones, estudiando las bases y factores objetivos que influyen 
en la creación, almacenamiento y evocación del testimonio, dejando de lado falsas 
creencias que, hasta hoy en día, no han sido aceptadas plenamente por la ciencia, 
como es el basarse en la conducta no verbal o en cuestiones intuitivas (como la 
experiencia del juzgador valorando testimonios), o incluso el dejarse llevar por los 
"sesgos de veracidad o de mendacidad”, los cuales parten de la tendencia de juzgar 
las declaraciones como verdaderas o falsas, según se trate del tipo de persona que 
emite su testimonio, indicadores que son muy subjetivos, variables, incontrolables, 
poco fiables, y sobre todo, poco medibles; situación contraria a lo que nos marca la 
psicología del testimonio, pues ésta se define como: 


La disciplina que representa la aplicación de la investigación psicológica al 
ámbito del testimonio y, respecto a la investigación psicológica más general, examina 
en particular los procesos perceptivos atencionales de memoria que forman parte de 
la codificación de un suceso también cargado de emoción; los procesos perceptivos 
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y de memoria que intervienen en la aplicación del culpable, y de la idoneidad de los 
procedimientos adoptados para este fin; la mentira intencional: las capacidades de la 
persona que miente y la identificación de la mentira; los procesos de toma de decisiones 
implicados a la hora de establecer la credibilidad de un testimonio y la culpabilidad 
de un individuo; el efecto de los interrogatorios (entrevistas de investigación) sobre el 
recuerdo y la declaración; la sugestionabilidad y otras características individuales y su 
papel en el recuerdo y en el testimonio; el examen de la veracidad del testimonio; las 
cuestiones relativas a la valoración de la capacidad para testificar y de la credibilidad 
de la declaración del testigo.* 


Como se observa en esta definición, se hace referencia de manera reiterada 
y evidente a dos aspectos fundamentales en la formación del testimonio, como es la 
percepción y la memoria, pues con la percepción inicia todo el proceso de creación del 
testimonio, en tanto que en la memoria es en donde va a permanecer almacenada la 
información previamente percibida. Tales aspectos han sido ampliamente estudiados 
y contrastados por la disciplina de la psicología del testimonio, que en la actualidad 
es la más adecuada y objetiva para el estudio de este, y por ende, sirve como una 
de las mejores herramientas científicas que el juzgador puede utilizar para valorar el 
testimonio. 


9 Cfr. Mazzoni, Giuliana: Psicología del testimonio. 1ra. ed. Madrid. 2019; p. 18 
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IV. Percepción y memoria, elementos clave en la formación del 
testimonio 


ara tener la posibilidad de adentrarnos al campo de la valoración objetiva y 

razonada del testimonio, necesariamente debemos tener claro que el testimonio 

natural —ese que está libre del propósito de inventar— se encuentra íntimamente 
relacionado con los procesos de la percepción y de la memoria, de tal suerte que no 
puede existir testimonio si no existe la memoria. En este sentido, no nos referimos a la 
percepción, porque claro está que cualquier persona, aún y cuando no haya percibido 
un hecho, sin problema alguno lo puede inventar; pero lo que no puede ocurrir es 
que se pueda emitir un testimonio sin hacer uso de la memoria, aunque éste haya 
sido inventado, ya que cualquier experiencia o información recibida va a quedar 
almacenada en la memoria.*” 


Por ejemplo: el uso del lenguaje, los significados de las palabras, o el simple 
hecho de que sepamos quiénes somos, es gracias a la existencia de la memoria, ya que 
es donde registramos todo el conocimiento adquirido desde que nacemos hasta que 
morimos, como si fuera una especie de biblioteca que vamos a poder consultar cuando 
necesitemos recordar cierto tipo de información. Es por ello que la memoria forma 
parte esencial del testimonio, porque éste trata de lo que un testigo cree que recuerda 
sobre lo que percibió de un hecho en específico, el cual sucedió en un momento y lugar 
determinados; resultando necesario entonces definir lo que es el testimonio: ”(...) un 
testimonio o una declaración es un relato de memoria que un testigo realiza sobre 
unos hechos previamente presenciados (...)”**, dicho en otras palabras: el testimonio 


10 Cfr. Coon, Denis: Fundamentos de Psicología. 10ma. ed. México. 2005; p. 175. 


11 Manzanero Puebla, Antonio Lucas: Psicología del testimonio. Una aplicación de 
los estudios sobre la memoria. 1ra. ed. Madrid. 2008. p. 17. 
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es la información que la persona previamente cree haber percibido, guardándola en 
su memoria, y recordándola, para posteriormente expresarla. Pero, ¿cómo es que la 
información llega a la memoria? 


Sin duda, la información llega por medio de los sentidos, específicamente 
a través de la percepción, la cual es definida por Antonio Manzanero como ”(..) el 
proceso mediante el cual dotamos de significado a las sensaciones (...)”*?, acotando 
que la percepción funciona a través de ellas, ya que nuestros sentidos no pueden 
apreciar aquello que no les genera una sensación,*? es decir, lo primero que tiene que 
ocurrir para que la información sea apreciada por los sentidos, es que ésta (visual, 
auditiva, sensorial, olfativa) les genere una estimulación, que va a ocasionar que 
nuestro cerebro conciba una sensación que, para fines prácticos, la vamos a definir 
como la información que nuestro cerebro capta del mundo exterior, la cual, para 
entrar a nuestra mente, tiene que ser percibida; en otras palabras, que es dotada de 
significado, interpretada, comprendida y codificada. 


Podemos dar el siguiente ejemplo: si estamos viendo una pelota, ese simple 
ejercicio de estarla observando es la sensación, y la percepción es la interpretación 
que se le da a dicha pelota, esto es, que dicho objeto se le codifica como pelota, que 
sirve para jugar, que es blanca, que es similar a la que salió en el partido de futbol, 
etcétera; para que ya una vez que fue percibida, pase a ser depositada en la memoria, 
lugar en donde va a permanecer almacenada hasta que con el paso del tiempo, y 
dependiendo del impacto o la importancia que le haya generado al testigo, así como 
del repaso constante que le dé o no a la misma, ésta se va a ir desvaneciendo y 
olvidando. 


12 Manzanero Puebla, Antonio Lucas: Psicología del testimonio..., p. 32. 


13 Cfr. Coon, Denis: Fundamentos de Psicología. 10ma. ed. México. 2005; p. 17. 
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Por lo anterior, es dable establecer que la percepción y la memoria, son dos 
elementos fundamentales para la existencia y formación del testimonio, ya que 
para que éste se haya generado, el testigo tuvo que haber percibido el hecho para 
posteriormente evocar lo que crea haber presenciado, haciendo uso de su memoria al 
recordar lo que percibió del hecho. 
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V. Tipos de memoria que intervienen en la formación del testimonio 


omo ya se explicó anteriormente, un testimonio sincero es un recuerdo, es un 

relato de memoria. Por ello, al menos para comprender un poco más respecto 

a la formación del testimonio, y porque se dice que éste es un relato de 
memoria, resulta indispensable conocer qué tipo de memorias influyen en la formación 
e interpretación de los recuerdos. Al respecto se retomará lo referido por la Dra. 
Giuliana Mazzoni.** 


1.- Autobiográfica 


Íntimamente relacionada con la memoria a largo plazo, en dicha memoria, se 
almacenan la mayoría de los recuerdos respecto a quiénes somos, y lo que hemos 
hecho a lo largo de nuestra vida, como hábitos, gustos, cumpleaños, etc., (de ahí su 
nombre: autobiográfica) Cuando respondemos a las preguntas ¿Quiénes somos? ¿Qué 
hicimos hace un mes? Estamos haciendo uso de ella. 


2.- Episódica 


De igual manera se encuentra relacionada con la memoria a largo plazo, o 
mejor dicho, forma parte de ésta. Se refiere a la memoria que guarda los sucesos 
y elementos de los que conocemos el lugar temporal y espacial. A diferencia de la 
memoria autobiográfica, ésta es más amplia, ya que no solamente guarda episodios 
relacionados con nuestra historia de vida, sino que guarda cualquier tipo de situación 
que haya sido lo suficientemente relevante como para crear recuerdos, como cuando 
se vio una película, cuando se fue a la escuela, cuando se sale de viaje etc. Esta 


14 Cfr. Mazzoni, Giuliana: Psicología del testimonio. Tra. ed. Madrid. 2019. pp. 66 
y SS. 
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memoria es la que más se utiliza al emitir un testimonio de un hecho dañoso, pues 
recordamos los “episodios” de quienes participaron: en donde, a qué hora, qué nos 
encontrábamos haciendo, etc. Igualmente es la memoria que más se ve afectada por 
el factor del paso del tiempo. 


3.- Semántica 


Es la más sencilla de explicar, pues ésta funciona como una especie de 
“diccionario personal”, ya que es la encargada de conservar los significados de los 
objetos, situaciones, emociones y todo lo que se pueda observar o conocer para darle 
un significado; además de que en ella permanecen conceptos organizados y categorías 
conceptuales, que desde luego influyen en el proceso de la formación del testimonio, 
al interpretar y dotar de significado lo que se está percibiendo, de acuerdo con los 
conocimientos previos adquiridos. 
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VI. Análisis del testimonio 


a valoración del testimonio, desde una concepción racional, no selimita únicamente 

al uso del conocimiento científico, que en el presente caso es la disciplina de la 

psicología del testimonio; sino que además requiere complementar su análisis 
apoyándose de otros parámetros objetivos, como una corroboración mínima y un 
análisis de su coherencia,** tal y como lo refirió Nieva: La coherencia de la declaración 
consiste en la ausencia de contradicciones en el relato del declarante, de manera que 
todo aquello que haya dicho no contraste entre sí, es decir, que no haya partes de la 
declaración que sean completamente incompatibles con otras.** 


Definitivamente, para poder revisar la coherencia en el testimonio, requerimos 
de algo más que el sentido común, sobre todo al identificar aquello que creemos que es 
contradictorio; es decir, el hecho de que a nivel personal (de manera subjetiva) alguna 
afirmación nos parezca contradictoria, no significa que el testigo esté mintiendo, o que 
lo que nos expone no se haya correspondido con la realidad, pues ello se puede deber 
a errores de memoria y/o percepción que pueden ser producidos por los factores que 
ya se explicaron anteriormente, o incluso, a una interpretación personal del testigo 
sobre ciertos significados que difieren de los del juzgador. Por ello, resulta de suma 
importancia que las partes (defensa, fiscales, asesores jurídicos) doten de suficiente 
información (a través del interrogatorio) al juzgador, para que cuente con información 
suficiente para poder realizar un análisis objetivo, puesto que no se podría analizar un 
testimonio que resulte demasiado ambiguo. 


15 Cfr. Pérez, Bermejo, Juan Manuel: Coherencia y Sistema Jurídico. España 
2006; p. 127. 


16 Cfr. Nieva Fenoll, Jordi: La valoración de la prueba. Madrid. 2010. p. 18. 
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Es importante que el testimonio aporte la mayor cantidad de información 
posible para poder ser sometida a un análisis crítico, sin que se caiga en el absurdo 
de incorporar información irrelevante (tanto para el caso como para el propio análisis 
del testimonio) o bien esperar que todos los testimonios forzosamente tengan que ser 
rigurosos en detalle, pues va a depender mucho del tipo de testigo (víctima, menor de 
edad o simple espectador) y el tipo de suceso (violento, desagradable o traumático) 
del que se esté analizando para poder esperar de manera objetiva cuanta información 
relevante y periférica (contextual) hubiera estado en posibilidad de aportar. 


Igualmente, el analizar si un testimonio es coherente, va más allá de analizar si 
el testimonio es acorde a las reglas de la lógica, o de las máximas de la experiencia, 
puesto que como se mencionó al inicio (capítulo |, corrientes epistémicas), una 
novela o una película puede resultar coherente, sin embargo ello no garantiza que 
por ser coherente (por apegarse a la lógica o a las máximas de la experiencia), sea 
una situación verdadera. Para analizar la coherencia de un testimonio, se deben de 
utilizar los factores que estudia la psicología del testimonio, es decir, se debe empezar 
por analizar los factores del testigo, del suceso y del proceso/sistema en cada caso 
concreto, para verificar cuáles de estos son aplicables en el particular (identificando 
si el hecho fue violento, aconteció muy rápido, existían buenas condiciones de 
luminosidad, etc.) y a cada testigo en particular, partiendo en un primer momento 
de si el testigo era la víctima o sólo un espectador, para poder estimar si durante el 
evento era probable o no que sufriera estrés. 
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1.- Errores de memoria 


De Paula?” ha señalado que es muy común que las personas cometamos errores 
sinceros, los cuales consisten en manifestar información que no se corresponde 
con la realidad (inexactitud), pero que a diferencia de la mentira, en estos no hay 
intencionalidad de alterar la información que se recuerda; es decir, la persona 
realmente está diciendo lo que cree recordar, aún y cuando la información resulte 
falsa por no corresponderse con la realidad, debido a que existen diversos factores 
normales de fallas en la percepción, codificación, almacenamiento y recuperación 
de la información, que pueden dar lugar a recuerdos falsos, o inclusive, a diversas 
formas de expresarse del testigo, que, de acuerdo con su evolución de experiencias, 
conocimientos y edad (factores del testigo) hayan cambiado las palabras o frases 
que utilizó años atrás al rendir su entrevista en una etapa inicial. Sin embargo, ello 
no es motivo para considerarlo de manera automática como una “contradicción” o 
un ocultamiento de información de forma deliberada, sino que simplemente se puede 
deber al normal olvido de información, tan es así, que el propio Código Nacional de 
Procedimientos Penales de México prevé las técnicas de apoyo de memoria y de 
superar contradicción. 


Rompiendo con la errada costumbre y falsa creencia de que el juzgador tiene 
que valorar si el testigo “miente o dice la verdad”, lo que en realidad debe de valorar 
el juez, es qué tan exacto es el testimonio; esto es, qué tanto se corresponde con la 
realidad. 


17 De Paula Ramos, Vítor: La prueba testifical..., p. 84. 
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Ahora bien, ¿Cómo podremos comprobar que ese testimonio va a corresponder 
o no con la realidad?, sin duda alguna, a través de la corroboración, con un medio de 
prueba distinto e imparcial, que pueda reforzar y confirmar los enunciados que está 
emitiendo el testigo sobre el hecho dañoso que ha presenciado y recordado, lo cual 
no parece tener ninguna complicación para su entendimiento; es decir, a todos nos 
ha quedado claro que para corroborar, necesitamos recabar prueba diversa que se 
relacione entre sí, y valide la hipótesis planteada. 


2.- La corroboración minima en el testimonio 


Partiendo de que todo hecho sucede en un espacio, en un tiempo y lugar 
determinado; es decir, ningún suceso ocurre en la nada; por consiguiente, siempre van 
a existir circunstancias susceptibles de corroboración de cualquier evento dañoso, 
que aunque se hayan suscitado con ausencia de testigos o cámaras, y el interventor 
no haya dejado huellas en la escena; siempre se podrá corroborar cuando menos la 
existencia del lugar del suceso, de ciertas características que guardaba éste y de 
algunos detalles periféricos como lámparas, color de las sillas, diseño de las sábanas 
de la cama, etc. 


Para comprender mejor lo anterior, es menester mencionar los diferentes tipos 
de corroboración que existen, esto es, qué es lo que se puede corroborar: 


A.- El hecho en su totalidad; respaldándose con los medios de prueba las 
circunstancias de tiempo, modo, lugar, así como los autores y/o partícipes del hecho, 
como por ejemplo: un video del evento de principio a fin (en un robo a casa habitación) 
o testigos presenciales de todo el hecho. 
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B.- Parte del hecho: El medio de prueba respalda sólo algún fragmento del 
hecho, como por ejemplo: en un hecho de tránsito, los testigos que sólo alcanzaron 
a percibir las partes finales del evento, pues el ruido del impacto fue lo que llamó su 
atención, y por ende, sólo percibieron la parte final; o una grabación en donde solo se 
vea un segmento del video, etc. 


C.- Los resultados del hecho: Se refiere a los medios de prueba que dan cuenta 
de los resultados que produjo el hecho o los intervinientes en el mismo; como por 
ejemplo: las huellas dactilares que dejaron los acusados en el lugar del hecho, no 
nos dan cuenta de cuándo o cómo fue el hecho, pero sí indican que como resultado 
de haber robado, estos dejaron sus huellas en el lugar; igualmente en un delito de 
lesiones, la inspección de las lesiones nos respalda el resultado del ilícito, esto es, que 
la víctima obtuvo como resultado de ser golpeada una lesión. 


D.- Las consecuencias del hecho: Son las situaciones que corroboran las 
secuelas que dejó la comisión del evento. A manera de ejemplo, en una violación, si 
el acusado estaba contagiado de alguna enfermedad de transmisión sexual, y resulta 
que la víctima, a raíz de dicha situación, también tiene la misma enfermedad, eso 
es una consecuencia del hecho de la violación. Otro ejemplo es, si la víctima resulta 
con una afectación psicológica a consecuencia de la violación, lo cual también es 
una consecuencia del hecho. Lo mismo ocurriría en un delito de lesiones en donde 
se respalde que la víctima ya no puede mover el brazo. Más allá de la lesión en sí, la 
consecuencia de esa lesión sería la perdida de la movilidad. 
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De igual manera, para la corroboración del testimonio habrá situaciones en 
donde sí se pueda corroborar que el hecho ocurrió como el testigo dice, (corroboración 
del hecho), o parte de él, o el resultado o la consecuencia; pero para adentrarnos más 
a la corroboración mínima del testimonio resulta indispensable conocer los aspectos 
que consideró y desarrolló Ramírez: 


“(...) La corroboración, en sentido débil (datos que sin ser propiamente 
el hecho delictivo atañen a algún aspecto fáctico, cuya comprobación 
contribuya a la verosimilitud del testimonio de la víctima), corroboración 
que se desglosa en tres aspectos fundamentales que se mencionan a 
continuación: 


a) El objeto de la corroboración es un enunciado fáctico emitido por el 
testigo sobre el hecho principal. No, por tanto, directamente enunciados 
sobre el hecho principal, ni tampoco enunciados sobre los hechos 
secundarios. 


b) La fuente de la corroboración ha de ser ajena al testigo. El dato 
corroborador debe provenir, por tanto de otro lugar. 


c) El contenido informativo del dato corroborador no versa directamente 
sobre el hecho principal, sino sobre alguna circunstancia que guarde 
relación con él, y cuya consideración reforzaría la veracidad de lo 
declarado por el testigo (...).”* 


18 Ramírez Ortiz, José Luis. El testimonio único de la víctima en el proceso penal 
desde la perspectiva de género, en revista Quaestio Facti. No. 1. Madrid. 2020. 
pp. 218 y ss. 
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En ese sentido, tenemos que la corroboración mínima o débil consiste en ir 
verificando el testimonio desde el inicio, con lo más general, hasta lo más cercano 
al hecho delictivo. Es decir, buscar contrastar preferiblemente con otra fuente de 
información a la testifical, lo más que se pueda del relato; desde lo más general y de lo 
que perdura, aún terminado el hecho delictivo (como el lugar del hecho que difícilmente 
va a desaparecer), hasta llegar a aproximarse lo más posible a la corroboración total, 
ya sea con algún elemento que tenga relación directa, indirecta, o que incluso no 
tenga relación con el evento dañoso, pero sí con alguna circunstancia manifestada en 
el testimonio (algún detalle periférico que haya ocurrido momentos previos, durante 0 
después del evento). 


A manera de ejemplo, en un hecho de violación en donde solo hayan estado 
presente la víctima y el agresor, y éste no haya dejado ningún tipo de huellas en 
el lugar ni lesiones en la víctima, la manera en que pudiera verse corroborado 
mínimamente el testimonio de la víctima, sería constatando primeramente las 
circunstancias que perduran, aun habiéndose consumado el hecho, que por lo general 
son el lugar en donde se dijo ocurrió la violación; confirmándose dicha situación a 
través de una inspección, de fotografías o videos. Posteriormente, sería constatar 
las características peculiares tanto del lugar como de los supuestos intervinientes, 
como lo pudiera ser la existencia de un cuadro, las peculiaridades de la cama en 
donde la violó, el tipo de las sábanas (color, tamaño, textura, algún dibujo en ellas), 
o cualquier otra característica periférica que la supuesta víctima haya mencionado 
en su relato; y por parte de los intervinientes, pudiera ser el constatar la existencia 
de algún tipo de cicatriz, lunar o tatuaje, ya sea en la zona genital o en el abdomen, 
que no fuera posible que la víctima conociera si no es que necesariamente lo viera en 
dicha zona descubierta; la corroboración mínima del testimonio la podemos asimilar 
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a un juego de “crucigrama”, en donde las diversas informaciones que, desde luego, 
derivan de medios de prueba diversos, van completando (confirmando) cada uno de los 
enunciados que conforman el testimonio del testigo único. 


Igualmente, también se puede corroborar mínimamente el testimonio de un 
testigo presencial con medios de prueba ajenos al hecho delictivo. Por ejemplo: en un 
robo donde el testigo aduce haber visto claramente cuando el acusado le arrebató a la 
víctima su bolsa, porque él se encontraba esperando el camión justo en la hora y lugar 
en el que aconteció el evento, si se aporta el boleto del camión en donde aparezca la 
hora y la ruta por donde pasa el camión, se pudiera contrastar si coincide tanto el lugar 
(parada del camión) como la hora en que se subió (evidentemente después de ocurrido 
el suceso). Como vemos, el boleto como tal no corrobora ni directa ni indirectamente el 
hecho, pero sí el testimonio del testigo. También se pudiera corroborar un testimonio 
con un dato que dé luz de lo que se hizo inmediatamente después de ocurrido el evento 
delictivo, para confirmar mínimamente un atesto de un testigo; como, por ejemplo: si 
una víctima, después de sufrir un robo con violencia, acudió a recibir atención médica 
y psicológica, el llevar medios de prueba que respalden que ese día acudió al médico 
y al psicólogo, dichos medios sería útiles para corroborar mínimamente esa parte de 
su testimonio. 


3.- Valoración individual del testimonio 


Por muy obvio que parezca que se deba de valorar cada testimonio de manera 
individual. Lamentablemente muchas de las veces este análisis no se hace, o se hace de 
manera muy general y ambigua por parte de los órganos resolutores, pues únicamente 
se limitan a mencionar que les pareció creíble o que le dan valor probatorio porque 
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lo encontraron lógico, coherente, congruente o espontáneo, como si por el simple 
hecho de mencionar adjetivos relacionados con la credibilidad, automáticamente se 
justificara la motivación individual. A manera de ejemplo: 


-...€l testimonio de X testigo resultó creíble y se le otorga valor probatorio 
al considerar que fue lógico, coherente, espontáneo, congruente y libre 
de contradicciones... 


Pero lejos de ser una motivación válida, sigue siendo una motivación (si es 
que a ello se le puede considerar como tal) demasiado limitada, ambigua y subjetiva; 
porque fácilmente las partes pudieran hacerse los siguientes cuestionamientos: ¿Por 
qué el testimonio de X resultó lógico, coherente, espontáneo congruente y libre de 
contradicciones? ¿En qué o de acuerdo a qué parámetros objetivos se basaron para «y 


determinar que, el testimonio de X les resultaba lógico, coherente, espontáneo, qn 
= 


congruente y libre de contradicciones? ¿Cuál fue el análisis que el tribunal realizó 
al testimonio de X para llegar a la conclusión de que lo manifestado fue lógico, a. 
coherente, espontáneo, congruente y libre de contradicciones? ¿Por qué para el 
tribunal, lo manifestado por el testigo X en tal sentido, o en tal parte de su testimonio 


les pareció lógico, o coherente y no contradictorio? 


No lo sabemos. Son preguntas que quedarán sin respuesta mientras sigan 
existiendo motivaciones deficientes y ambiguas, que incluso poco o nada difieren de 
un sistema de valoración de íntima convicción (un sistema de jurados) en donde no se 
exige que exista un motivación y se puedan dar respuestas como: 


-...porque simplemente me lo pareció así..., ...porque me convencí y 
listo..., ...porque me dio buena sensación... . 
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Se deben considerar cuestiones como ¿cuántas veces el testigo fue 
entrevistado por parte del policía, el ministerio público, o la defensa o la víctima? (de 
ahí la importancia de que el litigante sea lo suficientemente extenso y completo en sus 
interrogatorios), ello para poder estimar aproximadamente con qué tanta influencia, o 
contaminación llegó el testigo al juicio a emitir su testimonio, ¿Lo que refirió el testigo 
fue susceptible de haberlo percibido como lo expresó?. 


En muchas ocasiones, nos encontramos testigos que dicen haber visto todo el 
hecho criminoso de principio a fin. Es muy difícil, de acuerdo a la duración del suceso 
y los grados de atención del testigo, que una persona se haya podido percatar de 
absolutamente todo lo que aconteció en un evento, ¿Se encontraba en las mejores 
condiciones para haberlo percibido como lo indicó? ¿Realmente se encontraba a una 
distancia adecuada, con las mejores condiciones de luminosidad? ¿Existía interferencia 
de personas u objetos en su visión? ¿El testigo durante el evento sufrió estrés?. 
Conocer que los efectos del estrés generan ansiedad, y ésta a su vez hace que los 
sentidos disminuyan en su eficacia perceptiva es importante, pues así, se tendría un 
panorama más amplio para conocer porqué una víctima de un evento traumático no 
aporta muchos detalles. 


Además de realizar un análisis interno del propio testimonio, tomando en cuenta 
los factores que propone la psicología del testimonio, se debe realizar un análisis 
externo en el sentido de qué tanta corroboración mínima tuvo ese testimonio en lo 
individual, pues como lo comentamos en líneas anteriores (la corroboración mínima del 
testimonio), esos diversos medios de prueba que apoyan lo manifestado por el testigo, 
no necesariamente corroborarían el hecho, pero sí el testimonio o parte de éste. 


4.- Valoración conjunta del testimonio 
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A diferencia de la valoración individual del testimonio, esta valoración es más 
común que la encontremos en las sentencias, puesto que es un ejercicio valorativo 
más genérico que se realiza de todo el caudal probatorio desahogado, prácticamente 
verificando si las pruebas se apoyan entre sí, y si éstas a su vez respaldan en un 
cierto grado de confirmación la hipótesis fáctica planteada, lo cual, indudablemente, 
va a depender del estándar de prueba exigido para tener como probado el hecho o no; 
pero más allá de eso, lo que interesa, es que dicho ejercicio valorativo implica analizar 
las pruebas, ya no de manera individual, sino de manera sistemática, comprobando si 
éstas guardan una secuencia y compatibilidad lógica entre sí. 
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Conclusiones 


a concepción racionalista de la prueba nos exige realizar una valoración lo 

suficientemente clara y precisa, que permita a los justiciables, y a las partes 

procesales, comprender por qué se dio o no valor probatorio a un testimonio, 
evitando motivaciones ambiguas o poco claras que dejen a los justiciables, y a las 
partes, con dudas sobre qué fue exactamente lo que motivó al órgano jurisdiccional 
a demeritar o no a la prueba testifical, resultando indispensable para tal efecto, 
apoyarse en parámetros y bases objetivas, los cuales son proporcionados por la 
psicología del testimonio, la coherencia en el testimonio y la corroboración con otros 
medios de prueba (documentales, periciales, materiales, testificales, etc.), realizando 
así un análisis completo del contenido de los testimonios, en el que se aduzca qué 
parámetros de análisis del testimonio, de acuerdo al conocimiento científico (psicología 
del testimonio) se encuentran presentes en cada una de las testificales desahogadas; 
y si éstos son acordes a las reglas de la lógica, mencionando a qué reglas de la lógica y 
máximas de la experiencia obedece; esto es, analizar su coherencia interna y externa; 
y no solamente limitarse a mencionar de manera muy general que, de acuerdo con las 
reglas de la lógica y máximas de la experiencia, resultó creíble por encontrarlo libre 
de contradicciones, pues tales afirmaciones corresponden a la corriente epistémica 
del presuntivismo, la cual no es acorde a un sistema de valoración racional, pues lo 
racional sería otorgar valor probatorio al testimonio que se encuentra mínimamente 
corroborado (no presuntivismo). 


Adicionalmente, hay que tener en claro que existen errores de memoria y 
contradicciones sustanciales, situaciones que de ninguna manera deben de confundirse, 
ya que como se abordó en el presente artículo, la memoria es muy errática, y entre 
más pasa el tiempo, es más susceptible de irse deteriorando y modificando de manera 
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inconsciente; con lo cual, puede ser que el testigo cometa errores de comisión 
(modificación de información de acuerdo a sus conocimientos previos) o de omisión en 
su testimonio (ausencia de información). 


Aquí la gran labor del juzgador es desentrañar cuáles de esos errores (de 
comisión u omisión) son sustanciales o “normales”, atendiendo al deterioro del 
recuerdo. 


Como se puntualizó en el presente artículo, hasta hoy en día no se puede saber 
de manera certera si un testigo está mintiendo o diciendo la verdad. Sin embargo, sí 
se pueden tener indicios de ello, analizando los posibles intereses con los que cuente el 
testigo para mentir, lo cual de ninguna manera es razón suficiente para considerar que 
está mintiendo, bajo el único argumento de que es familiar o amigo del acusado, ya 
que ningún testigo es imparcial. Al final de cuentas, todos van a reforzar una hipótesis 
en la que creen, independientemente del interés personal que tenga, y lo más efectivo 
para poder evidenciar, y ver materializada la veracidad de un testimonio hasta hoy en 
día, sigue siendo la corroboración con otras pruebas como la científica, documental 
o material. 


Atendiendo a lo susceptible que es la memoria de ser modificada, sobre todo 
mediante la formulación de preguntas o comentarios sugestivos, se recomienda que 
al realizar las entrevistas a los testigos, primero se deje que se expresen de manera 
narrativa, y al último, realizar preguntas para aclarar o ampliar en algún punto, desde 
luego utilizando preguntas abiertas. 
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